
. ,; '490 
UNIVERSIDAD NAOION~ AUTON~) · 

DE MEXICO 

FACULTAD DE DERECHO 

EL CONTROL JURIDICO POLITICO DE LAS 
FINANZAS PUBLICAS EN MEXICO. 

T E s 1 s 
QUE PARA OBTENER EL TITULO DE 

LICENCIADO EN DERECHO 
P A E S E N T A 

CESAR GUMERSTNDO MACHADO ARIAS 

DIRECTOR DE TESIS: 
LIC. MARGARITA FUCHS BOBADILLA 

MEXICO, D. F. 
FALLA L. CRlGEN 

1994 



UNAM – Dirección General de Bibliotecas Tesis 

Digitales Restricciones de uso  

  

DERECHOS RESERVADOS © PROHIBIDA 

SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL  

Todo el material contenido en esta tesis está 

protegido por la Ley Federal del Derecho de 

Autor (LFDA) de los Estados Unidos 

Mexicanos (México).  

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y 

demás material que sea objeto de protección 

de los derechos de autor, será exclusivamente 

para fines educativos e informativos y deberá 

citar la fuente donde la obtuvo mencionando el 

autor o autores. Cualquier uso distinto como el 

lucro, reproducción, edición o modificación, 

será perseguido y sancionado por el respectivo 

titular de los Derechos de Autor.  

 



FACULTAD DE DERECHO 
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El pasante CESAR GUllERSIHDO HACHADO AllAS, con -

número de cuenta 8156094-7, elabor6 su teaia profesional.. en este -

Seminario bajo la direcci6n de la Lic. Margarita Fucha Bobadilla,­

intitulada "EL CONTROL JURIDICO POLITICO DE LAS FIHANZAS PUBLICAS -

EH MEXICO". 

El pasante CESAR GIJMERSIHDO MACHADO AllAS, ha -

conclu{do la tasia de referencia, la cual llena los requisitos exig! 

dos para todos loa efectos ac8.démicos. 

He es grato hacerle presente mi conaideraci6n. 

ATENTAMENTE 
"POR MI RAZA HABLARA EL ESPIRITO" 
Ciudad Universitaria, D.F., a 8 de diciembre·de 1993. 
EL DIRECT INARIO 
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El hábito hace al monje, la costumbre al crucificado ... 
Yo he resuelto la consumación de un destino. Le dije: 
Anda, ve a la rueca a deshilar la distancia. Se lo dije 
porque yo sabia qué era entonces la distancia ... Yo puse 
besos en los quicios, en las piedras, en la sal. Yo puse 
besos en las azoteas, en el almidón, en todas las gramineas, 
en las manos, en los papeles ... Anda -le dije- ve y acércanos 
la distancia. Ella se fue. Y, cuando hubo vuelto, me puso 
la distancia entre las manos. "lQué vamos a hacer con esto?". 
Ella preguntó y yo Úspondi: Vamos a inventar la justicia ... 
Entonces yo me puse a amasar, a estirar esa pelotita de dis­
tancia. Hice un cilindro que se iba adelgazando y estirando 
a medida que yo lo rotaba entre mis manos. Asi creció esa 
materia de distancia hasta que casi se hizo infinita. 
Esto tardó mucho tiempo. 

Sólo cuando terminé ella dijo: lEso es la justicia? Enton­
ces dije yo: He estado mucho tiempo haciendo una sola cosa; 
tanto que hacer esto se me ha convertido en costumbre, en al­
go normal; ésta es la norma y hacerla ha sido bueno. Esta nor­
ma es la regla que mide ... Entonces ella puso sus dos manos 
sobre la distancia, tomó firmemente con cada una ese cilindro, 
y lo trozó •.. Ahora -dijo- he inventado la venganza. Y nadie 
podrá negar que la venganza es justa. Ahora .• querido, hemos 
inventado el destino. 

Francisco segovia. 
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PALABllAS PULDIJllAllS 

=·====········=······ 
Quizá la intención de este trabajo parezca des•esurada. 

¿Acaso el control de la actividad financiera del Estado Mexicano 
co•prende una revisión legal? ¿Es suficiente que en su actuación 
se apegue únicamente al principio de juridicidad, para garantizar 
la eficiencia y aplicación correcta de los recursos público•? 
lCuáles son los preceptos legales congruentes en la aplicación de 
esos recursos? ¿cómo debe regular su actuación, respecto del 
gasto público? ¿gué· autoridades y órganos controlan el ejercicio 
del presupuesto del gobierno federal? ¿Qué participación tiene el 
poder legislativo en la gestión financiera del Estado en México? 
Estas son las cuestiones relevantes que serán planteadas en las 
siguientes páginas, y las respuestas que logran dárseles aún 
cuando es parcial o sencilla, se hace con el rigor técnico 
jurídico, en su análisis y conclusiones, para obtener la licen­
ciatura en Derecho. 

Ahora bien, la orientación especifica de la tesis que sus­
tenta este trabajo, nace de la inquietud, originada en las ya 
pretéritas, pero siempre recientes clases de Derecho Económico, 
que lograron transmitir a quienes asistimos a ellas, la inconfor­
midad por el abuso y exceso de poder en México. En ese sentido, 
parafraseando al tratadista Boris Mirkine Guetzevitch (citado por 
el Dr. Héctor Fix zamudio en: los tribunales constitucionales y 
los derechos humanos, U.N.A.M.-1980), considerllllos que la 
revisión legal de la actividad financiera del Estado al igual que 
la revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes, 
constituyen el mejor mecanismo en la racionalización del poder, 
ya que, adelantándonos a las conclusiones, solamente la revisión 
legal de la cuenta pública puede proporcionar al ciudadano co•ún 
y corriente la certeza en la utilización de los recursos 
públicos, y además porque el infol"lle que presenta el Ejecutivo 
para su aprobación por la H. Cámara de diputados, debe sujetarse 
estrictamente al marco legal que previamente el Poder Legislativo 
le deter•inó, y esto, sin lugar á dudas, es el vértice del que se 
desprenden las principales acciónes del órgano constitucional­
mente facultado para ello: la contaduría Mayor de Hacienda. 

!l objetivo final, con argumentos de hecho y de derecho con­
siste en demostrar que la revisión juridico-económica es la única 
r~visión posible, en razón de que los instruaentos que sirven 
para su realización, no deben confundir•• con sus fines o con los 
di verso• tipos de auditoria que dentro del seetor público se 
practican, que finalmente correspond•n a a•pectos normativos o de 
politica •c•,nómica. 
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El breve bosquejo histórico, que da inicio a estas lineas a 
partir de la fundación del H. Ayuntamie.nto de la Villa Rica de la 
Veracruz en 1519, resalta a manera de hilo conductor las diversas 
poslciones que se han desarrollado alrededor del Estado con miras 
a controlar jurídicamente su actividad financiera. 

Ha sido intención fundamental, destacar la solución que 
nuestras instituciones han logrado imprimir a este problema, 
esencial para la vida política de una comm:idad: cómo sujetar al 
Estado a un marco coherente de actuación, sin menoscabo o exceso 
en las atribuciones que constitucionalmente el Pod9r Legislativo 
le otorga al Ejecutivo para el cumplimiento de sus planes y 
programas de gobierno. 

El largo recorrido que va desde el siglo XVI, convincen­
temente o no, muestra la concatenación que ha.seguido el control 
político hasta nuestros días, sin olvidar que subyacente a él, 
han existido profundas pugnas y desequilibrios que en deter­
minadas situaciones llevaron al caos a la nación. 

Es prudente hacer notar que, salvo la necesaria referencia a 
la época colonial y del México Independiente, Qnicamente se hace 
reseña de la evolución constitucional, y excepcionalmente el 
análisis de la legislación aplicable que sirve como marco de 
referencia para entender las Instituciones que actualmente rigen 
el control de los recursos pQblicos en materia federal. 

Por otra parte es indispensable advertir que las principales 
conclusiones a las que Se llega, son producto del razonamiento y 
la práctica cotidiana, difícilmente se pueden considerar 
definitivos, en todo caso se trata de hipótesis perfectibles en 
espera de la irrefutable prueba del tiempo, y de otros pareceres 
más sesudos y con mayor experiencia quienes podrán o no jus­
tificar este trabajo. 

Agradezco la oportunidad de colaborar en la contaduría Mayor 
de Hacienda, que me otorgó el titular de este órgano técnico: 
Licenciado Javier Castillo Ayala, sin lo cual no pudiera enten­
derse la realización de este trabajo. Asimismo dejo constancia 
del tenaz acicate que influyó e.n mi por parte del Licenciado Luis 
Humberto sanguino Revira, estimado y fino amigo que encabeza la 
Dirección General Jurídica de esa dependencia del Poder Legis­
lativo. 

Finalmente, hago notar el apoyo que rne brindaron, para la -
realizaci6n de esta tesis, el Licenciado Carlos Nava P6rez y mi -
hermano Juan Pedro Macha!lo Arias, quien pacientemente digit6 y ,... 
corrigi6 todas y cada una de las cuartillas de este trabajo. 



CAPITULO PlillllO 

Alft'ICIDllft'IS HillTOllICOS. 

1.- llUSVA llPAllA. 
La mexicanidad como tal, se concibe a partir de la fundación 

de la Nueva Espafta, crisol de las culturas indiqena y e1paftola 
que dieron como resultado a los primeros mexicanos, quienes a 
través de las instituciones oriqinales nos legaron la tradición 
que hoy en dia se refleja no sólo en nuestras costumbras y 
celebraciones, sino ·también en las actitudes y conductas respecto 
de la función estatal y los carqos públicos; instituciones 
novohispanas, que no siempre respondieron a lo que el Sistema 
Patrimonialista Espaftol esperaba de ellas, pues la diferenciación 
estamental de la aociedad, no implicó la estrecha vinculación a 
la Honarquia peninsular, pese a los privilegios y jurisdicciones 
especiales que se delegaron en qrupos y corporaciones 
(especialmente la Iglesia) a lo largo del territorio nacional, lo 
que por el contrario y a la postre ocasionó el más grande fracaso 
del Estado Absolutista espaftol. 

Al comenzar el siglo XVI, con el descubrimiento de Allérica a 
cuestas y ante la expectativa económica del Nuevo Mundo, la 
Honarquia Espaftola puso en práctica el monopolio comercial con 
las Indias y resolvió crear la casa de contratación de Sevilla, 
el 20 de enero de 1503. BEta institución ejerció la fiscalización 
directa de los ingresos y egresos por medio de las llamadas 
Tesorerias Americanas, inteqradas por un tesorero, un contador y 
un factor, funcionarios que lleqaron a ser conocidos coao los 
"Oficiales Reales" y que formaban lo que puede llaaarse la 
orqanización administrativa de las Tesorerias Coloniales. Es 
decit, a pesar de que la Casa de Contratación era una 
institución eminentemente comercial, con el tieapo se 
convertiría en "un departamento del gobierno, un ministerio de 
comercio, una escuela de naveqación y una aduana para el coaercio 
colonial" (1). 

Desde su fundación, la casa de contratación se erige en 
Supremo organo Ejecutivo de las Indias. En las ordenanzas dadas 
en Monzón en 1510, se establece que todos los despachos de Indias 
daterAn enviarse directaaente a la casa, así coao la• relaciones 
de in9reso1 y eqresos formuladas por las Tesorerias Americanas, 
las que se archivarán y asentarán en un libro especial, el cual 
será refrendado por sus tres Ofic1alH, quienes a su vez llevar in 
el registro minucioso de la• raaesas de fondos provenientes de 
Am6riea ( ~). 

( 1) HARING CLAREllCJ: H., Coaercio y na•1egación entre Eapafta y lH 
Indias, México, r.c.E. 1979, p. 34 
(~; SANCllEZ BELLA ISMAEL, La Reorqanización Financiera de lH In­
dias, Escuela de Estudies HispanoHmer ~canos, 1968, p. 80 
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A mediados del siqlo XV, "la casa se habia transformado en 
una de las principales agencias de la Real Hacienda. Ah! se 
recibian todas las rentas de la colonia, prestaban juramento los 
funcionarios del fisco destacados en ultramar y talllbién partian 
muchas de las disposiciones para regular el comercio y orqanizar 
el sistema fiscal del Nuevo Mundo". En efecto, la Corona Bspadola 
obtenia la mayor parte de sus ingresos, mediante la imposición de 
gravAmenes tales como el almojarifazgo, portazgo y almirantazgo a 
las mercancias importadas de América y por ello la exclusividad 
en el manejo del sistema comercial le reportaba cuantiosos recur­
sos (3). 

Desde aquellos tiempos Fernando V propiciaba que l~ 
actuación del Estado se enfocara al cumplimiento de objetivos 
específicos en política económica, tendientes a monopolizar el 
comercio de América. Este rasgo refleja la presencia del 
primitivo Estado Moderno que emerqia lenta pero inexorablemente 
entre la sociedad feudal, opuesta al fomento y desarrollo de ac­
tividades económicas de largo alcance y beneficio común para el 
Imperio. A consecuencia de este primitivo Estado Moderno, 
tuvieron su origen las instituciones de control; orientadas más a 
vigilar la recaudación y salvaguardar los recursos del Soberano 
que a su escrupuloso y correcto manejo, Es asi, que la oposición 
extrema al avance de la potestad estatal devino en la ac\lllulación 
excesiva de poder a manos del Monarca, lo que finalmente condujo 
al Absolutismo y a la formación de una intrincada red ad­
ministrativa que facilitó el manejo central de la incipiente ac­
tividad financiera. Por ello, a partir de 1524 se crea el Consejo 
de Indias, orqanismo que babia funcionado hasta entonces como una 
sección del Consejo de Castilla vinculado directamente al Rey, y 
se le otorgaron grandes facultades administrativas, judiciales y 
financieras, para la supervisión de los funcionarios del fisco 
colonial. expedición de nombramientos, revisión de cuentas, 
visitas y juicios de residencia (4). 

Desde un punto de vista pol!tico, América vio suplantado en 
su territorio la estructura funcional de Espafla, mediante un com­
plejo sistema en donde los resortes del control estuvieron 
asociados a la capacidad de funcionarios y legistas 
profesionales. Económicamente comienzan a mostrarse insuficien­
cias en la producción artesanal, y se generó una economía 
doméstica cerrada en donde la falta de autoabastecimiento se com­
pensaba por medio del intercambio comercial, de lo que se deduce 
la importancia para el Imperio de la Casa de Contratación y del 
consejo de Indias. "Seqún Max Weber, los mercantilistas se 
proponían arraiqar en su tierra el dinero que amenazaba 
desaparecer en aras del comercio, mas los espafioles de ambos mun­
dos no consi¡;¡uieron evitar que el oro y la plata de sus cofres 
viera ese destino, al disminuir o cesar la producción de bienes 
de consumo". 

(3) llARING CLARENCE H., Op. cit. p. 38 
(4) Ibidem, p. 43 



"En vez de financiar con los metales preciosos la 
producción de esos bienes, Bspada los derrochó en guerras y com­
pras extranjeras hasta quedar finalmente sin comercio, sin 
producción de bienes, sin oro y plata en sus arcas" (5). 

con la ascensión al trono de relipe II se produjo una 
profunda alteración en la organización de la Hacienda P6blica del 
Imperio Espaftol, el consejo de Indias fue sustituido por el con­
sejo de Hacienda como órgano máximo de la administración del 
Fisco haciéndose necesario su voto de confianza para la 
realización de gastos en Espafta con fondos procedentes de 
América. 

En el ámbito financiero estatal y descendiendo en el nivel 
de responsabilidades, la ejecución de las órdenes impartidas, por 
parte de los Oficiales Reales, se estructuró mediante la creación 
de las llamadas Cajas Reales, arcones en que se guardaban los in­
gresos y los libros de Hacienda que sin obedecer a un plan 
preconcebido se distribuían territorialmente conforme a criterios 
políticos, económicos y circunstanciales. "En definitiva pueden 
resumirse estos tres factores generatrices en uno solo: se es­
tablecen Cajas Reales allí donde las necesidades de la Hacienda 
lo requieran"(6). 

Dentro del proceso formativo de la burocracia colo11ial a la 
que hicimos alusión, cabe distinguir una burocracia profesional y 
otra política. La primera a cargo de Oidores y Oficiales de la 
Real Hacienda, con una linea de continuidad histórica y 
generacional que se complementaba con una preparación técnica 
acorde a las circunstancias. · 

La segunda a cargo de Virreyes y Gobernadores con un perfil 
pragmático, netamente individual. Entre ambas se dio una alianza 
para el progreso y la subsistencia política "Honarquia y 
burocracia habían llegado a constituir en tierras de Castilla una 
verdadera superestructura nacional mediante el aniquilamiento de 
las viejas libertades de todos los pueblos de la Península. su 
inmenso poder político se proyectó también de manera no contra-­
rrestable sobre estos inmensos territorios de las Indias 
Occ1dentales"(7). 

Aquí vale la pena considerar la función que la Corte 
desempeftó en la particular situación política del Imperio: 
"manifestar su poder frente al pueblo, la nobleza y otras Casas 
Reales no por medio de la guerra sino por medio del ceremonial 
cortesano" ( 8) . 

(51 ruENTES MARES, JOS&. Biografía de una Nación, ediciones 
Océano, S.A., sexta edición, 1986, p. 64. 
(6) SANCHEZ BELLA ISMAEL, Op. cit., p. 101•102. 
(7) OTS CAPDEQUI, JOSE MARIA, El Estado Espaftol en las Indias, -­
r.c.E., Máxico 1965, p. 49 
(8) VAN DULKEN, RICHARD. LOS inicios de la Europa Moderna 1550-
1648, Historia Universal. Siglo XXI, vol. 24, tercera edición en 
espaftol 1986, p. 307. 
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De las medidas de control ejercidas por la burocracia 
colonial durante el siglo XVI se distinguieron dos: las visitas y 
los juicios de residencia. Las primeras detectaban los fun­
cionamientos administrativos irregulares y los abusos de 
autoridad, en tanto los juicios evaluaban el desempeño de los 
funcionarios una vez relevados de sus cargos. sin embargo, el -­
cumplimiento de estas tareas no era del todo honesto en virtud 
del insuficiente rendimiento económico de las Indias, el cual 
bloqueaba el pago de salarios a la burocracia estatal. Además, 
los funcionarios públicos estaban obligados al pago de fianzas de 
su propio pecunia, lo que motivó corrupción en el desempeño de 
sus funciones y un colaboracionismo para realizar gastos no 
ai1torizados con el acuerdo de Virreyes o Audiencias. 

El supuesto iegal obligaba a los Oficiales Reales a 
dedicarse por entero al desempeño de sus tareas administrativas, 
estando impedidos para obtener recursos mediante la minería, ca-­
misiones especiales de los Virreyes, Gobernadores y Audiencias; 
no podían desempeñar cargos de Alcalde Mayor o Alferéces de los 
pi1eblos. Tampoco podían contraer matrimonio con las hijas, her­
manas y deudos de los otros Oficiales, so pena de privación del 
cargo e imposibilidad de obtener otro en las Indias . No podían 
participar en ingenios ni compañia~ dentro del distrito de su 
jurisdicción, mucho menos realizar tratos comerciales ni tener 
encomiendas. La sustracción de fondos de la Hacienda Real era 
castigada con la pena de muerte y la pérdida de todos los bienes 
( 9). 

Aunado a lo anterior, el eKceso de burocratización frenó el 
desarrollo del Estado centralizado en España. Además, la 
conducción de las finanzas públicas estaban ligadas al gobierno 
que de un modo personal desempeñaba el Monarca (10) lo que no fue 
siempre afortunado para la historia de España y las Indias. Esta 
última circunstancia, dio origen a que la revisión de la cuenta 
de la Hacienda Pública fuera nula. Al respecto, Jacinto Faya 
Viesca ha señalado: "Por lo general cuando el Poder Legislativo 
presionaba al Monarca en este sentido, el mismo Monarca disolvía 
el órgano legislativo alegando que su poder no permitía la 
intromisión de ninguna otra autoridad de gobierno ... escudándose 
en que estaba obligado a guardar el secreto de la caja del 
Estado" ( 11 l. 

El reflejo de "esta forma de dominio tradicional bautizada 
por HaK Weber como Patrimonialismo, arraigó en Nueva España con 
gran fuerza y creó grupos y cuerpos eKtraordinariamente diferen­
ciados. Asi en lugar de un proceso que hiciera a todos los 
ciudadanos iguales ante la ley y el Estado burocrático, los 
Habsburgos promovieron una diferenciación estamental de la 
sociedad (en el sentido de grl:pos que tenían en común privilegios 

( 9) SAJICHEZ BELLA ISHAEZ., Op. Cit. pp. 269-291. 
(10) VAN DOLMEN, RICHARD, Op. cit. p. 312. 
(lll FAYA 'JIESCA, JACINTO, Evolución constitucional y Significado 
Politice de la cuenta Pública ~n Hé:<ico, Revista de Admón. 
Públi:a, ?diciones INAP, lle. 44. Oct-Dic, 1980. p. 60. 
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Y jurisdicciones). cada uno de los grandes grupos étnicos: in­
dios, españoles, negros y castas, fue protegido, a través de la 
acumulación de reales cédulas y órdenes, con una serie de dis­
posiciones que tendían a conservarlos como tales, al mismo tiempo 
que los rodeaban de privilegios y jurisdicciones especiales, este 
proceso afectó a grupos más pequeños: clero regular y secular, 
comerciantes, hacendados, mineros, artesanos, universidad, 
pueblos de indios, que, además de los privilegios que los 
beneficiaron como grupos étnicos, recibieron otros más impor­
tantes por la función social que desempeñaban. Por otra parte, lo 
importante es que este proceso diferenciador que creaba cor­
poraciones y grupos privilegiados no debilitó el carácter ab­
solutista y patern.alista del sistema: por el contrario, éste 
resultó fortalecido en tanto que la cesión de jurisdicciones y 
prebendas era siempre un acto qracioso del Monarca, con quien 
quedaban más estrechamente obligados los beneficiados ... " 
" ... cuando a mediados del siglo xvn la Corona se vio en la 
necesidad de vender los cargos públicos, tampoco se afectó al 
sistema, el nombramiento dependía en última instancia de la 
decisión del Monarca, en todos estos casos los privilegios, las 
prebendas o los cargos concedidos, aseguraban el enriquecimiento 
y predominio social de los beneficiados" (12). 

De esta forma, la fundación de la Villa Rica de Veracruz el 
22 de abril de 1515, con la correlativa instalación del Ayun­
tamiento, a manos de Hernán cortés, constituyó un acto de arrojo 
histórico, ya que, en contravención a la costumbre de que en 
todas las expediciones de conquista y exploración fueran siempre 
Oficiales Reales con la misión de proteger los intereses del 
Monarca, el propio Hernán cortés designó como tesorero y con­
tralor del Ayuntamiento a Gonzalo Mejía y Alonso de Avila, 
respectivamente (13). 

En 1524, llegan los primeros Oficiales Reales designados por 
el Rey: Rodrigo de Albornoz, contador; Alonso de Estrada, 
tesorero; Gonzalo de salazar, factor; y Pedro Almindes chirinos, 
veedor. Hernán cortés, quien en 1522 había sido nombrado por Car­
los V capitán General y Gobernador de la Nueva España, en su 
cuarta carta de relación al Emperador, y en relación con los 
cuatro oficiales Reales que en 1524 habían llegado de España a 
hacerse cargo de la Hacienda·· Real, dice lo siquiente: "los 
Oficiales que vuestra Majestad mandó venir para entender en sus 
Reales rentas, son llegados, y han comenzado a tomar las cuentas 
a los que antes tenían este cargo, que yo en nombre de vuestra 
Alteza, para ello había señalado" (14). 

(12) FLORESCANO, ENRIQUE - GIL SA!lCHEZ, ISABEL, La época de las 
Reformas Borbónicas y el crecimiento Económico, 1750-1808, en 
Hi•toria General de México, ediciones de El Colegio de México, 
tomo ¡, tercera edición, 1981, p. 490. 
(13i DIAZ DEL CASTILLO, BERNAL, Historia Verdadera de la con­
quista de la Nueva España, México, ed. Porr(ta, 1983. 
(14) 3ANCHEZ BELLA ISMAEL, Op. cit., p. 19. 
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Durante dos ados se suscitan una serie de incidentes entre 
los cuatro Oficiales Reales, quienes más que ejercer sus fun­
ciones se dedican a intriqar unos contra otros y en ausencia de 
Cortés que había emprendido la expedición a las Hibueras, se al­
ternan en el poder, disputándolo a los demás. En 1526 Cortés 
reqresa a México. El dos de julio de ese ado lleqa a la Nueva 
Espada Luis Ponce de León, con la misión de formar Juicio de 
residencia a cortés y a los Oficiales Reales; sin embarqo, muere 
el 20 del mismo mes, dejando sus poderes al Lic. Marcos Aquilar, 
quien muere poco después. 

El 13 de diciembre de 1527 Carlos V crea la Primera Real 
Audiencia de la Nueva Espada. Está compuesta por cuatro Oidores y 
presidida por Nudo de Guzmán, recibe el 8 de febrero de 1529 la 
Real Provisión por l'a cual se le ordena tomar residencia a cortés 
y a los cuatro Oficiales Reales. La Audiencia condena a cortés, 
confisca gran parte de sus bienes y su Presidente, abusando de su 
autoridad, se entreqa a una serie de excesos y arbitrariedades 
que lleqan a oídos de la Corte y el Consejo de Indias. 

se exonera a cortés y se le restituyen sus bienes. El Con­
sejo decide nombrar un Virrey para la Nueva Espada y establecer 
una sequnda Audiencia. se escoqe a Antonio de Mendoza para el 
carqo de Virrey y a Sebastián Ramirez como Presidente de la 
sequnda Audiencia, quien lleqa a México el 23 de septiembre de 
1531. 

Hacia 1560 se constituye a los Oficiales Reales en un 
auténtico Tribunal con jurisdicción propia, sin embarqo debieron 
adadir a sus funciones la de resolver cuestiones fiscales. El 
sistema era a todas luces deficiente. Para complementarlo se 
siquió recurriendo a enviados especiales de Espada, mediante la 
intervención de Juicios de residencia y Visitadores. Sobre el 
particular, cabe sellalar la actuación de estos Gltimos, Gonzalo 
de Aranda lleqa a México en 1544 y tarda diez ados en revisar las 
cuentas atrasadas del tesorero Juan Alonso de sosa, correspon­
dientes al periodo 1531-1553. No concluyó su labor. En 1569 lleqa 
Martín Irigoyen con la misión de tomar cuentas al tesorero Fer­
nando de Portuqal que había remplazado a Alonso de sosa en el 
carqo en 1576, cuando abandona la revisión para ocupar el carqo 
de Factor-veedor, aan no la concluía ( 15). 

Al lleqar el siglo XVII; la vida económica de la Nueva 
Espada, se consolida independientemente de los intereses de la 
corona, pues abandonada a su suerte, ante la crisis económica de 
la Península, crea a lo larqo del territorio conocido: "complejos 
reales mineros-rancho agrícola-qanadero-centro de abasto" (16), 
por lo que ha sido llamado como los cien aflos de la inteqración, 
que significaron el principio de la mexicanidad, no obstante que 
el manejo de los asuntos püblicos estaba a cargo de espalloles 
peninsulares, "Ya que fuera de todo orden de República (sea de 
indios o peninsulares) andaba la gente menuda: mestizos, castas y 
negros". quienes -pese a su desarraiqo- participaron con mayor 
é:<1to en la vida económica de la Nueva Espada, en contraposición 

(15) Ibidem, ¡:ip. :G9-2Bl. 
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a los ya diezmados indígenas (16). 
Por otro lado, los criollos "hablan de los espadoles como 

quien habla de extranjeros, no de compatriotas. Pero tampoco se 
sienten indios, ni suedan con un imposible retorno al imperio az­
teca. No son espadoles, no soft aztecas. ¿gué son entonces y cuál 
es patria? son y quieren ser mexicanos. Nada más y nada menos" 
( 17). 

El 24 de agosto de 1605 Felipe III, en Burgos, promulga las 
ordenanzas por las cuales se crean los Tribunales de cuentas en 
América. El correspondiente a la Nueva Espada, con jurisdicción 
sobre todo el Virreinato, tiene su asiento en los Reyes, México. 
sus atribuciones se refieren principalmente a tomar y fenecer las 
cuentas presentadas por los Oficiales Reales y los tesoreros, 
arrendadores, administradores, fieles y cogedores de las rentas 
reales, conforme al orden y estilo de la contaduría Mayor de 
cuentas de Castilla. Entendían además del cobro de los retrasos o 
rezagos en el pago de deudas al fisco. 

Existía además otro Tribunal en santa Fe. Cada Tribunal es­
taba compuesto por tres contadores, dos contadores de resultas, 
dos oficiales y un portero con vara de justicia para ejecutar las 
órdenes de los contadores. El 'contador más antiguo visitaba 
anualmente las cajas, hacia inventario de cuanto hallaba en ellas 
y coaprobaba danrlo cuenta al Virrey o al presidente de la 
Audiencia para que procediera y sentenciar. .Los Tribunales de 
cuentas recibirán de ahí en adelante las fianzas que los 
Oficiales Reales están obligados a dar al tomar posesión de sus 
cargos, se asegurarán de su renovación oportuna y les tomarán 
cuentas anualmente. se les faculta para extender finiquitos o 
certificación de las cuentas que tomen, y subsiste la obligación 
de remitir anualmente a la contaduría del consejo de Indias un 
duplicado de las cuentas de las cajas reales. Estos Tribunales 
constituyeron auténticas audiencias y los contadores, jueces 
legítimos y competentes, que despachaban por autos en forma de 
provisiones con el sello real "en la forma que las Audiencias· y 
Chancillerías de las Indias y contaduría Mayor de estos Reinos de 
castilla, firmadas del Virrey o Presidente o contadores de cuen­
tas, o por lo menos con tres firmas, y refrendadas del escribano 
de Cámara de Gobernación", debían ser obedecidas por todas las 
autoridades. En caso de controversia conocían en primera y 
segunda instancia los tres jueces oidores de la Audiencia que el 
Virrey o Presidente designara en cada caso, con asistencia de los 
contadores con voto. 

En caso de empate se nombraba un oidor, el cual junto con 
los demás jaeces decidía el caso. se admitía "segunda suplicación 
ante el Consejo de Indias. Las competencias al respecto eran 
determinadas por el Virrey" ( 18) . 

(16) LIRA, ANDRES y MURO, LUIS. El siglo de la integración, His­
toria General de MéxJ.co, op. cit., tomo I, p. 479. 
(17) FUENTE MARES, JOSE, op. cit., p. 34. 
(18) SANCHEZ BELLA, ISMAEL, op. cit. 
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?ara ejercer el poder hltbo una jerarquía bien organizada en 
la peninsltla mediante ltn dispositivo central para todas las 
Indias: el Rey y el consejo de Indias. Este último era un cuerpo 
colegiado qlte actuaba como legislador, administrador y juzgado de 
última instancia¡ siempre, teóricamente, de acuerdo con el 
Monarca. La designación de los miembros del consejo, así como la 
de todos los altos funcionarios, la hacia el Rey en persona. En 
Nueva españa hubo otro dispositivo central, compltesto por el vi­
rrey, o alter ego del Rey, y la Real Audiencia, cuerpo colegiado, 
encargado principalmente de las funciones judiciales. Para los 
acuerdos de este organismo, el Virrey era el Presidente en los 
distritos o jurisdicciones de justicia, había alcaldes mayores y 
corregidores como jueces y autoridades distritales¡ y, bajo 
éstas, localmente, en villas y ciudades de españoles y pueblos de 
indios, estaban los cabildos. Las decisiones de las autoridades 
locales podían rechazarse apelando a las distritales y las de 
éstas podían llevarse en apelación ante las autoridades centrales 
novohispanas, el Virrey y la Audiencia¡ cuyas decisiones eran 
apelables en última instancia ante el Consejo de Indias (19). 

Este tipo de organización, estuvo muy lejos de ser apacible 
y generó siempre intereses en pugna entre el Virrey y la Audien­
cia. Además, se at'isba, la ya desde entonces implacable 
corrupción: "Cuando un Virrey o un alto funcionario dejaba el 
cargo, se abría un juicio de residencia, en el cual podían 
presentarse todos los quejosos de abusos, agravios, negligencias 
o desacatos al Rey¡ el fltncionario saliente debía pagar de sus 
propios bienes la pena a que hubiera sido acreedor, bienes que 
permanecían secuestrados mientras duraba el juicio. Al publicarse 
la residencia de alguien -es decir al abrirse el plazo para 
presentar acusaciones-, se formaban los bandos de acusadores in­
teresados, que espoleaban a los reprimidos y resentidos durante 
el mandato del funcionario enjlticiado. Había lucha entre los 
grupos de acusadores y defensores¡ sobornos, violencia e in­
quietud general. El saliente enjuiciado no quedaba indefenso, 
sobornaba a las autoridades y atacaba de trasmano. Todo esto al­
teraba y desvirtuaba la labor de los funcionarios. Eran parte de 
una burocracia con muchas maftas y afanes fuera del servicio¡ 
solían tener verdaderas clientelas, tierras e intereses. Los fun­
cionarios menores aspiraban a semejantes posesiones; seguían a 
los mayores y se escandalizaban qltebrantando el orden y 
haciéndose cómplices en muchos casos de desobediencia y desacato" 
(20). Todo esto en el marco histórico de "los graves apuros 
financieros de Espafta, empeftada en guerras agotadoras, no jus­
~ifica pero si explica su decisión de sacar a remate los empleos 
y aún los títulos de ciudades y •tillas. Attnqlte la subasta se 
limitaba a empleos sin jurisdicción directa, el sistema era malo, 
pues hacia del salario no la retribución normal del trabajo sino 
el medio para recuperar el capital invertido y su rentabilidad. 

(19) LIRA, ANDRES Y MURO, LUIS, op. cit. p. 454. 
(20) IBIDEM. 
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Moral y administrativamente la subasta de empleos no tenia 
lado bueno, mas de vérsele desde el punto de vista social era 
peor todavia, ya que al asignarse los puestos de alguacil de 
audiencia, escribano, receptores, tasadores, albaceas, con­
tadores, depositarios y al~aciles a los mejores postores, los 
empleos paraban en manos de los pudientes, en el mejor de los 
casos para satisfacer su vanidad, y en el peor para enriquecerse 
mAs y ahondar las desigualdades" (21). 

No obstante lo anterior, se destaca como relevante que los 
Virreyes contaban con instrucciones precisas respecto de la vida 
económica de la Colonia (fomento de la agricultura y ganadería 
para determinadas especies, comercio y minería); asimismo comien­
zan las obras públicas de desagüe en la Cd. de México que 
"consumían los diner'os de la Real Hacienda" por su gran costo 
(22). 

El advenimie.nto del siglo XVIII se inicia con un claro 
"ascenso de la población, la minería, el comercio y la agricul­
tura ... durante esos años se ensaya la Reforma política y ad­
ministrativa más radical que emprendió España en sus colonias ... 
se consolida el monopolio comercial y al mismo tiempo entra en 
crisis el comercio entre la métropoli y sus colonias; nacen la 
hacienda y el peonaje; se naturaliza en Nueva España la compra de 
cargos públicos y se difunde la concepción patrimonialista de los 
mismos; se establece la potencia económica y política de las 
corporaciones: Iglesia, comerciantes, hacendados; se arraiga el 
dominio de una minoria blanca y europea sobre la gran masa de in­
dios y castas. En una palabra la economía y la sociedad definen 
sus rasgos más salientes. En este siglo, como en el anterior el 
factor más influyente en la formación de la nueva sociedad es el 
sector externo: la relación con una metrópoli distante que 
concibió a sus colonias como proveedoras inagotables de los 
recursos que requería para competir con las potencias del Viejo 
Mundo. De ahí que el comercio y la minería intervinieran tan 
poderosamente en la economia novohispana" (23). 

Entendido así, la independencia de México, se efectúa a par­
tir del siglo XVIII, como un gesto propio al modificarse sustan­
cialmente la relación entre la Nueva España y la Peninsula, pues 
había mucho mayor interés en satisfacer las necesidades 
económicas internas que en atender los requerimientos externos. 
Es decir, las formaciones economicas que se lograron integrar 
durante todo el siglo XVII dieron como resultado la autosubsis­
tencia no sólo de materias primas sino también de bienes de con­
sumo que desde el siglo XVII se venían manufacturando 
rí1sticamente, pero con el esbozo de una incipiente industria, de 
ahí que para la autosuficiencia politica, babia sólo \m paso, el: 

t"ll FUENTES HJ\RES, JOSE, op. cit., p.~7. 
(22) LIRA, ANDRÉS V MURO, LUIS, op. cit., p.381. 
(23) FLORESCl\NO, ENRIQUE; GIL Sl\NCHEZ, ISAllEL, Op. Cit. p. 474, 
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2.- HEXICO INDEPENDIENTE. 
A lo largo del territorio nacional, a finales del sigco 

XVIII se crearon 17 Intendencias, que correspondieron a las 
Provincias de: Arizpe, Durango, san Luis Potosí, Zacatecas, 
Guadalajara, Guanajuato, Valladolid, México, Puebla, Veracruz, 
Oaxaca, Mérida, Chiapas, Guatemala, San Salvador, comayagua y 
León; habiendo quedado fuera de esta organización política, las 
Privincias de California, Nuevo México, coahuila y Texas. Esta 
medida, bajo el auspicio de los Barbones, tuvo por objeto impul­
sar el mejoramiento político y económico de la Nueva Espai\a, y 
su adopción en la Colonia: "··· uniformaría la administración, 
permitiendo la transferencia de funcionarios a una y otra parte. 
Además, el sistema de Intendencias acabaría con la plaga de al­
caldes mayores, el t'ipico funcionario de la época de los Habsbur­
gos que compraba el puesto, lo utilizaba para su enriquecimiento 
personal, defraudaba a la Corona y era el gran azote de los in­
dios, a quienes hacía objeto de las peores exacciones ... " y para 
evitarlo se facultó al Intendente o Gobernador General: "en todos 
los atributos del poder: justicia, guerra, hacienda, fomento de 
actividades económicas y obras públicas". Paralelamente, se creó: 
" ... un superintendente Subdelegado de Real Hacienda" que aumentó 
la eficiencia fiscal al recoger mayores ingresos", y crear "un 
organismo más independiente" encargado no solamente de la 
recaudación sino del sometimiento de tesoreros, funcionarios de 
cajas reales e Intendentes "en todos los negocios de 
Hacienda"(24). Es en este momento histórico en el cual la corona 
espai\ola ordenó el establecimiento, "de procedimientos de 
fiscalización y control más eficaces que en 1776 se completaron 
con la reorganización del Tribunal de cuentas" ya que pudo com­
probarse que existía un gran desorden en las rentas reales, 
porque "el Tribunal de cuentas, que tenia la obligación de mandar 
cada seis meses una relación de lo recibido y egresado, llevaba 
aftos sin hacerla. El personal del Tribunal rebasaba en promedio 
los 60 ados de edad y difícilmente podía concentrarse más de tres 
horas en la resolución de los millares de cuentas rezagadas, que 
por otro lado presentaban una complejidad extraordinaria, debido 
al anticuado sistema contable en uso" (25). 

· La consecuencia inmediata, en el ámbito politice y 
económico de la Nueva Espai\a fue·e1 descontento, "el antes pres­
tigioso cuerpo de funcionarios de la Real Audiencia perdió poder 
y fue objeto de una política de marginación que afectó sobre todo 
a los criollos.,, en el ramo de Hacienda se crearon grandes con­
flictos de jurisdicción y poder entre las autoridades coloniales, 
e hicieron visible el deseo de disminuir la autoridad del Virrey 
y de apartar a los funcionarios criollos". 

124) FLORESC~JIO, ENRIQUE; GIL SANCHEZ ISABEL, Op. Cit. p. 496, 
497, 4~8 y 499. 
(~5) Ibidem, p. 504. 
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Además durante el siglo XVIII la estructura estatal de la 
Colonia se orientó a custodiar los recursos obtenidos im­
positivamente por la corona Espaftola; sin embargo la actuación 
del Estado Absolutista se puede constatar sustancialmente, 
durante esos cien ailos, en 1 las innumerables prohibiciones y 
formación de monopolios encaminados a incrementar la dependencia 
de la economia novohispana. Muestra de ello fueron los decretos 
contra la plantación de vifias y olivares, la fabricación y venta 
de vinos, la desaparición de la industria de la seda, asi como el 
monopolio del tabaco y la sal. En 1798 se estableció un impuesto 
especial sobre inversiones de la Iglesia, la cual quedaba 
obligada a financiar las constantes guerras de la Corona. La 
élite de la Nueva Espada no dejó de protestar por esa politica de 
explotación y exacciones continuas. Tanto el Ayuntamiento de la 
Ciudad de México -a partir de su representación de 1771- como los 
representantes del Alto Clero, solicitaron repetidas veces la 
reducción de los impuestos, la supresión de las leyes contra la 
producción y de las trabas que obstaculizaban la ampliación del 
mercado. 

Alrededor de estas circunstancias los protagonistas del 
México Independiente se dividian en dos sectores distintos: "de 
un lado los grupos que se habian convertido en hegemónicos y que 
estaban ligados de cerca al sistema de dependencia, a saber, 
mineros, comerciantes exportadores, burocracia politica. Del 
otro, los sectores interesados en promover un mercado interno: 
Iglesia, hacendados, comerciantes de provincia y el incipiente 
grupo industrial. Si bien estos grupos se beneficiaban de la 
prosperidad general, sufrían más que ningún otro las trabas y ex­
acciones impuestas por el sistema. No es extrafio que empezaran a 
considerarse las victimas de la explotación. De ahi que sus ac­
titudes tendieran también a ser antagónicas a las del sector 
exportador" (26). 

Este marco social, económico y politico era el caldo de cul­
tivo para la implantación y puesta en práctica de los principios 
que en 1789 mediante la Revolución Francesa, abogaban por la 
igualdad, fraternidad y justicia e influyeron en la toma de 
decisiones que conllevaron a la abolición de la Monarquia y la 
implantación de un sistema constitucional que motivará la 
creación del Estado, alrededor de la nación mexicana, que desde 
el siglo XIX encarga a los órganos de representación popular la 
aprobación del ejercicio del gasto público, conforme a su an­
tecedente más remoto: 

3. LA·.COHSTITUCION DE CADIZ. 
Promulgada el 19 de marzo de 1812 y que rigió durante el 

período en el que México alcanzó independencia política, fue la 
primera carta constitucional (de origen espal'lol) en la que se dio 
oportunidad de participar a representantes americanos, que bajo 
la influencia de las corrientes ideológicas de la declaración 
francesa de 1789, establecia entre otras obligaciones y derechos, 

(26) Ibidem, p. S00•503, 597-601. 
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los siguientes: 

"Que la nación española es la reunión de todos los españoles 
de ambos hemisferios; la nación es libre e independiente y no es 
ni puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona parte; la -
religión espailola es y será siempre católica romana; la forma de 
gobierno será la Monarquía Moderada hereditaria; la potestad de 
crear Leyes corresponde a las Cortes con el Rey ... 

. . .. Artículo 335, fracción 21. Tocará a las diputaciones, .. 
Velar sobre la buena inversión de los fondos públicos de los 
pueblos y examinar sus cuentas, para que, con su visto bueno, 
recaiga la aprobación superior, cuidando de que en todo se ob­
serven las Leyes y Reglamentos ... " 

... Artículo 341. Para que las cortes puedan fijar los gastos 
de todos los ramos del servicio público y las contribuciones que 
deben cobrarles, el secretario del Despacho de Hacienda los 
presentará luego que estén reunidos al pre.supuesto general de los 
que estime precisos recogiendo de cada uno de los demás 
secretarios del Despacho, el respectivo a su ramo"(27). 

La expedición de esta constitución dividió ideológicamente 
no sólo a la Península, sino también a la Nueva Espaila, creándose 
consecuentemente graves problemas políticos y administrativos 
para lograr su implantación, habida cuenta de que conforme a la 
organización que le habían otorgado los Borbones al finalizar el 
siglo XVIII se rompía de tajo la férrea estructura del ab­
solutismo espaftol. 

"Ante la amenaza de Horelos para esas fechas, el Virrey don 
Francisco Javier venégas, la suspendió, pero al ser removido por 
el propio Fernando VII y haberse designado a Félix Haría Calleja 
en su lugar, éste la restableció en alguna de sus partes como 
medida conciliatoria y buscando atraerse a los Insurgentes a la 
causa de Espalla. Finalmente, el día 4 de mayo de 1814, el Monarca 
espallol la abrogó instaurando una vez más el régimen absoluto, lo 
que provocó la guerra liberal en la propia Madre Patria" [SIC] 
( 28). 

Paralelamente, "por iniciativa de Morelos, el 15 de sep­
tiembre de 1813 se reunió en la ciudad de chilpancingo el Con­
greso de representantes de las regiones liberadas ... El 22 de oc­
tubre del siguiente allo", se expidió la: 

4. CONSTITUCION DE APATZINGAN. 
En este ordenamiento encontramos el primer antecedente con­

stitucional mexicano, de la facultad de examinar y aprobar la 
cuenta P!\blica, por un órgano distinto e independiente del poder 
Ejecutivo, al establecer en su capítulo VIII, artículos 113 y 114 

(27) FLORES GOMEZ GONZALEZ, FERNANDO Y CARVAJAL MORENO, GUSTAVO, 
Nociones de Derecho Positivo Mexicano, Máxico, D.F. Editorial 
PorrOa, 1977, p. 24. 
(~8) Ibidem, p. 24. 
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lo siquiente: 

"DE LAS ATRIBUCIONES DEL SUPREMO CONGRESO. Al Supremo Con­
greso pertenecen exclusiva•ente ... Articulo 113. Arreglar los 
gastos del gobierno, Establecer contribuciones e. impuestos Y. modo 
de recaudarlos; como también el método conveniente para la 
administración, conservación y enajenación de los bienes propios 
del Estado; y en los casos de necesidad tomar caudales a préstamo 
y sobre los fondos y crédito de la nación... Articulo 114, 
Examinar y aprobar las cuentas de recaudación e inversión de la 
Hacienda Pública"(29). 

Al consumarse la Independencia, México hereda de La Colonia 
un sistema tributario que era un obstáculo al desarrollo 
económico: alcabalas, prohibiciones, diezmos, estancos, tributos, 
monopolios, bienes del clero, intendencias, audiencias, etc. Es 
esta desorganización en el sistema, acompafiado de la falta de un 
proyecto politice coherente, lo que condiciona, con otros fac­
tores, la bancarrota crónica del primer medio siglo del México 
Independiente y el estrangulamiento de las actividades produc­
tivas. 

Después del efimero y fracasado Imperio de Iturbide, ee 
eligió para que se encargara del supremo Poder Ejecutivo un 
triunvirato formado por los generales Pedro Celestino Negrete, 
espafiol que habia combatido a los Insurgentes con ccueldad y 
adicto a la Honarquia; Nicolás Bravo, dirigente de logillB de ~ito 
escocés, formadas en su mayoria por espafioles y partidario 
moderado de la Federación; finalmente Guadalupe Victoria, 
caudillo de la Independencia, Este Poder Ejecutivo se encontraba 
incompleto por las comisiones que desempeftaban sus aiembros, 
quienes en tales circunstancias eran sustituidos por antilJUOS in­
surgentes en calidad de suplentes, contándose entre ellos al 
general Vicente Guerrero, Mariano Michelena y el corregidor 
Miguel Dominguez (30). 

"Mientras esto sucedia, reinaba en todo el pais una anarquía 
general aumentada por la decisión de Centroamérica de indepen­
dizarse de México, cosa que sucedió el 29 de junio de 1823, como 
consecuencia de la decisión tomaaa por el Congreso, convocado al 
efecto por el general Filisola y porque varias provincias del 
centro, coaligadas, exigian la convocatoria de un nuevo congreso, 
otras del norte pretendian celebrar un Pacto Federal con México, 
el gobierno de Texas se pronunciaba por el Imperio, en tanto que 
Guadal aj ara, Querétaro y Yucatán obraban como Estados 
Independientes" (31) . 

(29) BURGOA ORIHUELA, IGNACIO, El Juicio de Amparo, Editorial 
Porrúa, México, D.F. 1982. p. 82. 
(30) FLORES CABALLERO ROMERO, La contrarrevolución en la Indepen­
dencia, México, D.F., FCE, p. 104-105. 
!31) TORO, ALFONSO, compendio de Historia de México. La 
Revolucién de Independencia y México Indépendiente, p. 279. 

20 



Este triunvirato no fue capaz de resolver esta situación y 
el problema financiero por el que atravesaba el México Indepen­
diente, pues su ministro de Hacienda declaraba a fines de 1823 
" ... que la Administración Pública era de completo desorden, que 
las rentas públicas estaban agotadas y apurados hasta el infinito 
los préstamos forzosos sobre el comercio" ( 32 J. 

"En medio de aquel desorden habia una aspiración común: el 
deseo de que se con~ocara a un nuevo congreso Constituyente, como 
lo hizo el Supremo Poder Ejecutivo, consiguiéndose por fin su 
instalación el 7 de noviembre de 1823" (33). El reinstalado Con­
greso expidió el Acta Constitutiva Provisional, el 31 de enero 24 
y tiempo después, el 4 de octubre la primera, 

5.- CONSTITUCION FBDBRAL DB LA RBPUBLICA DB 1824. 
Esta constitución fue el fruto de una enconada lucha entre 

dos corrientes de estructuración politico-juridica bien demar~ 
cadas y opuestas: el centralismo, cuyo principal defensor fue 
Fray servando Teresa de Mier y el Federalismo, encabezado por 
Miguel Ramos Arizpe, decidiéndose en favor del Federalismo en 
virtud de que las provincias se inclinaron por esta corriente. La 
Carta Magna recogió ideas inspiradas en el sistema nor­
teamericano, en la constitución de c6diz que se apegaba. al pen­
samiento de Montesquieu relativo a la división de poderes. Bn 
ella encontramos el sequndi> antecedente constitucional mexicano 
de que es el Congreso el encargado de revisar la cuenta pública 
independiente del Poder Ejecutivo, al establecer en su articulo 
so que: " ••• las facultades exclusivas del congreso General, son 
las siguientes... VIII... tomará anualmente cuentas al 
gobierno" ( 34) • 

De la disposición transcrita, se observa que la facultad de 
revisar la actividad financiera del gobierno federal, era ejer­
cida exclusivamente por el Congreso General que estaba integrado 
por dos Cámaras, una de Diputados y otra de Senadores, en concor­
dancia con el articulo séptimo de la citada Constitución. 

(32) MINISTERIO DE HACIENDA y CR~DITO PUBLICO. Memoria de 
Hacienda, Mfxico, Imprenta del Supremo Gobierno, 1823, p. 1 y 2. 
(33) TORO, ALFONSO, Op. Cit., p. 279. 
(34) FAYA VIESCA, JACINTO, Op. Cit., p. 62. 
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Al mes siguiente de haber entrado en vigor la constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos el 4 de octubre de 1824, 
siendo Valentin Gómez Farias y José Maria Izazaga presidente y 
secretario del congreso censtituyente, respectivamente, se 
publicó la Ley de Arreglo de Administración de la Hacienda 
Pública, dada a conocer en el decreto del 16 de noviembre de 
1824, estableciéndose por primera vez el órgano denominado 
Contaduria Mayor de Hacienda, bajo la dependencia exclusiva de la 
Cámara de Diputados, con la estructura, atribuciones y 
caracteristicas, para "el examen y glosa de las cuentas que 
anualmente debe presentar el secretario del Despacho de Hacienda 
y para las de crédito Público se establecerá una contaduria Mayor 
bajo la inspección exclusiva de la Cámara de Diputados, mediante 
una comisión de cinco diputados nombrados por la misma. Bsta 
comisión será permanente aún por el tiempo del receso de la 
Cámara, y a ella tocará examinar los presupuestos y la memoria 
del secretario del despacho de Hacienda" (35). 

La contaduria estaba dividida en dos secciones: de Hacienda 
y de Crédito Público, y a cargo de cada una de ellas se en­
contraba un Contador Mayor, nombrado por la Cámara "a pluralidad 
absoluta de votos". La memoria del ramo de Hacienda debe com­
prender estractos puntuales, clacos, sencillos y bien c:o11probados 
de las .cuentas de la Tesoreria General, comisarias y ad­
•inistraciones de rentas. La del crédito Público contenia el es­
tado de la deuda nacional, · ·las sumas amortizadas, loa intereses 
c¡ue se hubieren satisfecho, ."Y en general lo relativo a deuda 
pública {36). Bs de hacerse notar que a partir dél 16.de 
novieabre de 1824, se extinguió el Tribuna'l de cuentas, por el 
hecho de desaparecer cualquier vestigio de las instituciones 
coloniales. 

Resalta de manera esencial.que en el Acta Constitut1VH de la 
Federación, que dio origen a la constitución de 1824, se dispone 
por pri•era vez el antecedente c¡ue posteriormente figurará· en 
todas las constituciones de nuestro pais: "VII. Para fijar cada 
afio los gastos generales de la nación, en vista de los Presupues­
tos que le presentará el Poder Ejecutivo• (37). 

Al establecerse la contaduría Mayor de Hacienda se hizo 
necesario dotarla de los instrumentos para el cumplimiento de sus 
funciones; fue asi como el 8 de mayo de 1826 se expidió el 
decreto sobre la memoria del ministro de Hacienda. 

(35) LEY DE ARREGLO DE LA ADMINISTRACION DE LA HACIENDA PUBLICA, 
Decreto de 16 de noviembre de 1824, contenido en: Folleto con­
memorativo del primer centenario de la fundación de la contaduria 
Mayor de Hacienda, Imprenta de la H. C6mara de Diputados, 1925, 
pp. 27 y 28. 
(36) Ibidem, pp. 27 y 28. 
(37) CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DEL 4 
DE OCTllBRE DE 1824, en Leyes Fundamentales de México, Felipe Tena 
R••irez, Id. Porr6a, enero de 1957. p. 156. 
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Este decreto no era otra cosa que la exposición con la que 
había de presentar al congreso el presupuesto general de gastos y 
la cuenta del año anterior y su objetivo era de acuerdo con el 
artículo segundo: "Informar al Congreso de las causas del 
progreso o decadencia de cada uno de los ramos del erario 
federal; indicar la reforma de que sea susceptible su 
administración, y proponer el establecimiento, extinción o baja 
de impuestos a fin de nivelar en cada afto los productos con los 
gastos" ( 38). 

A la cuenta de que se trata, deberían de acompañarse los 
comprobantes respectivos, que en cumplimiento del artículo 14 de 
la Ley de 16 de noviembre de 1824, le hubieren presentado: " el 
secretario del Desp.acho de Hacienda, la Tesorería General, las 
comisarías, administración y cuantos empleados manejaren caudales 
de la Federación. Todas esta cuentas se pasarán para su glosa a 
la Contaduría Mayor, la cual se entenderá con los inmediatos 
responsables por conducto de gobierno sobre los reparos y resul­
tas que ocurran hasta ponerlas en estado de dar cuenta a la 
cámar1 de Diputados, para que recaiga la correspondiente 
resolución del congreso, sin que por esto se embarace la 
calificación que ha de recaer previamente sobre la del Ministro 
con presencia de las observaciones que hiciere acerca de ellas la 
contaduría, que podrá pedir directamente y se le remitirán del 
mismo modo las noticias que juzgue oportunas" (39), 

Indudablemente lo anterior, constituyó con algunas variantes 
el antecedente del procedimiento que se sigue en la actualidad 
ante la contaduría Mayor de Hacienda para revisar la cuenta 
Pública, así como los requisitos que deben llenarse para la 
presentación de la misma ante la Cámara de Diputados. 

Cabe resaltar el hecho histórico acontecido el 24 de 
diciembre de 1827, en el cual siendo entonces Presidente del país 
Guadalupe Victoria y oficial Mayor encargado de la Secretaría de 
Hacienda, José Ignacio Esteva, la cámara de Diputados no aprobó 
la cuenta General presentada por el Ministerio de Hacienda, 
relativa a los ocho primeros meses de 1825. Se dispuso, además, 
que al término de 60 días, el Ministro responsable rendiría un 
informe respecto de las observaciones hechas por la Contaduría 
Mayor de Hacienda. Era evidente;. que la situación económica del 
país estaba al borde del caos: ~la Hacienda había empezado a des­
moronarse al final del gobierno de Victoria. Estaba en tal es­
tado, que el Ministro zavala se vio obligado a tomar una serie de 
medidas para activar los ingresos del fisco. Se abolió el monopo­
lio del tabaco y se establecieron impuestos impopulares la 
propiedad raíz, al algodón en rama, a los carruajes" (40). 

(38) LEY DE ARREGLO DE LA ADHINISTRACION DE LA HACIENDA PUBLICA, 
Op. Cit. p.29. 
(39) Ibidem. 
(40) ZORAIDA VASQUEZ, JOSEFINA, Hist. Gral. de México, Op. Cit. 
tomo II, p. 758. 



Un año después, el 26 de marzo de 1829, se emitió una ley 
que facultaba al Contador Mayor de Hacienda para autorizar los 
cortes de caja mensuales de la Tesoreria General de la 
Federación, que deberian de ~acerse el dia primero de cada mes. 
El 4 de abril del mismo año, se dio a conocer otra ley que facul­
taba a la contaduria Mayor de Hacienda, conforme el articulo 9 de 
su reglamento del 10 de mayo de 1826, a expedir a los respon­
sables del manejo de fondos públicos los correspondientes 
finiquitos de sus cuentas, sin perjuicio de pasarlas después a la 
Cámara de Diputados, concluida que sea la glosa de todas las 
cuentas del año a que pertenecen, les recaerá la resolución del 
congreso ( 41) . 

En octubre de l830, otra disposición previno que los libros 
que llevara la mencionada Tesoreria fueran autorizados por el 
Contador Mayor de Hacienda. Más tarde, al expedirse el Reglamento 
de la Tesoreria General de la Nación, en cumplimiento de la ley 
de 21 de mayo de 1831, no sólo se le reconocieron al Contador las 
facultades de intervención en los cortes de caja y las de 
autorización de los libros de la Tesoreria a los que los citados 
decretos se referian, sino que se le dio además la facultad de 
tomar cuenta y razón de las relaciones de todos los contadores, 
comisarios, y subcomisarios encargados de recaudar fondos y la de 
registrar los despachos y nombramientos de todos los empleados 
civieles y militares. . 

De lo anterior se desprende, la gran importancia que en esta 
época se le dio a la contaduria Mayor de Hacienda, ampliándose, 
sustancialmente, sus funciones de examen. , 

También en esa fecha, 1831, como doctrina interpretativa de 
la Constitución de 1824, sale a la luz pública "El Catecismo 
Pólitico de la Federación Mexicana", atribuido al Dr. Mora, que 
en su parte relativa a las facultades del Congreso en materia 
hacendaria decia: "lEn el ramo de Hacienda, qué facultades tiene 
el Congreso general? La primera y principal consiste en fijar 
anualmente los gastos general, establecer contribuciones para 
cubrirlos, arreglar su recaudación, determinar su inversión y 
tomar cuentas al gobierno. lPor qué el cuerpo legislativo debe 
acordar los gastos generales y hacer todo lo contenido en la 
respuesta anterior? Porque como' la sociedad no se sostiene sino 
por la suma de las contribuciones que son parte de la propiedad 
de cada uno, los contribuyentes tienen un derecho imputable para 
que no se gaste más de lo necesario, como sucederia si el que 
hubiere de determinar los gastos fuese distinto del que los que 
tenia que pagar, y por la misma razón tienen derecho para tomar 
cuentas al gobierno que es el administrador de las con­
tribuciones, mas como seria imposible que todos los con­
tribuyentes pudiesen reunirse para estas operaciones, por esto 
están encargados de ellas sus representantes, o lo que es lo 
mismo, los miembros del cuerpo legislativo. 

(41) ~eyes sobre cortes de caja de la Tesoreria General y de 
expedición de finiquitos de la Contaduría Mayor, 1829. 
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¿y cómo debe procederse para el ejercicio de tan iaportante 
como complicada función? Lo primero que debe hacerse es ver 
cuáles son los establecimientos necesarios para el sostén de la 
nación; acordados éstos examinará cuánto puede ascender su costo 
y qué qastos a más de los comunes y ordinarios pueden ofrecerse 
extraordinariamente; concluido este conjunto de operaciones que 
se llama Presupuesto, se pasa a procurar los medios de cubrirlo, 
que son las contribuciones, o lo que es lo mismo, la parte que 
cada uno cede de su propiedad para los qastos comunes; calculado 
su producto y cotejado con el Presupuesto, se decretan hasta 
aquel tanto o cantidad que sea necea.ario para cubrirlo, y después 
se exiqe la cuenta de su inversión a aquél que las administró. 

¿y qué los qas'tos deben siempre acordarse en conjunto o por 
presupuesto? Sin duda, pues este el único modo de nivelarlos con 
los productos de las rentas; lo demás es exponerse a que no haya 
con qué hacerlos, o falte para cosas más necesarias; este 
proceder que en un particular seria un despilfarro, no merece 
otro nombre en el cuerpo leqislativo, el cual tiene que fiarse de 
lo que diqa su administrador o ministro, a riesgo de que lo 
enqafte si no se toma el trabajo de saber cómo están sus gastos en 
relación a sus rentas, y cumplir de esta manera la primera y más 
importante de sus obligaciones. Las cuentas deben también tomarse 
en periodos fijos, pues nadie puede dudar que administrador a 
quien no se le exige será un milagro que no acabe con una 
quiebra" (42). sin embarqo, el planteamiento anterior era falaz. 
La realidad era incontrastable: alrededor de la nación aexicana 
no existía o era nulala actuación del Estado. La ilustrísima y 
flamante Carta Maqna, redactada por notables mexicanos era más un 
documento ideológico que un proyecto político viable, prueba de 
ello fue la implacable supremacía del Poder Legislativo sobre el 
Ejecutivo, que conduciría finalmente al asambleismo anarquizante 
y consecuentemente al desmoronamiento de la República. 

Con la lleqada de Anastacio Bustamante, a fines de 1829 de 
Alamán al frente de la Hacienda Pública, "se empeftó en .•• devol­
ver el crédito al país, restablecer el orden para impulsar el 
comercio y la industria. Logró auaentar los inqresos y reducir 
los gastos; se capitalizaron los intereses vencidos de la deuda 
inglesa y se empezaron a pagar'los nuevos, lo cual devolvió la 
confianza" (43). ·· 

Para 1836 cuando el congreso abroga la constitución liberal 
de 1824 y al ser sustituida ésta por las Siete L•Y•• con­
stitucionales de la República Mexicana, que convertían • los Es­
tados en Departaeentoa mandados por un gobernador, con un consejo 
de Juntas Departa11entales, todos obedientes al Gobierno central 
compuesto por el congreso, el Presidente de la Repftblica, la 
corte de Justicia y el supremo Poder conservador, se rescató no 
obstante la diferencia ideológica habida entre conservadores y 

( 42) MORA, JOSE LUIS. CATECISMO POLITICO DE LA FEDERACION 
MEX!CANA. 
(43) ZORAIDA VAZQUEZ, JOSEFINA, Op. Cit. p. 759. 
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liberales, con sus mismas funciones, a la Contaduría Mayor de 
Hacienda dentro de la reorganización administrativa y política 
del país. 

El articulo 52 de la tercera ley, en su parte conducente, 
establecía que: "Toca a la Cámara de Diputados exclusivamente, a 
más de lo que ha especificado esta ley: !.Vigilar por medio de 
una Comisión Inspectora compuesta de cinco individuos de su seno, 
el exacto desempedo de la Contaduría Mayor y de las Oficinas 
Generales de Hacienda. Una ley secundaria detallará l"a forma y 
términos en que la Comisión Inspectora debe desempedar su en­
cargo, seqún las atz:ibuciones que en ella se le fijen". 

En la fracción transcrita se aprecia la autorización -­
constitucional de la existencia de la comisión Inspectora de la 
Cámara de Diputados a la cual estaría adscrita la contaduría 
Mayor de Hacienda. 

En 1838, siendo Presidente Anastacio Bustamanate, se crea un 
Tribunal de Revisión de Cuentas y su respectiva Contaduría Mayor, 
la que estaría bajo la supervisión de la cámara de Diputados, r-or 
medio de la Comisión Inspectora. 

El Tribunal (figura administrativa similar a un consejo); se 
componía de tres salas: la primera que juzgaría en priaera 
instancia, estaba formada por tres contadores: dos que integraban 
la contaduría Mayor desempedando funciones de Hacienda y.Crédito 
Público, y otro de la misma clase nombrado por la Clmara de 
Diputados. La segunda y tercera sala estaban formadas por la 
suprema Corte de Justicia, a la que concurría con su solo voto 
informativo cualquiera de los contadores mayores y llevando en 
todas la voz fiscal un contador de glosa designado para ese 
efecto. 

Este Tribunal, por su importancia, tenia la categoría de 
supremo y estaba considerado como especial, teniendo entre otras 
facultades la de imponer multas, suspensiones de eapleo y 
privaciones de sueldo a los empleados morosos en el cumplimiento 
de sus deberes, así como la de nombrar visitadores para averiguar 
el paradero de algún caudal (44). 

En la ley que dio origen al Tribunal, se especificaba que un 
reglamento emitido por los contadores Mayores, de acuerdo con la 
comiaión Inspectora regulaba la8 disposiciones contenidas en la 
ley, sin perjuicio de la revisión y aprobación del congreso. 

En enero de 1839, para sustituir en la Presidencia de la 
República a l\nastacio sustaaante, fue designado Antonio Ldpez de 
santa l\nna, quien acordó que el congreso reformara la 
Constitución; situación que se dio el 15 de junio de e•• •ismo 
ailo, ••diante iniciativa ante ~l consejo de Gobierno, que ex­
plicaba al Poder conservador los motivos en los que se susten­
taban las reformas constitucionales del Congreso. 

(44) LEY QUE ESTABLECE UN TRIBUNAL DE REVISION DE CUENTAS DE 14 
DE HARZO DE 1838. Documento disponible en el centro de 
Documentación (CEDOC) de la contaduría Mayor de Hacienda. 
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El supremo Poder Conservador aprobó el dictamen de las 
reformas el 9 de noviembre de 1839. Y éstas seilalaban que 
correspondia al Congreso Nacional: "Examinar y aprobar en el 
mismo periodo la cuenta general de inversión de los caudales 
públicos, respectiva al ailo penúltimo" (45). Además se legitimó 
constitucionalmente la creación del Tribunal de Revisión de cuen­
tas conforme al artículo 157 de la sección Unica, Título séptimo, 
correspondiente a la Hacienda Nacional, que a la letra decía: 
"Una ley sistemará la Hacienda Pública en todos sus .ramos, 
establecerá el método de cuenta y razón, organizará el Tribunal 
de Revisión de cuentas y arreglará la jurisdicción económica y 
contenciosa de este ramo. 

El 12 de marzo de 1840 y confor~e al procedimiento es­
tablecido se expide el Reglamento del Tribunal de Revisión de 
cuentas y su Contaduría Mayor. En él se especifica que el 
Tribunal lo comprenden tres salas. La primera que juzgaría en 
primera instancia el cumplimiento de las cuentas del Erario 
Federal, la segunda y tercera salas estaban constituidas por la 
suprema Corte de Justicia para atender los juicios instaurados en 
caso de apelación de los dictámenes elaborados por la primera 
sala. 

El Contador Mayor de más antigUedad en el cargo fungía como 
presidente de la primera sala, constituida ésta como órgano 
directivo de la Contaduría del Tribunal de Revisión de cuentas. 
El examen de los créditos y la glosa de las cuentas requerían 
para efectos de aprobación y legitimidad la firma de los tres 
contadores. También en este Reglamento se indicaban las funciones 
de los contadores de glosa, quienes en realidad realizaban las 
actividades contable y comprobatoria de los ingresos y egresos en 
libros previamente determinados para ello, que se especificaban 
igualmente en el Reglamento aludido. 

Antonio López de santa Anna, en su sexto mandato dispuso 
mediante decreto que la oficina de Rezagos se "refundiera" en el 
Tribunal de Revisión de cuentas, a efecto de que pudieran 
diligenciarse sus labores y concluir definitivamente los negocios 
que tuviera pendientes. Cabe aclarar que desde el 16 de noviembre 
de 1824 -al constituirse la Contaduría Mayor de Hacienda- se 
instruyó la liquidación en forma·definitiva de todas las cuentas 
qt1e quedaran pendientes, situación que aunada a los constantes 
cambios en el poder de santa Anna hizo más complicada la estrucra 
y función de la Contaduría. 

El 15 de junio de 1843 se sancionaron las Bases orgánicas de 
la República Mexicana que en su articulo 65 fijaba para el con­
greso facultades para: "Decretar anualmente los gastos que se han 

(45) ARTICULO 63, FRACCION IV, SECCIOll SEXTA, DE LA TERCERA LEY 
CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA MEXICANA, PUBLICADA EL 11 DE 
NOVIEMBRE DE 1839, MEDIANTE DECRETO APROBADO Y FORMULADO POR EL 
SUPREMO PODER CONSERVADOR DE LA REPUBLICA MEXICAllA, en Leyes Fun­
damentales de México, Op. cit. pp. 263 y 285. Disponible en CEDOC 



de hacer en el siguiente ado, y las contribuciones que deben 
cubrirse, examinar y aprobar cada ado conforme a la cuenta 
general que debe presentar el Ministro de Hacienda por el respec­
tivo afto anterior". Además se establecía en el articulo 69 que: 
"Toca exclusivamente a la cámara de Diputados: I. Vigilar por 
medio de una Comisión Inspectora de su seno, el exacto desempefto 
de la Contaduria Mayor"(46). Nuevamente se establecían facultades 
precisas para que el Congreso vigilará los gastos por conducto de 
un órgano técnico especializado para ello. De lo anterior se con­
cluye que, al igual que las llamadas Siete Leyes constitucionales 
las Bases de organización política de la República Mexicana 
respetaban en términos generales los lineamientos sedalados por 
los liberales respecto de la revisión en la ejecución de los 
caudales públicos. Sin embargo, se resalta corno relevante que 
para los conservadores la suprema Corte de Justicia debía par­
ticipar directamente en la revisión de la Cuenta Pública. 

una vez restablecido el régimen republicano por el Acta de 
Reforma de 18 de mayo de 1854, se elabora el proyecto de 
constitución que tiende a introducir el sistema unicameral, 
depositando el Supremo Poder Legislativo en una Asamblea 
denominada congreso de la Unión. Este proyecto a su vez, sedalaba 
en su artículo 7 4 que: "El segundo período de sesiones se 
destinará exclusivamente al examen y votación de los presupuestos 
del afta fiscal siguiente, a decretar las contribuciones para 
cubrirlos y a la revisión de la cuenta del afta anterior que 
presente el Ejecutivo". Y el artículo 75 disponía: el día 
penúltimo del primer periodo de sesiones, presentará el Ejecutivo 
del congreso el proyecto de presupuesto del afta próximo venidero 
y la cuenta del afta anterior. Uno y otro pasarán a una Comisión 
compuesta de cinco representantes que será nombrada en el mismo 
dia, la cual tendrá obligación de examinar ambos documentos y 
presentar dictamen sobre ellos en la segunda sesión del segundo 
periodo". Con este proyecto, el liberalismo triunfante convocó al 
congreso que plasmó la: 

6. CONSTITtlCION DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DEL 5 DB FEBRERO 
DE 1857. 

La Reforma concretó su ideario en la Constitución de 1857, 
la que incorporó los derechos individuales y los medios para 
garantizarlos: el juicio de amparo; la separación de la Iglesia 
del Estado, la responsabilidad de los funcionarios públicos y la 
permanencia de los postulados fundamentales de la constitución de 
1824: forma de Estado Liberal; régimen republicano; división del 
poder público y gobierno presidencial. 

El Congreso constituyente, formado por más de 90 repre­
sentantes juró la constitución en sesión solemne de 5 de febrero 
de 1857. Posteriormente, en esa misma ocasión, lo hizo el 
Presidente comonfort. 

(46) LEYES FUNDAMENTALES DE MEXICO. Op, Cit. pp. 414 Y 416. 
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Esta c;:,nstitu,"lón co11sidet»S la Contaduría Mayo1· de 
Hacio?nda como 61-gano dependiente d.;.l Poder Legislativo, adscrita 
al Congreso pa1·a ;¡losar 'l revi~a1· el Presupu<;<tr, Público, de 
acue-rcio a lo establi!cido en el articulo 72, fracciones VII y XXIX 
e a la letra dicen: 

"Fra<'ción VII. Para aprobar el presupuesto de los gastos de 
la Federación que anualmente debe p1·esentarle el Ejecutivo, 

Fracción XXI:-:. Para nomb1·ar y i·em1wP.r libremente a SllS 
empleados de su secretaria y a los de la contaduría Mayor, que se 
organizará según lo disprJllga la ley" ( 41 l . con ba•e en lo an­
terior el Presidente Ignacio comonfoi:t mediante decreto publicadc 
el 10 de febrero de 1857, restablece la cont3duría Mayor d~ 
Hacienda. A partir de esta fecha evoluciona este 6rga110 de con­
trol en una sola diré<cción, dejando atds l<>s confusiones y d?.­
pendencia del Poder Judicial y Legislativo. 

En 1862 el gobiei:no del Presidente Juárez estableció como 
facultades del Contador Mayor de Hacienda la petición a la 
Secrataria del Despacho co-ri:espondiente, oficina&. corporaciones 
y particulares responsables de noticias, instruccione• o ~x­
pedientes qt1e sean necesarios pa1·a la cuenta o razón que formule 
con motivo de la revisión de los caudales públicos. Estos 
documentos deberán ser remitidos sin excusa ni prt?texto de manera 
inmediata y en calidad de devolución. se estableció un Agente 
especial de negocioa anexo a la Contaduria Ma;·o1· de Hac::ienda, con 
funciones específicas para la promoción, seguimiento y expedición 
die negoc::ios de interés para la cuenta Públir.a de la nación, 
otorgándosele atribuciones consistentes en: 

"I. - Sacar bajo su conocimiento l•'s autos, iescrituras y 
demás documentos que conforme a las leyes deben entregarse a la 
contaduría Mayor, entregarlos a ésta, recogerlos y devolverlos a 
la secretaria o Escribanía que se los haya entregado .. 

II.- Solicitar en las Seci:etarias de Estadc. en las de las 
Tribunales, en las Es~ribanias, archivos 'l oficinas los documen­
tos que le enc::a1·911e por escrito el Contador Mayor ¡>ara el 
despacho de los negocios de la expresada oficina. 

III.- Intervenii: en el otorgamiento de toda escritura •n que 
se verse interés de la Hacienda Pública, para el objeto de 
presentarla al Procurador General de la Nación antes de que se dé 
testimonio alguno para calificarla, y ai la halláse defectuosa, 
poner al pie su censura; en este ~asa, el agentt llevarA el bo­
rrador a la oficina que extendió la é.scritm:a para q'.le la reforme 
seg(m el dictamen del H·ocurado1· Gene1·a:. 

IV.- Cobrar cqmo representante de la Hacienda Pública, los 
alcan<'es de cuentas y todo crédito en favor de la Hacienda 
PQblica que resulte como consecuengia de las glosas" (48). Los 
honorarios que percibía poi· la realización de <?~tas atribuciones, 
le eran cubiei-tos, proporcionalmente, al monto de los créditos 
que hiciere efectivos, de acuerdo con las leye~ de .;.sa ~poca. 

(47) IBIDE~, pp. 6li-61?. 
(4&) DECRETOS SOBRE FAC'ULTADE/3 DEL CONTADOR HAYOR DE HAC'IEHtA :l!:L 
10 DE HhYO DE l8é:l. Illf·n·mación obt~nida .. n el CEDOC de l.~ GHH. 



Como consecuencia de la Intervención Francesa en nuestro 
pais, se instauró el Segundo Imperio encabezado por Maximiliano, 
quien llegó a México el 12 de junio de 1864 y decretó el Estatuto 
Provisional del Imperio Mexicano que en su titulo V, articulos 20 
Y 21, establecia que la justicia será administrada por los 
Tribunales que determinará la Ley Organica correspondiente. Uno 
de esos Tribunales era el de cuentas que tenía como funciones el 
examen y liquidación de las cuentas de las oficinas de la nación 
y cualesquiera otras de interés público que le fueren remitidas 
por el Emperador, sin poder "proceder contra los culpables, sino 
que los consigna al Juez competente; mas si puede apremiar a los 
funcionarios a quienes corresponda" la presentación de cuentas. 
Asimismo el Tribunal estaba encargado de vigilar la exacta obser­
vancia del Presupues'to. curiosamente esta disposición no indicaba 
la forma de organización ni los responsables de este Tribunal 
(49). Al fenecer el Imperio, Benito Juárez ordenó a Manuel Payno 
que hiciera la recopilación de cuentas y gastos efectuados por el 
Imperio, los que posteriormente fueron materia de revisión a 
efecto de analizar los resultados obtenidos por las leyes im­
positivas durante el periodo 1861 a 1867. Este trabajo se publicó 
con el titulo de "Cuentas, gastos, acreedores y otros asuntos del 
tiempo de la Intervención Francesa, que comprendió un análisis 
global de las rentas obtenidas en las aduanas marítimas y fron­
terizas en primer lugar, divididas en dos partes: del Golfo y del 
Mar del sur. Se integraba también además con una parte relativa a 
la Aduana de Hé><ico "Y demás rentas que pueden llamarse 
generales, después las de la Caja Central y de los Departamentos 
en que estaba dividido el país en la época a que se refier;n. En 
las Cuentas de Distribución se comprenderán las de la deuda de 
convencioneR inglesa, española y francesa, pagos a diversos 
acreedores, préstamos a extranjeros, gastos de la casa Imperial 
de Haximiliano y carlota; el Presupuesto de la lista civil, gas­
tos en las demoliciones y reposiciones de los palacios de México, 
Chapultepec y otros edificios; el costo de la tropa austriaca y 
de las expediciones de los belgas; los Presupuestos de gastos 
generales, la noticia de las cantidades que con diversos motivos 
tomaron las tropas y autoridades francesas, y cómputo de los 
daños y perjuicios que la guerra extranjera ha causado a la 
nación" ( 50). Según Horacio Labástida: "además de los cuidadosos 
cálculos que se hicieron en las· liquidaciones y sus sintesis, que 
aparecen en la revisión de cada una de las aduanas, las 
anotaciones que vale la pena subrayar son la que evidencian la 
corrupción '/ el saqueo que acompañaron a la Intervención 
Napoleónica. Igtlal que sucedió en las aduanas ocurriría con la 
administración de las rentas, los Presupuestos y las deudas inte­
t•ior y exterior. En primer lugar desapareció o no existió nunca 
la documentación detallada de las operaciones; pero este enorme 
obstáculo no impidió apreciar las magnitudes del contrabando ----

(491 LEYES FUNDAMENTALES DE H&XICO, Op. Cit. pp. 672 y 673. 
(SO! PAYNO, HJ\NIJEL, cuentas, gastos y acreedores; editorial 
Miguel Angel Porrúa, 1981, México, D.F. pp. 5 '/ 6. 

30 



autorizado y no autorizado, de los sobornos y distracciones 
ilícitas de los recursos públicos. se aplicarian, naturalmente, 
sumas a las deudas reclamadas; se gastarian otras en el sos­
tenimiento de los ejércitos y mercenarios intervencionistas; se 
erogaria más en la remodela~ión de inmuebles, en la adquisición 
de comestibles y licores, en menajes que desaparecian, en fiestas 
suntuosas y caridades con dinero ajeno, o bien se pagarian gastos 
de invitados, sueldos de funcionarios y lujos extravagantes e in­
sensatos. A pesar de la s.ituación que prevalecia en México, su 
co-mercio adquirió relativa importancia, de acuerdo con 
tonelajes, peso de mercancia y volumen de la navegación 
ultramarina. El transporte se hizo en más de mil barcos de vapor 
y vela que representaron una capacidad cercana a las 343 mil 
toneladas, y las mercancias significaron alrededor de 685 mil­
lones de libras, y el producto fiscal liquido de estas ac­
tividades ascenderia a cerca de 28 millones de pesos" ( 51). 

Restaurada la República, el 13 de noviembre de 1874 se 
reformó el articulo 72 de la constitución de 1857, para quedar 
como sigue: 

"Articulo 72, A).- Son facultades exclusivas de la cámara de 
Diputados ... III. Vigilar por medio de una Comisión Inspectora de 
su seno el exacto desempedo de las funciones de la contaduria 
Mayor ... IV. Nombrar los jefes y demás empleados de la misma ... 
VI. Examinar la cuenta que anualmente debe presentar el 
Ejecutivo, aprobar el Presupuesto anual de gastos e iniciar las 
contribuciones que a su juicio deban decretarse para cubrir 
aquél" (52). 

A partir de estas reformas constitucionales se intentaron 
varias leyes de reorganización y práctica reglamentaria para la 
contaduria Mayor de Hacienda. La primera de ellas fue leida por 
el diputado suárez Navarro en la sesión del Congreso del 25 de 
septiembre de 1861. En ese proyecto de ley, se sedala que los 
legisladores han descuidado puntualizar las obligaciones de la 
contaduria, y mucho más los medios de hacer efectiva la glosa y 
liquidación de todas las cuentas con la oportunidad correspon­
diente. La Comisión Inspectora, responsable del proyecto indica 
que la contaduría Mayor tal y como existía en esa fecha, no era 
capaz de examinar y liquidar las cuentas de Hacienda con la pron­
titud que reclamaba el servicio público. Agrega el documento que 
dicha comisión no cree aventurado asegurar al Soberano Congreso 
que las dilapidaciones del Tesoro Público habrian ido 
desapareciendo poco a poco si la contaduria hubiese estado or­
ganizada cual corresponde al fin de su institución. 

Son dos las novedades que se introducen en este proyecto: la 
primera se refiere a que la Comisión Inspectora, persuadida de 
que el pago de sueldos de la Contaduria a cargo del Ministerio de 
Hacienda seria tanto como ratificar los grandes perjuicios que le 
resultan al tesoro püblico por la dependencia en sus haberes, 
propone que el pago de salarios se haga con cargo a las aduanas -

(Sl) LEYES FUNDAMENTALES DE MEXICO, Op. Cit. p. 702. 
(52) PAYUO, MANUEL, Op. Cit.' p. LIII y siguientes. 
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maritimas de Veracr11z 'I Tampico. La seg11nda es la conveniencia, 
según la comisión de que la contaduría Mayor debe entenderse 
directamente con los responsables, y no por conducto del 
gobierno, lo cual ha hecho n11las todas las observaciones de los 
contadores, porque los responsables ni contestan, ni el gobierno 
se ha cuidado jamás de prestar su apoyo al órgano dependiente del 
Poder Legislativo (53). 

El segundo intento de reorganización de la Contaduría Mayor 
se cfect11ó durante la VII Legislatura, el 31 de marzo de 1875, 
cuando se propuso el proyecto de ley elaborado por la comisión 
Inspectora. Sin embargo, no fue tomado en consideración en aquel 
período. 

A pesar de que el 5 de octubre del mismo año la siguiente 
legislatura lo hizo suyo, tampoco fue elevado al rango de ley. 
Posteriormente el 25 de noviembre de 1879, surgió otro proyecto 
de la Comisión Inspectora perteneciente a la IX Legislatura, que 
sus autores ti tul aron: "Proyecto de Ley Orgánica Reglamentaria de 
la contaduría Mayor de Hacienda y Crédito Público", el cual dis­
taba mucho del anterior; no obstante, tanto uno como otro eran 
propiamente 11n reglamento de los trabajos del personal, mas no 
una Ley orgánica que determinara sus funciones y procedimientos, 
de suerte que aún c11ando esos proyectos hubieran prosperado no se 
tenían principios definidos en cuanto a las atribuciones de la 
contaduría Mayor. 

Mediante Reglamento Económico Provisional, la comisión 
Inspectora de la Cámara de Diputados aprobó facultades y 
obligaciones del contador Mayor, de los contadores de primera 
clase, de los contadores de seg11nda clase, de los oficiales de 
glosa, de los escribientes de las secciones de glosa, etc. En la 
parte relativa a las f11nciones del Contador Mayor se sel\alaba en 
el articulo 90 la obligación de informar mensualmente a la 
comisión Inspectora sobre los trabajos ejec11tados en la oficina. 

A su vez, el articulo 11 indicaba la función de revisar la 
cuenta General que presenta anualmente el Ejecutivo a la C!mara 
de Diputados, haciendo las observaciones o reparos a que haya 
111gar, respecto a la recaudación, distribución e inversión de las 
rentas nacionales, con arreglo a los presupuestos y leyes respec­
tivas (54). 

El 20 de octubre de 1880, apareció un nuevo proyecto de 
reglamento en la X Legislatura, formado por la Comisión Inspec­
tora en base a la ley de 18 de noviembre de 1873, q11e ordenaba 
la glosa de todas las cuentas en los términos que disponía la 
mencionada ley, pero como en ella no se fijaban procedimientos, 
sólo se especificaba q11e se remitiera la cuenta general del 
erario y se hicieran efectivas las responsabilidades del resul­
tado de la glosa, tampoco este proyecto fue aprobado ( 55). 

( 531 IBIDEM 
(541 REGLAMENTO ECONOMICO PROVISIONAL DE LA c.M.H. (lZ de julio 
de 1977), Información proporcionada por el cEDOC de la C.M.H. 
(551 PROYECTO DE LEY F.EGLAHE!ITARIA DE LA C.M.H. (29/5/18951, Idem 

32 



El Presidente Manuel González promulgó el 30 de mayo de 
1881, el decreto sobre presentación de los proyectos de 
Presupuesto, mismo que en sus artículos 18 y 19, ordena que la 
Contaduría Hayor de la Cámara de Diputados glosará la cuenta de 
la Tesorería que contendrá el un solo resumen las cuentas tran­
sitorias que por cualquier circunstancia no estuvieran saldadas, 
a fin de que tanto la cámara de Diputados corno la contaduría 
Hayor, tengan conocimiento del importe de las responsabilidades 
por manejo de fondos federales y se haga el ajuste definitivo de 
las cuentas de los años anteriores, llamadas también cuentas 
transitorias. Como se aprecia, esta disposición puede con­
siderarse el antecedente legal de los requisitos para presentar 
el Presupuesto de Egresos de la Federación como la cuenta Pública 
( 56). . 

En su sesión del 27 de mayo de 1895, la Cámara de Diputados 
aprobó las obligaciones de la Comisión Inspectora de la 
Contaduría Hayor de Hacienda y crédito Público, en la cual se 
asientan las siguientes obligaciones: 

"I.- Presentarse al día siguiente de su nombramiento en la 
oficina de la Contaduría Hayor, para quedar instalada y 
reconocida por el contador Hayor y demás empleados, debiendo 
recibir del primero, el archivo de su antecesora. 

II.- Proponer a la Cámara de Diputados cuando estuviese 
reunida el nombramiento de los que deben cubrir los empleos 
vacantes de la Contaduría, excepto el de contador Mayor, que se 
hará di•ectamente por la misma cámara. 

III.- Dictaminar sobre las solicitudes de licencia presen­
tadas a la cámara por los empleados de la Contaduría cuidando de 
que ella reúna los requisitos y condiciones que prescriben las 
leyes vigentes sobre la materia. 

IV.- Hacer provisionalmente, en los recesos de la cámara de 
Representantes, el nombramiento para los empleos que vacaren, con 
la excepción establecida en el inciso II, y conceder las licen­
cias que se soliciten, debiendo dar cuenta de todo a la Cámara 
luego que estuviere reunida. Los nombramientos hechos, así como 
las licencias concedidas, sólo servirán para el tiempo compren­
dido dentro de los recesos respectivos de las Cámaras. 

v.- Formar el proyecto de Reglamento Interior de la 
Contaduría Mayor de Hacienda y someterlo a la aprobación de la 
Cámara de Diputados, a la que "también propondrá las reformas que 
la experiencia aconseJare. 

VI.- Presentar mensualmente y con oportunidad debida, a la 
cámara de Diputados, y en sus recesos a la Diputación Permanente, 
los presupuestos de sueldos y gastos de la Contaduría Mayor. 

VII.- Vigilar que dicha oficina cumpla con los deberes que 
le imponen las leyes y los reglamentos, 

VIII.- Propcner ante la cámara de Diputados cuanto fuere 
necesario para que la Contaduría llene su objEto, pudiendo dictar 

(56) DECRETO SOSRE PRESENTACION DE LOS PROYECTOS DE PRESUPUESTO 
DE 30 DE HAYO DE 1881, Información proporcionada por CEDOC de la 
C.M.H. 
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por aí misma las medidas conducentes, 
económico. 

de orden puramente 

IX. Reunir su archivo, y, con el inventario correspondiente, 
depositarlo el penúltimo día del último receso del bienio 
constitucional, en poder del contador Mayor, para que éste lo 
entregue a la comisión sucesora" (57). 

El 6 de diciembre de 1895, aparece el Reglamento Económico 
para la contaduría Mayor de Hacienda y crédito Público. Esta 
disposición contenía once capitules divididos de la siquiente 
manera: I.- De la contaduría Mayor de Hacienda y crédito Público; 
II.- Del contador Mayor de Hacienda y crédito Público; III.- De 
los contadores de primera clase; IV.- De los contadores de 
segunda clase; V. - De los Oficiales de glosa y de los 
escribientes; VI. - ·Del oficial de Libros; VII. - Del oficial de 
correspondencia; VIII.- Del Oficial del archivo; IX.- Del 
port~ro; X.- De los mozos y de las ordenanzas y XI.- Dis­
posiciones generales. 

La mayor parte de estas obligaciones corresponden a fun­
ciones descritas con singular exactitud y permiten apreciar que 
el manejo y fiscalización de los recursos públicos, presentaban 
ya una organización y sistematización congruente con la actividad 
financiera del Estado, organizado en República Federal. . 

Más tarde, el 30 de junio de 1896, la comisión Inspectora 
acordó adicionar al Reglamento Económico citado, seis nuevas 
obligaciones del Oficial Mayor y siete relativas al conserje 
( 58). 

El 20 de noviembre de 1876, Porfirio Diaz asume de facto el 
Poder Ejecutivo. No obstante el periodo presidencial de Manuel 
González y a pesar de que la rebelión encabezada por el propio 
Diaz enarbolaba la bandera de la no reelección, para el periodo 
1888-1892 se reformó la constitución eliminando los obstáculos 
legales que impedían la permanencia en el cargo de Presidente de 
la República. Asi y durante los siguientes doce años, Porfirio 
Diaz es postulado como candidato a la Presidencia de la 
República, obteniendo mayoria de votos en las elecciones 
celebradas en cada uno de los tres cuatrienios. 

El 6 de mayo de 1904 nuevamente se reforma la constitución, 
restableciéndose la Vicepresidencia y ampliándose el período 
presidencial a seis aftos. confotme a estas reformas y tras las 
elecciones celebradas en 1904 el congreso de la Unión declaró 
?residente y Vicepresidente constitucional de la República a Por­
firio Diaz y a Ramón corral, respectivamente, para el sexenio 
1904-1910. 

Finalmente, el 25 de mayo de 1911 Porfirio Diaz y Ramón co­
rral, nuevamente declarados Presidente y Vicepresidente para el 
sexenio que comenzaba el primero de diciembre de 1910 son depues­
tos por el movimiento revolucionario encabezado por Francisco I. 

(S7) OBLIGACIONES DE LA COHISION INSPECTORA DE LA c.H.H., de 29 
de mayo de 1895, Información proporcionada por CEDOC. 
(SS) ADICIOllES AL REGLAMENTO ECONOHICO DE LA C.H.H. DE 30 DE 
JU!IIO DE 18~6. Idem. 
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Madero. De la gestión de Porfirio Diaz, resalta en cuanto al con­
trol ejercido a la actividad fianciera, por conducto de la 
Contaduria Mayor las leyes orgánicas de 1896 y 1904 que contienen 
disposiciones singulares en cuanto al manejo, revisión y control 
de la Hacienda Pública. 

La primera Ley orgánica del 29 de mayo de 1896, seftaló como 
obligaciones de la contaduria Mayor de Hacienda la práctica de la 
glosa de cuentas, cortes de caja, toma de razón de los despachos, 
otorgamiento de fianzas y en general toda una serie de 
procedimientos encaminados a la expedición del finiquito de las 
cuentas de la Hacienda Pública y, a la exigibilidad, en caso 
necesario de responsabilidad a los empleados y funcionarios 
públicos culpables. 

Es necesario destacar que este proyecto de ley no contempló 
funciones para la glosa de cuentas correspondientes al crédito 
Público. Es decir, se redujeron fUnciones respecto de la 
fiscalización y control de la Deuda Pública. Estas funciones es­
taban a cargo de una sección de la Tesorería General y se buscaba 
una relación similar entre ésta y la Contaduría Mayor. 

En sus aspectos fundamentales, la ley establecía que la 
contaduria Mayor dependeria de la Cámara de Diputados bajo la 
vigilancia inmediata de la Comisión Inspectora; que las 
obligaciones fundamentales eran glosar la cuenta del Tesorero 
Federal con arreglo a las leyes, glosar las cuentas de las 
Tesorerias Municipales del Distrito Federal y de los Territorios 
de Baja California y Tepic; tomar razón de los despachos civiles 
y militares y demás titules o documentos qu~ requiera este requi­
sito conforme a la ley; registrar los avisos que reciba sobre 
fianzas otorgadas por empleados o agentes de la administración 
que manejen fondos federales, asi como todo nombramiento o titulo 
que goce de sueldo expedido por el Ejecutivo de la Unión; inter­
venir en los cortes de caja, ordinarios y/o extraordinarios de 
las oficinas federales establecidas en la capital del Municipio 
del Distrito Federal, del Banco Nacional y de las demás oficinas 
y establecimientos que determinen las leyes o que acuerde el 
Ejecutivo; suministrar los datos, modelos y formularios que se le 
pidan, relativos a contabilidad de las oficinas públicas, resol­
viendo las consultas que se le hagan; cuidar que la Tesoreria 
General de la Nación remita oportunamente la cuenta de cada afto 
fiscal; formular las observaciones y reparos que resulten de la 
glosa; exigir los requisitos que no se hubieran cubierto; 
reclamar documentos comprobantes que no ae hayan acompaftado a la 
cuenta y hacer las réplicas a que hubiere lugar; dirigirse a la 
secretaria de estado correspondiente, en caso de que alguna 
oficina, empleado o agente se rehúse a la revisión de cuentas o a 
contestar las observaciones que haga la Contaduría Mayor a fin de 
que se proceda conforme a las leyes; consignar a la oficina 
respectiva del timbre las infracciones penadas por la ley; con­
signar al juez competente a los empleados que aparecieren con 
responsabilidad criminal o pecuniaria, previo acuerdo de la 
comisión Inspectora, asi como poner en conocimiento de la Cámara 
de Diputados, por conducto de la misma comisión, las respon-
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sabilidades que resulten contra funcionarios que dÚfruten de 
fuero constitucional; expedir el finiquito de la cuenta de la 
Tesoreria General de la Federación.con fecha 22 de mayo de 1901, 
se publicó una ley en la cual se establecia la conservación in­
definida en la contaduria Mayor de Hacienda de los diarios y 
mayores de las cuentas de la Tesoreria Federal, de las Tesorerias 
municipales del Distrito y Territorios Federal y los balances 
correspondientes a cada uno de los ejercicios fiscales. Por lo 
que tocaba a los demás libros, expedientes y documentos de 
comprobación de cualquier especie de las cuentas federales y de 
las de los municipios, éstas serian inutilizadas a los diez aftos 
contados desde la fecha del finiquito de cada cuenta. Tres aftos 
más tarde, el seis fte junio de 1904, se expidió, también por el 
presidente Porfirio Diaz, la segunda ley de la Contaduria Mayor 
de Hacienda, que derogó la ley del 29 de mayo de 1896 y 
estableció la facultad de la Contaduria para la revisión y glosa 
de la cuenta Pública de las entidades gubernamentales existentes 
en esa época, ejerciendo las funciones de vigilancia que en 
materia de Hacienda le encomendaran la leyes, detallándose los 
requisitos y procedimientos para la citada revisión y glosa, 
explicándose la forma de hacer los nombramientos del personal que 
la integraban, los requisitos para expedir finiquitos, declarar 
la prescripción y fijar responsabilidades (59). En concordancia 
con la ley, el 16 de diciembre de ese mismo afto se expide el 
reglamento de la ley en el que se reafirma que la Contaduria 
Mayor de Hacienda, por virtud de la constitución Política de la 
Rep(tblica depende exclusivamente de la cámara de Diputados con la 
función de revisar y glosar las cuentas anuales del Erario 
Federal, de la Beneficiencia Pública del Distrito Federal, de los 
Municipios de los Territorios Federales, entre otras, con el fin 
de verificar si los cobros y gastos se hicieron con la 
autorización necesaria, si unos y otros se hallan debidamente 
comprobados y si hay exactitud en las operaciones aritméticas y 
de contabilidad, Adicionalmente se le otorga en el Reglamento de 
la Ley la atribución de vigilar en materia de Hacienda lo que en 
este sentido seftalaban expresamente las leyes (60). 

7. CONSTITUCION DE 1917. 
La instalación del congreso en Querétaro representó la 

culminación del movimiento iniciado por Carranza, pero también la 
necesidad de adecuar la Constitución a la realidad de ese en­
tonces. El Congreso, integrado por constitucionalistas en su 
mayoria, inició los debates del proyecto de Constitución presen­
tado por el Primer Jefe Revolucionario. El documento contenia 
gran cantidad de asuntos que modificaban radicalmente la ley 
vigente. Entre otras propuestas estaba la de fortalecer el Poder 

(59) LEYES ORGANICAS DE LA C.M.H. de 2~ de mayo de 1896 y 22 de 
mayo de 1901. DECRETO SOBRE CONSERVACION E INUTILIZACION DE 
LIBROS y DOCUMEllTOS DE LA C.M.H. DE ESA MISMA FECHA, Idem. 
(60) REGLAMENTO DE LA LEY DE JUNIO DE 1904 SOBRE REORGANIZACION 

DE ~A C.H.H., Idem. 
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Ejecutivo y reducir las facultades 
talecimiento del Presidente tenia 
ya no era práctico que el Ejecutivo 
facultades extraordinarias" ( 61). 

del Legislativo. "El for­
que cobrar un carácter legal; 
sic;¡uiera recurriendo a las 

En términos generales• las proposiciones de carranza en 
materia política fueron aprobadas por la Asamblea. Las que 
causaron más debates fueron las relativas a cuestiones 
religiosas, la legislación laboral, la .cuestión agraria, los 
derechos del Estado para dirigir la Economía, la reforma bancaria 
Y monetaria, y el comercio. La tarde del 31 de enero de 1917, la 
Constitución fue firmada en el teatro Iturbe, especialmente adap­
tado para que sirviera de recinto al congreso, y apareció en el 
Diario Oficial hasta el 5 de febrero de ese mismo afto. Los 
primeros en jurar c;¡u.ardarla fueron los diputados y en seguida el 
señor carranza. 

A partir de entonces, la máxima norma que rige al pais es­
tablece en su articulo 73, fracción XXIV de la citada 
Constitución que el Congreso tiene la facultad de "expedir la Ley 
Orgánica de la Contaduría Mayor", Por su parte, el articul.:i 74, 
fracciones II, III y IV, seftalan, respectivamente, que: "Son 
facultades exclusivas de la cámara de Diputados: Viqilar por 
medio de una comisión de su seno el exacta desempefto de las fun­
ciones de la Contaduría Mayor; nombrar a los jefes y demás 
empleados de esa oficina y aprobar el Presupuesto anual de qas­
tos, discutiendo primero las contribuciones que, a su juicio, 
deban decretarse para cubrir aquél", 

· En mayo de 1933, el General Lázaro cárdeans renunció a su 
carqó de secretario de Guerra y Harina para poder aceptar.su 
precandidatura a la Presidencia. Sl 6 de diciembre de ese mismo 
afto fue designado por el Partido Nacional Revolucionario en la 
Convención de Querétaro, candidato a la Presidencia 
Constitucional para el periodo lo, de diciembre de 1934 al 30 de 
noviembre de 1940. Fue precisamente durante la presidencia del 
Gral. LAzaro Cárdenas cuando se expidió, con fecha 31 de 
diciembre de 1936, el decreto relativo a la Ley orgánica de la 
Contaduría Mayor de Hacienda, que fue publicado en el Diario Ofi­
cial de la Federación el 13 de febrero de 1937. 

Las atribuciones encomendadas a la contaduría Mayor de 
Hacienda, de acuerdo con esta Ley orgánica, se encuentran men­
cionadas en los articulas lo,, '7o., Bo., 9o., 170,, lBo., 190. y 
200., de las cuales se pueden formar 3 c;¡rttpos: a) de revisión y 
c;¡losa; b) de fiscalización y c) de finiquitos. 

La Contaduría Mayor de Hacienda, de acuerdo a esta Ley 
Orgánica, tenia a su cargo la revisión y la c;¡losa de las cuentas 
anuales del Erario Federal, Distrito y Territorios Federales, 
aeneficiencia Pública, Lotería Nacional y demás oficinas con 
maneJo de fondos o valores de la Federación, debiendo comprender 

(61) CONGRESO PE LP. U!lION. CAHAAA PE DIPUTADOS, 
De Zitácttaro a san Lázaro, 170 a!\os de historia 
Háxico, 1811-1981. México, 1981, p. 87. 
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dicho examen la conformidad de las partidas de ingresos y egresos 
Y una revisión legal, numérica y contable de esas partidas, 
cuidando que tales cantidades estuvieran debidamente justificadas 
comprobadas. 

La Contaduría Mayor de Hacienda tenia como facultad la de 
fiscalizar la contabilidad de las oficinas a que nos hemos 
referido en párrafo precedente, ordenando las visitas de carácter 
especial que estimara necesarias, previa aprobación, para prac­
ticar las visitas de la Comisión Inspectora de la Cámara de 
Diputados. una vez revisada y glosada una cuenta anual, la 
Contaduría Mayor tenia facultades para extender el documento ex­
tintivo de la obligación que se enviaba a la oficina remisora de 
la cuenta para que ésta, a su vez, expidiera el certificado 
respectivo a cada of°icina o empleado dependiente de ella, con la 
particularidad de que los finiquitos se podían otorgar por una 
cuenta anual ya glosada, aun cuando se encontrara otra anterior 
pendiente; inclusive, el finiquito se otorgaba estando pendientes 
de glosar algunas cuentas. 

La Ley Orgánica de 1936 se mantuvo vigente hasta el 28 de 
diciembre de 1978 y algunas reformas de que fue objeto son las 
siguientes: Decreto que reforma el inciso b) del articulo 32 de 
la Ley de 1936. Siendo Presidente Miguel Alemán Valdez; el 28 de 
diciembre de 1948, fue reformado por decreto el inciso b), de la 
fracción I, del articulo 32, y publicado el 31 de diciembre del 
mismo afto. La reforma en cuestión facultó al Ejecutivo Federal 
para que, por conducto de la secretaria de Hacienda y crádito 
Público, resolviera qué bonos y cupones amortizados de la Deuda 
Pública Nacional era conveniente conservar por tiempo indefinido 
y cuáles podrían ser incinerados dentro o fuera del país con las 
formalidades que el reglamento respectivo determinara; de acuerdo 
con el texto original los documentos antes mencionados debían 
conservarse por tiempo indefinido. 

Posteriormente, por decreto publicado el 30 de diciembre de 
1963, los artículos 27 y 28 de la Ley Orgánica de 1936 sufren las 
siguientes reformas las oficinas del Ejecutivo, de la Federación 
y todas aquellas que de acuerdo con la Ley presentaban la Cuenta 
Anual, debían remitir, a la contaduría Mayor de Hacienda, los es­
tados de contabilidad en que se resumiesen sus cuentas Anuales, 
debiendo conservar, a disposición de la Contaduría, los documen­
tos comprobatorios originales,· así como los libros de con­
tabilidad respectivos parsu revisión, glosa y consulta, a partir 
de cuando dichas oficinas entregaran sus estados de cuenta. 

La reforma al articulo 28 hizo más preciso el plazo de im 
año de que disponía la contaduría Mayor de Hacienda para la 
práctica de la revisión y glosa. Dicho término debía computarse a 
rtir de la fecha en que la contaduría recibiera los estados de 
~ontabilidad. El mismo cecreto del 30 de diciembre, deroga los 
artículos ~9, 30 y 31 de la Ley de 1936; no obstante, de acuerdo 
con el Transitorio segundo del decreto de reformas que se 
analiza, los procedimientos observados respecto al envio o 
::!evolución de documentos y libros. a que se referían los 
articules derogados, deberían seguirse practicando en tanto no se 
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expidiera alquna disposición en contra, lo que no lleqó a 
suceder.Por otra parte, en 1967, se reforma el articulo 62 de la 
Ley orqánica de la Contaduría de la Federación, el cual, a la 
letra, dice: "La contaduría Mayor de la Federación entreqarll a la 
Contaduría Mayor de HacieAda el duplicado de los estados con­
tables a que se refiere al articulo 60 y conservará a disposición 
de la misma los libros y documentación justificada y com­
probatoria para su qlosa y consulta. 

El 31 de diciembre de 1976 se publicó un decreto donde se 
reformaron los artículos 7o., 80., 120., 270., 280. y se acon­
dicionaron los artictllos 29 y 30 de la Ley orqánica; reformas y 
adiciones que analizaremos en sus aspectos más sobresalientes. 

El articulo 7o. impuso, a la Contaduría Mayor de Hacienda, 
la obliqación de ·tener cuidado de que todas la cantidades 
relativas a los cobros y pagos hechos estuvieran debidamente com­
probados conforme a precios y tarifas autorizados o de mercado, 
seqún procediera.De acuerdo a las reformas al articulo 80. de la 
Ley de 1936, la contaduría Mayor de Hacienda, podía no solamente 
practicar visitas sino inclusive auditorias a las diversas 
oficinas; asimismo, se le facultaba para solicitar datos, in­
formes y documentación en general, a las entidades del sector 
público, así como a las empresas privadas o particulares que de 
alquna manera hubieran participado en operaciones de ingreso y 
del gasto pt1blico federal en el desempeño de sus funciones. La 
Contaduría Mayor podría auxiliarse de profesionales 
especializados, en su carllcter de asesores. 

La reforma al articulo 120., estableció que las respon­
sabilidades que se constituyeran a cargo de los empleados o fun­
cionarios del sector Público no eximirían a· los particulares de 
sus obligaciones y, por lo tanto se les exigiría su cumplimiento, 
aún cuando la responsabilidad se hubiere hecho efectiva total o 
parcialmente. El articulo 28 dispuso que la Contaduría Mayor de 
Hacienda gozaría del plazo de un año, a partir de la fecha en que 
reciba los estados de contabilidad para practicar la glosa de la 
Cuenta Pública Federal, plazo que, de no ser suficiente a juicio 
de la contaduría, lo haría del conocimiento de la comisión -­
Inspectora, a fin de que ésta resolviera lo conveniente. Con esta 
reforma se trataba de conceder a la contaduría el plazo necesario 
para que la revisión de la documentación correspondiente a la 
Cuenta Pt1blica se realizara de la forma más exhaustiva posible. 

Por otro lado, la adición a la Ley orgánica, del articulo 29 
facultaba a la contaduría Mayor de Hacienda para intervenir en el 
cobro de ingresos y en las actas o contratos que afecten las par­
tidas del Presupuesto o propicien el incumplimiento de un a ley. 

Por último, el articulo 30 se adicionó a efecto de imponer 
al Ejecutivo, por conducto de la dependencia competente, la 
obligación de informar a la contaduría Mayor, a solicitud de 
ésta, de las actas y contratos de los que resulten derechos y 
obli•aciones a las entidades del sector Público, con el propósito 
de •1erificar si de sus términos y condiciones pudieran derivarse 
daños contra el Erario Federal que afectaran a la cuenta Pública. 
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8, RBFORHAS CONSTITUCIONALBS DB 1977. 
En el Diario Oficial de la Federación de 6 de diciembre de 

1977, se publicó la Reforma del articulo 74, fracción IV para 
quedar como sigue: "74o. son facultades exclusivas de la Cámara de 
Diputados: ... IV. Examinar, discutir y aprobar anualmente el 
Presupuesto de Egresos de la Federación y del Departamento del 
Distrito Federal, discutiendo primero las contribuciones que, a 
su juicio, deben decretarse para cubrirlos; así como revisar la 
cuenta del año anterior". "El Ejecutivo Federal hará llegar a la 
cámara las correspondientes iniciativas de Leyes de Ingresos y 
los proyectos de Presupuesto a más tardar el día último del mes 
de noviembre, debiendo comparecer el Secretario del Despacho co­
rrespondiente a dar 'cuenta de los mismos. No podrá haber otras 
partidas secretas, fuera de las que se consideren necesarias, con 
ese carácter, en el mismo Presupuesto; las que emplearán los 
secretarios por acuerdo escrito del Presidente de la República. 
La revisión de la cuenta Pública tendrá por objeto conocer los 
resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado 
a los criterios señalados por el Presupuesto y el cumplimiento de 
los objetivos contenidos en los programas. Si del examen que 
realice la Contaduría Mayor de Hacienda aparecieran descrepancias 
entre las cantidades gastadas y las partidas respectivas del 
Presupuesto o no existiera exactitud o justificación en los gas­
tos hechos, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con 
la Ley. 

Las reformas constitucionales de 1977 tuvieron además una 
amplia repercusión a la administración pública federal, la cual 
de manera inmediata y complementaria fue organizada conforme a 
planes, sistemas, estructuras y procedimientos concebidos en el 
proceso de reforma administrativa. A este respecto mediante 
Acuerdo Presidencial, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 de abril de 1979, las dependencias y entidades 
de la administración pública federal, estructuraron al interior 
de reformas Globales, Sectoriales e Institucionales. Quedó enten­
dido que las modificaciones a la estructura orgánica o a los sis­
temas y procedimientos de las diferentes cependencias del 
Ejecutivo Federal, o a dos o más entidades paraestatales ubicadas 
en ámbitos administrativos distintos, debían entenderse como 
Globales. Asimismo se conceptual izó que las modificaciones o 
adecuaciones administrativas de dos o más entidades paraestatales 
agrupadas en el ámbito de responsabilidad de una Secretaria de 
Estado o Departamento, tendrían el carácter de Sectoriales. 
F!nalmente las reformas al interior de cada dependencia 
centralizada o entidad paraestatal se definieron como 
institucionales. Esta situación implicó que la revisión de la 
cuenta p(tblica del Gobierno Federal, respondiera a un nuevo marco 
jurídico que previamente el Congreso de la Unión, había legis­
lado. Con ello ..i examen de los caudales públicos perdió su 
carácter de una mera revisión contable, de ;¡losa y finiquito, lo 
cual hizo necesario señalar a la Contaduría Mayor de Hacienda 
facttltades de ccntraloría. Al mismo tiempo, la reforma política 
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de ese ado, suprimió inexplicablemente la participación del 
senado de la República en la revisión de la actividad financiera 
del Ejecutivo Federal, esto, bajo el argumento de que a diferen­
cia de la cámara de Diputados, aquel no contaba con un órgano 
técnico especializado en el lxamen de los caudales públicos. 

Durante el año de 1978, a instancia de la Diputación por el 
Estado de Tabasco se presentó a la L Legislatura la iniciativa de 
Ley Orgánica de la contaduría Mayor de Hacienda, misma que fue 
aprobada y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 
de diciembre de ese mismo año. Esta nueva ley consta de tres 
partes f11ndamentales: 

a) La orgánica, que define y conforma a los órganos que 
tienen injerencia en el examen y revisión de la cuenta Pública, 
asignándoles sus respectivas funciones y competencias. 

b) La funcional, que define la cuenta Pública y establece la 
forma de operación, los medios y los elementos de que se vale el 
Organo Técnico para el desempeño de sus funciones y, 

c) La relativa a responsabilidades y prescripción. 

La Ley orgánica confiere a la contad11ría Mayor de Hacienda 
amplias atribuciones, dentro de las cuales podemos citar las 
siguientes: 

l. Verificar que las entidades del Sector Público realicen 
sus operaciones, en lo general y en lo particular, con apego a 
las Leyes de Ingresos y a los Presupuestos de la Federación y del 
Departamento del Distri•o Federal, y si cumplieron con las dis­
posiciones de las Leyes General de Deuda Pública, de Presupuesto 
contabilidad y Gasto Público Federal, orgánica de la 
Administración Pública Federal y demás ordenamientos aplicables 
en la materia. 

2. Verificar si se ejercieron correcta y estrictamente los 
presupuestos conforme a los programas y subprogramas aprobados y 
si se ejercieron y ejecutaron los programas de inversión en los 
términos y montos aprobados y, además, asegurándose de que los 
ingresos provenientes de financiamientos se aplicaron con la pe­
riodicidad y forma establecida por la Ley respectiva. 

3, Elaborar y rendir a la Comisión de Programación, 
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, por con­
ducto de la comisión de Vigilancia, el Informe Previo dentro de 
lo diez primeros días del mes de noviembre sig11iente a la 
presentación de la Clienta Pública del Gobierno Federal y de la 
del Departamento del Distrito Federal. 

4. Elaborar y rendir a la Cámara de Dip11tados el Informe 
sobre el res11ltado de la revisión de la cuenta P(tblica del 
gobierno Federal y del Departamento del Distrito Federal, el c11al 
remitirá, por conducto de la Comisión de Vigilancia en los diez 
primeros días del mes de septiembre del ado sig11iente al de s11 
ncepción. 
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5. Fiscalizar los subsidios concedidos por el Gobierno 
Federal a los Estados, al Departamento del Distrito Federal, a 
los organismos de la Administración Pública Paraestatal, a los 
Municipios, a las Instituciones Privadas o a los particulares 
cualesquiera que sean los fines de su destino, así como verificar 
su aplicación al objeto autorizado. 

6. Ordenar visitas, inspecciones, practicar auditorías, 
solicitar informes, revisar libros y documentos para comprobar si 
la recaudación de los ingresos se realizó de conformidad con las 
leyes aplicables en la materia y, además, eficientemente; 
también para comprobar si las inversiones y gastos autorizados se 
han aplicado eficien'temenete al logro de los objetivos y metas de 
los programas y subprogramas aprobados. 

A ese respecto, la Ley es reiterativa, y en su articulo 21 
establece con claridad las facultades de la contaduría para 
realizar lo que se conoce como auditoría de legalidad respecto de 
la efectividad, eficiencia y economía: al revisar si las en­
tidades alcanzaron los objetivos y metas fijados en los programas 
y subprogramas, en relación a los recursos humanos, materiales y 
financieros aplicados. 

7. Solicitar a los auditores externos de las entidades 
copias de los informes o dictámenes de las auditorías por ellos 
practicadas y las aclaraciones que, en su caso, se estimen per­
tinentes. 

B. Establecer coordinación con la Secretaría de Programación 
y Presupuesto a fin de uniformar las normas, procedimientos, 
métodos y sistemas de contabilidad y las normas de auditoría ber­
namentales, y de archivo contable de los libros y documentos jus­
tificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público. 
Esta coordinación debe entenderse actualmente con la Secretaria 
de Hacienda y Crédito Público con base en la reforma a la Ley 
orgánica de la Administración Pública Federal, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 21 de febrero de 1992, y que 
confirió a esta última dependencia las atribuciones que en otras 
leyes se le otorgan a la 'extinta S.P.P. {articulo So. 
transitorio). -

9. Fijar las normas, procedimientos, métodos y sistemas in­
ternos para la revisión de la cuenta Pública Federal, y; 

10. Promover ante las autoridades competentes el fincamiento 
de respon&abilidades. 

cabe destacar que al análisis del legislador de 1978 no 
escap5 la pcsibilidad de proponer reformas a los artículos 73 y 
H de la constitución Política, a fin de sustituir el nombre de 
Co:itaduría Mayor de Hacienda por el de Contraloría General de los 
::stados Unidos Me:ücanos o el de .l.ttdi toría General del Poder 



Legislativo, los cuales se consideraban más apropiados para 
designar al Organo Técnico encargado de examinar y revisar las 
Cuentas Públicas. 

Lo anterior se consideró en razón de que la palabra 
"Contaduria" sugiere la idealde la contabilidad de un negocio, en 
tanto que el término Auditoria alude al examen y revisión estric­
tos de la recaudación de los ingresos y del ejercicio de los 
egresos, asi como al establecimiento de juicios y criterios para 
determinar su origen y aplicación, conocer su empleo eficiente y 
verificar si se satisfacieron necesidades y se cumplieron 
programas. 

No obstante las razones expuestas, se optó por conservar la 
denominación de Contaduria Mayor de Hacienda y, de ese modo, se 
preservó su tradició'n histórica; sin embargo, desde el punto de 
vista técnico, y según el articulo 3o. de su propia Ley Orgánica, 
expresamente se dotó a la Contaduria Mayor de Hacienda de facul­
tades de auditoria y contraloria. 

Por ota parte, uno de los males más graves que afectan ac­
tualmente a México es la corrupción pública y privada. Por esta 
razón se asignó a la Contaduria Mayor la función de promover el 
fincam1ento de responsabilidades civiles, administrativas y 
penales a los funcionarios y empleados públicos transgresores de 
la Ley y a las personas físicas o morales que con ellos se hayan 
coludido en la comisión de delitos patrimoniales en contra del 
Erario POblico. 

cabe subrayar que la contaduria Mayor, como Organo Técnico, 
se encuentra al margen de los cambios trianuales de Diputados, 
con objeto de garantizar su independencia e imparcialidad en el 
cumplimento de sus delicadas tareas. Por tanto, aunque dependa 
del Poder Legislativo bajo el control directo de la Cámara de 
Diputados, a través de la Comisión de Vigilancia, funciona inde­
pendientemente en la ejecución de sus programas de trabajo. 

El contador Mayor de Hacienda, que es designado por la 
Cámara de Diputados de una terna propuesta por la Comisión de 
Vigilancia, es inamovible en su cargo durante 8 afies, lo cual le 
permite programar sus trabajos con mayor envergadura técnica y 
temporal. En suma, se pt1ede afirmar que el espiritu que animó al 
Legislador para fortalecer las facultades de la contaduría Mayor, 
fue el de reforzar la soberahia popular al asignar un control 
político al ejercicio del gasto público, mediante un organo 
Técnico Especializado, en el seno del propio Poder Legislativo. 

Ahora bien, si examinamos los acontecimientos de los últimos 
afies, es incuestionable que a partir de 1978 se han registrado 
3vances importantes en el ámbito de fiscalización de las 
instituciones de control.En efecto, de un trabajo consistente en 
la simple "glosa" o revisión documental, que era como revisaba 
hasta entonces la contaduría Mayor de la cuenta Pública en el 
caso del Informe Previo, se ha pasado a procedimientos de 
análisis e interpretación y, en el Informe de Resultados, al 
empleo de diversos tipos de auditoría: la de efectividad en base 
a resultados de programas y la llamada integral o comprensiva. 
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Sin embargo este tipo de auditorias pueden reducirse en un 
solo género: la revisión de legalidad de la cuenta Pública. 

En el Diario Oficial de la Federación, del 14 de mayo de 
1980, aparece el actual Reqlamento que determina el ámbito de 
competencia y orqanización de la Contaduría Mayor de 
Hacienda;Esta es la última disposición jurídica-administrativa 
expedida en la nueva etapa de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

A partir de 1983 se aqreqaron otras funciones a la cámara 
de Diputados, consistentes en el análisis y evaluación de los 
siquientes documentos que el Ejecutivo envía al Congreso para su 
examen y opinión: Plan Nacional de Desarrollo; Informe anual de 
las acciones y resultados de la ejecución del Plan Nacional de 
Desarrollo y de los Proqramas Sectoriales; Informes Trimestrales 
sobre la ejecución del ingreso y qastos públicos; Informe anual 
de la situación que guardan las instituciones nacionales de 
crédito; e informe trimestral de los movimientos de la deuda 
pública. 
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II. AUTORIDADES Y ORGllNOS COMPETENTES EN lfA.TERIA DE CONTROL EN 
============================================================== 

MEXICO. 
'====== 

l. El Control Indirecto o Fiscalización Superior. 

a) La Comisión de Vigilancia de la Contaduria Mayor de 
Hacienda de la Cámara de Diputados. 

En México la soberania se ejerce por medio de los Poderes de 
la Unión y su competencia, es decir el ámbito de jurisdicción en 
el que rige su actua'ción, les es atribuida por la Constitución 
General de la República mediante facultades ordinarias y extraor­
dinarias. 

La Cámara de Diputados, como "órgano inmediato del Estado" 
(62), que se desarrolla en su estructura normal para lograr el 
funcionamiento regular de la República, tiene, por disposición 
del articulo 74 constitucional, facultades exclusivas que 
obedecen a la naturaleza popular que le confirió la reforma de 13 
de noviembre 1874 al instituirse el bicamarismo. can ello se 
atribuye al órgano de representación nacional la aprobación del 
Presupuesto y la posterior revisión de la Cuenta Pública, <:11 
contraposición a las facultades 'del senado que obedecen a un 
rango federativo. 

El control de los recursos públicos que efectúa el 
Poder Legislativo Federal, por conducto de la cámara de Diputados 
se realiza por medio de una Comisión de su ·seno, que vigila el 
exacto desempefio de las funciones de la Contaduria Mayor de 
Hacienda, facultad que podemos calificar como administrativa, ya 
que se realiza un acto especifico y determinado que no implica la 
producción de normas generales. Además, su base legal no sólo 
corresponde a las normas constitucionales organizativas, sino 
tambián a otras disposiciones de menor jerarquía, que adicional­
mente regulan la actuación del órgano de representación popular 
en el control del gasto público. Por eso, las Leyes Orgánicas del 
congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y de la 
contaduría Mayor de Hacienda, de'igual forma establecen su ámbito 
de competencia. · 

Asi, la Ley Orgánica de la contaduría Mayor de Hacienda es 
claramente por disposición del articulo 73, fracción XXIV un or­
denamiento constit11cional, por encima de las leyes federales y 
estatales. Consecuentemente sil observancia es de rango superior 
en la República (6;), 

162) ZIPPELIUS, REINHOLD, Teoría General del Estado (Ciencia de 
la Política), U.N.A.M., la. Edición, 1985, pp. 97-101. 
{63) DE LA CUEVA, MARIO, Teoría de la Constitllción, Editorial 
Porrúa, 1982, p . Esta división de leyes obedece a la supremacia 
material de la Constitución, cuya interpretación es fundamental 
para entender la jerarq11ia de la Revisión de la cuenta Pública. · 
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Este órgano técnico del Poder Legislativo realiza funciones 
en materia de control de manera indirecta, porque sus 
atribuciones derivan de la recepción del documento denominado 
cuenta Pública que formula el ?oder Ejecutivo; sin embargo, la 
fiscalización que efectúa es superior, además de la supremacia 
constitucional del órgano que la revisa, por la naturaleza 
original del análisis de la cuenta Pública sujeta a examen: 

"comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por 
el Presupuesto y el cumplimiento de los objetivos conte­
nidos en los P,rogramas". ( 64) 

Es decir, el control que realiza la cámara de Diputados con 
la inspección de la comisión de Vigilancia y por medio de la 
contaduría Mayor de Hacienda permite"·· .certificar si la gestión 
financiera se llevó a cabo de acuerdo con la leyes y reglamentos 
aplicables ... " lo que tiene por objeto "constatar que el Poder 
Ejecutivo esté cumpliendo con la decisión original "de la cámara 
de Diputados en materia presupuestaria"(65). 

Este criterio se ve fortalecido, funcionalmente, conforme a 
lo dispuesto en la fracción IV del articulo 10 de la Ley orgánica 
de la Contaduría Mayor de Hacienda que señala como atribución de 
la Comisión de Vigilancia: 

"Presentar a la comisión de Presupuestos y Cuenta de la cá­
mara de Diputados (hoy Comisión de Programación,Presupuesto 
y Cuenta Pública), dentro de los diez primeros días del 
mes de noviembre siguiente a la recepción de la cuenta Pú­
blica, el informe previo que le remita la Contaduría Mayor 
de Hacienda 11 

Lo cual significa que previo a la aprobación del 
Presupuesto, la cámara de Diputados debe examinar y discutir la 
forma y términos en que el Ejecutivo procedió respecto del 
Presupuesto aprobado en el ejercicio del año inmediato anterior. 

Esto obedece al equilibrio presupuestario que regula el 
articulo 22 de la Ley de Presupuesto, contabilidad y Gasto 
Público Federal, y de conformidad con los dos instrumentos fun­
damentales de política económica: la Ley de Ingresos y el Decreto 
de Presupuesto de Egresos. De esta forma, a toda proposición de 
aumento o creación de partidas debe señalársele la correspon­
diente iniciativa de ingreso. En consecuencia, la calificación 
que haga la cámara de Diputados respecto de la gestión financiera 
del Ejecutivo del ejercicio anterior, justificará o no la 
inclusión ., ei;clusión de partidas presupuestales. 

( 64) CONSnTUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
Editc;~al Porrúa 920 edición, México 1991, p. 68 
: :;¡ :l\Vl\ '/IEsc;., JACINTO, Op. Cit. pp. :73 y ~74. 
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En ese mismo tenor, se ha pronunciado la propia contaduría 
Mayor al sostener que la " ... fiscalización resulta así, además de 
constitucional una consecuencia lógica, puesto que siendo facul­
tad de la cámara de Diputados el examen, discusión y aprobación 
anual de los Presupuestos del Egresos de la Federación y del 
Departam~nto del Distrito Federal, previa discusión de las con­
tribuciones que deben decretarse para cubrirlos, compete a ésta 
el revisar los resultados finales de la aprobación presupuestaria 
que otorgó. En ello se encuentra explícitamente reconocido el 
principio democrático de que la sociedad a través de su 
representación nacional, sea informada tanto de la legalidad de 
los ingresos, impuestos, derechos, productos y aprovechamientos 
como de la honrada y eficiente aplicación de los egresos a los 
programas de desarrollo del pais y la prestación de los servicios 
públicos ... • (66) 

Por otra parte, dado que la constitución General de la 
Rep6blica señala en su articulo 70 que toda resolución del con­
greso tendrá el carácter de Ley o Decreto, y siendo la Ley 
aquella que regula una situación jurídica general, abstracta e 
impersonal, en tanto que el Decreto se ocupa de un objeto en par­
ticular, se puede inferir que la aprobación del Presupuesto de 
Egresos de la Federación, así como el relativo a la Revisión de 
la cuenta P6blica tienen el carácter de Decretos. 

Sin embargo, es necesario puntualizar este criterio ya que 
si bien es cierto el examen de la cuenta Pública del Gobierno 
Federal constituye un acto político, referido a un objeto en par­
ticular, el Presupuesto de Egresos de la Federación también lo es 
así, independientemente de que como lo afirma Jorge Witker v., es 
de naturaleza jurídica compleja, habida cuenta de que "puede ser 
considerado una ley material o ley formal, o un acto ad­
ministrativo aprobado por el parlamento", que siguiendo a este 
autor, corresponde a "dos facultades esencialmente políticas. El 
ejecutivo federal prepara y presenta el proyecto de presupuesto, 
y la cámara de Diputados lo aprueba y lo controla; control 
politice que ejerce al examinar y revisar ... a posteriori la 
cuenta pública"(67). 

Con las características antes mencionadas, las dos facul­
tades exclusivas de la cámara de Diputados revisten suma impor­
tancia para la vida económica'del país, pues estriban en con­
trolar la actividad financiera del Estado que realiza el 
Presidente de la Rep6blica y bajo su monocrático control los 
secretarios del Despacho y el Jefe del Departamento del Distrito 
Federal. 

(66) CASTILLO l\Yl\Lll, JAVIER, "La Contaduría Mayor de Hacienda y 
el control Externo en México• en "Auditoría Pública", revista de 
la Secretaria de la contraloría General de la Federación, liño II, 
Num. 3, Marzo de 1992, México D.F. 
(67) WITKER, v., JORGE, Derecho Económico, Editorial Harla, 
México 1985, pp. 114-115 También ver en este sentido a Fl\Yl\ 
VIESCI\, Jl\CillTO, Op. cit. p. 308, 312-3c5. 
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El ejercicio de estas facultades revela que, en el ámbíto 
estrictamente constitucional el Ejecutivo Federal no es un órgano 
hegemónico que pueda disponer a su arbitrio de la economia 
nacional en sus diferentes aspectos y actividades, sino que su 
conducta está sometida a las funciones previa y posterior que 
competen al Poder Legislativo. 

Para garantizar el oportuno desempeño de estas facultades, 
la carta Magna consigna diversas prescripciones: se obliga al 
Ejecutivo a presentar ante la Cámara de Diputados la iniciativa 
de Leyes de Ingresos y los Proyectos de Presupuesto, a más tardar 
el día 15 del mes de noviembre de cada año, a efecto de que sean 
discutidas y revisadas oportunamente y en concordancia con el In­
forme Previo que la contaduría Mayor de Hacienda rinde a la 
Comisión de Presupue'sto y Cuenta Pública por conducto de la comi­
sion de Vigilancia para su discusión ante el pleno de la cámara. 

se impone también la obligación, para los secretarios del 
Despacho en cuyo ámbito de competencia se relacionen las ini­
ciativas y proyectos, para comparecer ante la aludida Cámara para 
informarla respecto del proyecto de gastos. Asimismo se prohibe 
la existencia de partidas secretas. 

Finalmente, para q\le el e.xamen de la cuenta P(lblica se 
realice con la debida oportunidad por la Contaduría Mayor de 
Hacienda, es necesario que el Presidente de la República entregue 
a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión este documento 
dentro de los primeros diez días del mes de junio de cada año. 
Esta Comisión la turnará a la Cámara de Diputados y ésta a su 
vez, la remitirá a la Comisión de Vigilancia quien hará la 
revisión previa y posterior de la cuenta Pública a través de su 
órgano técnico: 

bl La contaduria Mayor de Hacienda. 

En tanto dependencia del Poder Legislativo, encargada de 
revisar la cuenta Pública del Gobierno Federal y del Departamento 
del Distrito Federal, se dice que la contaduría es el órgano en­
cargado del control Gubernamental, en razón del análisis 
macroeconómico de la gestión financiera estatal, que tiene como 
objetivo fundamental vigilar la legalidad y racionalidad de la 
gestión administrativa y financiera, incluyendo la correcta 
lic¡\:idación y cobro de los ingresos, asi como la observación de 
la efectiva aplicación de los egresos, inducir y exigir el buen 
manejo de las finanzas públicas y la eficiente aplicación de los 
recursos destinados a los programas gubernamentales, su 
cumplimiento r la prestación de los servicios públicos. 

Este sistema constitucional tiene por objeto vigilar la ac­
tividad que el Estado despliega al planear, conducir, coordinar y 
orientar la actividad económica nacional. En efecto, el articulo 
:G de la carta Magna otorga al r:stado facultades: 

"para organizar un sistema de planeación democrática 
del desarrrollo nacional que imprima solidez, dina-­
mismo, permanencia y equidad al crecimiento de la eco-
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nomia para la independencia y la democratización poli· 
tica, social y cultural de la Nación". 

En cumplimiento de este sistema: habrá un Plan Nacional de 
Desarrollo al que se sujetallán obligatoriamente los programas de 
la administración pública federal, cuyo control y evaluación 
original corresponde a la H. Cámara de Diputados al velar, 
mediante la revisión de la Cuenta Pública, por el cumplimiento de 
los objetivos de los programas en él referidos. 

Con base en lo anterior, podemos inferir que la revisión de 
la cuenta Pública se realiza por una entidad eminentemente 
técnica, cuya función de auxilio al Poder Legislativo, se 
traduce, necesariamente, en una independencia y autonomia para 
obtener conclusiones sobre la gestión financiera estatal que 
despliega el Ej·ecutivo. De este modo, al informar a la Cámara de 
Diputados mediante comentarios generales, sobre los resultados de 
la situación económica general del pais, en cuanto al ejercicio 
anterior, proporciona a ésta el juicio técnico-juridico, indis­
pensable para analizar y calificar el rendimiento de cuentas que 
la Administración del Ejecutivo Federal presenta, atento a los 
criterios Generales de Politica Económica que se formulan para 
cada ejercicio anual del gasto público. 

Por otro lado la revisión de la Cuenta Pública tiene también 
su origen y sustento juridico en el principio general de derecho 
que impone al administrador de bienes ajenos la obligación de 
rendir cuentas de su gestión. 

En el ámbito de la Administración Pública este principio se 
traduce en el derecho incuestionable de los ciudadanos de conocer 
el origen y destino de los fondos que constituyen la Hacienda 
Ptíblica, en cuya formación han participado como contribuyentes. 
Por ello la evaluación de la acción administrativa y financiera 
de sus gobernantes entrafta un acto esencialmente politice, en 
virtud de que está referido y compete a la Asamblea Legislativa 
en quien se deposita la soberania popular. sin embargo, la intima 
relación ·entre disposiciones de Derecho Privado, como el prin­
cipio General antes anotado, y de Derecho Público, como lo son 
las Finanzas Públicas, implica que sus propuestas corresponden a 
la esfera del Derecho Económico. 

La Contaduria Mayor de Hacienda tiene como funciones prin­
cipales, denominadas por la Ley como de contraloria, comprobar si 
los fondos públicos han sido administrados correctamente y en 
cumplimiento de la legislación vigente, si se alcanzaron los ob­
jetivos y metas de los Programas aprobados en los Presupuestos 
correspondientes así como la supervisión del desempefto de la 
secretaria de la Contraloria General de la Federación y de los 
órganos de Control Interno en dependencias y entidades del 
Gobierno Federal para poder cumplime11tar sus trabajos en el menor 
tiempo. 

Tiene como principales facultades: acceso a toda i11formación 
relacionada con las dapendencias y entidades sujetas a control, 
es decir, a toda aquella documentación compl•:>mentaria que el 
órgano de control requiera para realizar la revisión; en caso 
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necesario podrá ei<tender su acción a todas aquellas personas 
físicas o morales que estén relacionadas con las operaciones 
gubernamentales. Promueve el fincamiento de responsabilidades que 
resulten de la revisión y en su caso solicita la imposición de 
sanciones a las autoridades competentes. 

Tiene como ámbito de acción a todas las dependencias y en­
tidades del sector Público, a los Gobiernos Estatales que manejen 
subsidios o recursos federales así como a las personas físicas o 
morales privadas que por algún motivo utilicen caudales públicos. 

En base a lo establecido en el artículo Jo. de su Ley 
orgánica, las atribuciones de la contaduría Mayor de Hacienda se 
clasifican según el objetivo que persiguen, existen atribuciones 
de verificación, de. auditoría, informativas, de determinación de 
responsabilidades, de interposición de denuncias, de normatividad 
y para formular recomendaciones. 

Se consideran atribuciones de verificación aquellas que 
tienen por objeto revisar si las entidades a que se refiere el 
artículo 20. de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto 
Público Federal, realizaron sus operaciones en lo general y en lo 
particular, con apego a la Ley de Ingresos y a los Presupuestos 
de Egresos de la Federación y del Departamento del Distrito 
Federal. Asimismo, se refieren al cumplimiento de disposiciones 
legales y reglamentarias relativas a Deuda Pública, Presupuesto, 
Contabilidad, Gasto Público y las relacionadas con la 
organización de la Administración Pública Federal, conforme a los 
ajustes de Programas de Inversión y montos aprobados, de confor­
midad con sus partidas y aplicación de recursos provenientes de 
financiamientos establecidos por Ley (subsidios, transferencias, 
deuda entre otros). 

Las atribuciones informativas, corresponden a los dos tipos 
de comunicación establecido entre la contaduría Mayor de 
Hacienda, la Comisión de Vigilancia y la Comisión de 
Programación, Presupuesto y cuenta Pública de la Cámara de 
Diputados. Los informes que realiza reciben el nombre de Previo y 
de Resultados. El primero se caracteriza por ser fundamentalmente 
un análisis preliminar de la información contable, financiera, 
presupuestaria y económica contenida en la cuenta Pública del 
Gobierno Federal y del Departamento del Distrito Federal que 
anualmente presenta el Presidente de la República. Este informe 
se hace con comentarios generales acerca de si la cuenta Pública 
fue presentada de acuerdo con los principios de contabilidad 
gubernamental; los resultados de la gestión financiera; la obser­
vancia en lo general de los preceptos legales aplicables; el 
:umplimiento de objetivos y metas en los principales programas y 
subprogramas aprobados; el análisis de los subsidios, las trans­
ferencias, las erogaciones adicionales y otros conceptos 
sinilar.;os. En él se hace un examen de las desviaciones presupues­
tal~s y debe presen~arse como ha qnedado consignado por conducto 
de la comiSión de '/igilancia dentro de los 10 primeros días del 
mes de noviembre. 

~a Ccmisión de Programación, Presupuesto ~· Cuenta Pública, 
=~n ~ase en el Inforr.ie ?revio, emite t1n dictamen qt1e se somete a 
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discusión del Pleno de la Cámara de Diputados. El debate, sin 
fecha fija, suele realizarse en los meses de noviembre o 
diciembre del mismo afio en que se presenta la cuenta. Aprobado el 
dictamen, las conclusiones de la revisión se formalizan en un 
acuerdo que ordinariamente se publica en el Diario Oficial de la 
Federación durante el mes de diciembre. 

El segundo informe que realiza la contaduría Mayor recibe el 
nombre de Informe de Resultados y por sus características es el 
más importante, en él se axponen los resultados finales de la 
revisión de las Cuentas Públicas, tanto del Gobierno Federal como 
del Departamento del Distrito Federal, asi como las 
irregularidades detectadas en el curso de la revisión y los 
resarcimientos obtenidos mediante las diversas acciones legales 
que lleva a cabo est°l' órgano de control del Poder Legislativo. 

Este informe comprende la revisión final del ejercicio 
presupuestal de d<>pendencias y entidades comprendidas en la 
cuenta Pública. Examina si realizaron sus operaciones, en lo 
qeneral y en lo particular, con apeqo a las Leyes de Ingresos y 
Presupuestos de Egresos de la Federación y del Departamento del 
Distrito Federal. se seftala, también, el cumplimiento especifico 
a las disposiciones contenidas en las Leyes General de Deuda 
P(lblica, de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de ,servicios 
relacionados con bienes muebles, Obras Públicas, Orgánica de la 
Administración Pública Federal, Entidades Paraestatales, del ser­
vicio de Tesorería de la Federación y de Planeación, con base en 
la práctica de auditorias directas, visitas e inspecciones a un 
sector representativo de la Administración Pública. 

El Informe de Resultados expone el total de las revisiones 
selectivas de los Ingresos Federales y de los del Departamento 
del Distrito Federal, de los egresos de las dependencias del sec­
tor Central, de las cuentas de Balance, de operación y de resul­
tados de las Entidades del Sector Paraestatal, del volumen, 
calidad y precios de las obras públicas, de las adquisiciones y 
gastos generales, de alqunos sistemas administrativos de apoyo y 
de los gastos financieros de dependencias y entidades que por su 
importancia puedan dar una muestra siqnificativa de la cuenta 
P(iblica. 

Adicionalmente, se presentan los resultados de las Acciones 
de seguimiento, tanto de las recomendaciones formuladas por la 
contaduría Mayor con motivo de revisiones anteriores, como de 
Pliegos de Observaciones pendientes de aclaración y solventaci6n, 
documentos que son el antecedente preliminar a los Pliegos de 
Responsabilidades que formula la Secretaria de la Contraloria 
General de la Federación ( 68 l . 

El Informe de Resultados conforme a lo dispuesto en el 
articulo Jo. fracción II, inciso b J de la Ley Orgánica de la 
contaduría, debe presentarse a la Cámara de Diputados por conduc-

(68) REGLAMENTO DE LA LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO 
PUBLICO, Art. 172. La SECOGEF está obligada a emitirlos en caso 
de que no sean solventados por los infractores responsables. 
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to de la Comisi6n de ~igilancia dentro de los 10 primeros días 
del mes de septiembre del año siguiente al de su recepci6n. 

Ahora bien, para ejercer las funciones de contraloria de los 
recursos públicos, el 6rgano técnico de la Cámara de Diputados 
cuenta con atribuciones de auditoria que le son conferidas para 
revisar toda clase de libros, instrumentos, documentos, practicar 
visitas e inspecciones y en general recabar los elementos de 
informaci6n necesarios para llevar a cabo la verificaci6n del in­
greso y gastos públicos. 

Esta revisi6n se extiende a los aspectos legales, 
econ6micos, contables, ·de sistemas administrativos, al control de 
obra pública y la evaluaci6n del alcance de las metas y objetivos 
planteados en programas y subprogramas aprobados. En caso de 
aparecer irregularidades en cuanto a la falta de comprobaci6n o 
justificaci6n en los gastos o en los ingresos, se determinarán 
las responsabilidades procedentes, conforme a las acciones 
legales que ejercita la contaduría Mayor, en términos de lo dis­
puesto por los artículos 32 y 33 de su Ley orgánica que es­
tablece que se podrán formular Pliegos de Observaciones respecto 
de las irregularidades detectadas en el curso de las visitas, 
inspecciones o auditorias practicadas, y que deberán ser 
desahogados o solventados dentro de los 45 dias hábiles pos­
teriores a su notificaci6n. 

En caso de no comprobarse o justificarse el gasto o la -­
irregularidad de que se trate, la propia contaduría Mayor 
promueve el fincamiento de responsabilidades ante la secretaria 
de la contraloria General de la Federaci6n, seftalándose la 
responsabilidad administrativa en que se hubiere incurrido. 
Tratándose de responsabilidades de carácter penal, la contaduría 
Mayor está facultada para presentar la denuncia penal correspon­
diente. 

En cuanto a los ingresos percibidos por la Hacienda 
Pública, puede solicitar a la autoridades fiscales el cobro de 
las cantidades no percibidas o en su caso el pago de recargos y 
la imposici6n de multas correspondientes. 

Por otra parte, la contaduría Mayor puede hacer recomen­
daciones a las entidades revisadas tendientes a mejorar sus sis­
temas administrativos, contables o de apoyo al control y en su 
caso solicitar la ejecuci6n de l6s actos, convenios o contratos 
que afecten a los Programas, subprogramas, Partidas y 
Presupuesto. 

Las atribuciones en aspectos normativos se refieren a las 
recomendaciones que la Contaduría Mayor emite a la secretaria de 
Hacienda y Crédito Público, con el objeto de uniformar los 
criterios en materia de contabilidad gubernamental y archivo 
contable. ·Esta dependencia del Ejecutivo Federal debe tomar en 
cuenta las recomendaciones que sobre el particular se le formulan 
a fin de establecer normas, procedimientos, métodos y sistemas 
para la integraci6n de la cuenta Pública, Además, debe promover 
la elaboraci6n de los manuales correspondientes para su 
aplicación interna no s6lo en la citada dependencia sino también 
en el Archivo General de la Naci6n, especificando qué docwnentos 
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justificativos y comprobatorios deben conservarse, destruirse o 
microfilmarse, según lo establece el articulo 18 de la Ley 
Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

Las principales áreas encargadas de realizar las funciones 
de contraloria de la Cdhtaduria Mayor de Hacienda, por 
disposición del Reglamento Interior publicado en el Diario Ofi­
cial de la Federación el 5 de agosto de 1988 son: 

-La Subcontaduría Mayor de Hacienda, a quien le corresponde 
en términos generales desempeftar las actividades y funciones que 
el Contador Hayor de Hacienda expresamente le encomienda. Esta 
área administrativa coordina y supervisa las funciones de las 
unidades administrativas que realizan tareas de revisión; en este 
sentido propone los proqramas de auditoria que se practicarán a 
entidades o dependencias públicas. Además, interviene en la 
preparación de estudios y proyectos que competen a la contaduría 
Mayor de Hacienda en cuanto órgano superior de fiscalización. 

-La Dirección General Jurídica, que es dentro de la estruc­
tura orgánica de la contaduría Mayor de Hacienda, la principal 
encargada de calificar la Revisión Jurídico-Económica de la 
cuenta P6blica en sus dos vertientes, puesto que está facultada 
para dar apoyo jurídico a las demás Direcciones Generales que in­
teqran a la contaduría, en lo que se refiere a la aplicación e 
interpretación de las leyes seftaladas en páginas anteriores. 
Asimismo, esta unidad administrativa· tiene facultades para 
revisar a las dependencias y entidades tanto del Gobierno Federal 
como del Departamento del Distrito Federal, para cerciorarse si 
dichas dependencias y entidades han aplicado o si se han ajustado 
correctamente a las leyes que les son aplicables y a sus manuales 
de orqanización Este tipo de revisión recibe el nombre de 
Auditoria de Leqalidad. 

Por otro lado, está encargada de efectt1ar el examen respecto 
de los dictrunenes emitidos por las áreas sustantivas en relación 
a las irreqularidades detectadas en las at1ditorías realizadas, y 
en caso de que se determine que efectivamente existe alquna -­
irregularidad procede jurídicamente formulando Plieqos de Obser­
vaciones, Oficios de seftalamiento o en caso de no ser solventados 
promt1eve el fincamiento de responsabilidades ante la autoridad 
correspondiente (SECOGEF). · 

-La Dirección General de Auditoria de Egresos al sector 
Central, le compete principalmente la práctica de auditorias 
financieras y de sistemas en las dependencias de la 
Administración P6blica Federal, sector central, asi como en el 
Departamento del Distrito Federal, éste último por convención de 
evaluación inteqral es revisado por esta Dirección tanto en su 
sector eentral como como el paraestatal. 

-La Dirección General de Allditoria de Inqresos al sector 
central, es competente para la revisión de la Ley de Inqresos de 
la Federación y del Departamento del Distrito Federal. En este 
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ímbito da la Administración Pública Federal tradicionalmente la 
dapendencia que principalmente tiene el manejo y administración 
de los ingresos es la secretaria de Hacienda y crédito Público, 
asi como la Tesorería del Departamento del Distrito Federal, a 
las que se canaliza la principal atención de la revisión por 
parte de esta unidad administrativa. 

-La Dirección General de Auditoria al sector Paraestatal. 
Ejerce ftmciones de contraloria como su nombre lo indica, en el 
ámbito de competencia del Sector Paraestatal de la Administración 
Pública Federal. Por las caracteristicas de las entidades, la 
revisión que se practica se dirige indistintamente a los 
renglones del ingreso y del egreso, labor que se desarrolla a 
través de la práctica de revisiones de carácter financiero y de 
sistemas. 

-La Dirección General de Auditoria de Obra Pública, 
petente para revisar las obras pl'.!blicas previstas en el 
de Inversiones del Gobierno Federal y en el Departamento 
trito Federal. 

es com­
Programa 
del Dis-

-La Dirección General de Evaluación de Programas, supervisa 
el cumplimiento de objetivos y •etas de los Presupuestos p6blicos 
que como se sabe tienen su base programitica y se vinculan con el 
sistema de .Planeación de110Crática em el Plan Nacional de Desa­
rrollo. Esta Direcci~n evalúa el cumplimi<!llto progr.,.ático de 
todas las dependencias y entidades que configuran el sector 
Central y Paraestatal del Gobierno Federal f del Departamento del 
Distrito Federal. 

Su función de contraloria se abre en dos vertientes: 
l. Vincula razonabili4ad y suficiencia de los objetivos y 

metas de les presupuestos públicos en relación con los prin­
cipales instii:umentos de planeación democrática (Plan Nacional de 
Desarrollo, Planes de MedillllD Plazo, P1anes Operativos, etc.) 

2. VerHica la razonabilidad en el. cumplimiento de las metas 
anuales, asi como la suficiencia de los recursos vinculados en su 
cumpll.miento, determinando si éstas fueron suficientes y 
adecuados o bien, si fueron eJCce~.ivos o desproporcionales, 

-A la Dirección General' de Análisis e Investigación 
Económica le corresponde el análisis de coytmtura económica, 
macroeconómica, financiera y presupuestarias, asi como del com­
portamiento de la econ0111ia nacional, para ubicar la situación de 
México en el contexto internacional, y su función y análisis 
temáticos, sirven de insumos para la preparación de los Informes 
Previo y de Resultados sobre la Revisión de la cuenta Pública . 
.;nali:a el Informe Presidencial, lc-s Presupuestos de Egresos y 
las la~·as de Ingreso de la Federación 'J el Departamento del Dis­
~ritc Federal, documentos todos estos qt1e referidos a la gestión 
financiera del Ejecutivo, sirven de base para emitir un criterio 
;¡enenl sobre su actuación. 
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Todas las unidades administrativas antes sef\aladas, efectdan 
auditorias que de manera simplista se entienden como el producto 
más acabado de la Revisión de la cuenta Pública. Sin embargo -­
existe confusión en cuanto a la forma y el fondo, es decir 
materialmente la contadur:fci Mayor de Hacienda realiza un examen 
legal que debe entenderse en sentido amplio y que se relaciona 
con las llamadas Auditorias Gubernamentales, cuya tendencia 
dentro de la modernización del sector público se enfoca a la 
práctica de auditorias integrales, •catalogadas como el proceso 
continuo en el que un grupo profesional multidisciplinario opina 
acerca del grado y forma en que se está cumpliendo el objetivo 
social de una entidad o programa especifico" (69). Sin embargo, 
se deben diferenciar los continentes llamados "Auditorias" del 
contenido: Revisión ~egal. Esta distinción evita la confusión 
semántica entre los medios con que cuenta un órgano de control 
(Visitas, Inspecciones, Auditorias, Investigaciones) y el fin 
primordial del examen de la cuenta Pdblica gubernamental: su 
Revisión juridico-económica. 

Bien entendida esta diferencia nos conduce a la conclusión 
de que la dnica revisión posible de la actividad financiera esta­
tal es juridica, referida siempre a su entorno económico y con 
miras al cumplimiento del objetivo politice que con antelación le 
otorgó la representación popular al Ejecutivo de la .. Unión. 
Además, la labor que desarrolla la contaduria Mayor de Hacienda, 
por mandato constitucional y como consecuencia lógica abarca al 
supremo Poder de la Federación. Bn sintesis, la Revisión 
juridico-económica de la Cuenta Pública comprende un exaaen del 
grado de cumplimiento de la Administración Pública Federal y 
Paraestatal de disposiciones legales, reglamentarias y nor11ativas 
relacionadas con el manejo de recursos públicos. En ese orden de 
ideas es válido adelantar que se trata de una completa, 
suf!ciente y competente evaluación juridica (ya que se revisa no 
sólo el marco legal, sino la totalidad de las disposiciones 
reglamentarias y normativas). 

Esta labor de control juridico, por razones que más adelante 
describimos, se ha conceptualizado semánticamente como: 
Auditoria. Bajo esta denominación tenemos, lato sensu: 
Auditorias financieras, de sistemas, operacionales de obra 
pdblica, programáticas, etc. y en strictu sensu: la Auditoria de 
Legalidad. En este rango la propia contaduria Hayor de Hacienda 
ha sef\alado que el criterio a seguir en estas auditorias no es el' 
mismo que se da en el ámbito privado. Por ello, se considera que 
la Revisión Legal de la cuenta Pdblica agrupa en general todo 
este tipo de auditorias en \ID género común: la Auditoria In­
tegral, que procura a todas las especies en una sola y cuyo 
objet:vo: es evaluar si los recursos financieros, fisicos y 
humanos son administrados con economia, eficiencia Y eficacia; si 

(69) GIORDANO GOMEZ, SALVADOR en "La A\lditoria Pública en 
Mé:<ico", tomado de la sección "Ideas" del periódico Excelsior del 
25 de octubre de 1991. 
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es razonablemente cumplida la obligación que tienen los ser­
vidores Públicos de informar sobre el cumplimiento de su mandato 
o responsabilidad de administrar los recursos; verificar se hayan 
acatado las disposiciones legales y reglamentarias aplicables; 
determinar oportunidades de mejora de la administración, 
operación y situación financiera de las dependencias y/o en­
tidades y efectuar el seguimiento que permita constatar la 
implantación de las medidas sugeridas para mejorar la gestión" 
( 70). 

En apoyo a lo anterior, funcionalmente la estructura de la 
contaduría Mayor de Hacienda, confiere a la Dirección General 
Jurídica la facultad de reunir todos los productos terminados de 
la Revisión final a las diversas dependencias y entidades, con­
forme al Reglamento' Interior. consecuentemente, corresponde al 
área legal el definir, identificar, determinar, evaluar las -­
irregularidades detectadas en el curso de las auditorías prac­
ticadas, para posteriormente someter a consideración del contador 
Mayor la promoción, cancelación o terminación de las acciones 
legales que proceden. 

Así pues, del contexto general de la Ley Orgánica de la 
Contaduría Mayor de Hacienda, así como de otras disposiciones que 
se relacionan con la determinación, constitución y fincamiento de 
responsabilidades, se infiere con claridad que este ordenamiento 
faculta a su área jurídica para la prosecución de cualquier 
irregularidad detectada porque el sustento que permite su 
exigibilidad siempre es y será: jurídico. 

Cabe hacer notar, por otra parte, que la Ley Orgánica de la 
Contaduría Mayor se ocupa eminentemente de Responsabilidades 
Civiles, aún cuando su fincamiento, como se verá más adelante, es 
exigible por la vía administrativa; pudiéndose confundir, si no 
se atiende a su naturaleza civil, con las responsabilidades ad­
ministrativas. En efecto, por disposición expresa del articulo 
24, las responsabilidades deben perseguir el objetivo de cubrir a 
la Hacienda Pílblica Federal o la del Departamento del Distrito 
Federal, o al patrimonio de las entidades de la Administración 
Pítblica Federal Paraestatal, los daños y perjuicios estimables en 
dinero que la llegaren a afectar, independientemente de las 
responsabilidades administrativas. En apoyo a este criterio en­
contramos que para Andrés serra'Rojas: "La responsabilidad civil 
:le los servidores del Estado se'origina siempre que la falta de 
éstos ha causado perjuicio a la administración o a los par­
ticulares en los casos que. . . 1. Respondan por los dai!os o per­
juicios en los bienes estatales. 2. Respondan por los daños o 
perjuicios que ocasionen al patrimonio de los particulares, 
cuando éstos tengan derecho a repetir en contra del Estado por 
actos de sus servido1·es ... " "Esta responsabilidad de lesividad 
al patrimonio del estado se traduce por lo regular, en la 
i11demnización de da1,cs o perjuicios, aunque con frecuencia se 
dispersa ~n la jerarquía administrativa o se reduce a meras san--

( 70) Ibidem. 
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cienes disciplinarias" ( 71) . 
Con las particularidades anotadas podemos decir que las 

responsabilidades establecidas por la Ley Orgánica, tienen las 
siguientes caracteristicas: 

a) Las detectadas en m._teria de ingresos serán imputables a 
los causantes del Fisco Federal o del Departamento del Distrito 
Federal, por incumplimiento a las leyes fiscales; a los empleados 
funcionarios de las dependencias o entidades por la inexacta 
aplicación de aquéllas; asi como a los empleados o funcionarios 
de la contaduria Mayor de Hacienda cuando al revisar la cuenta 
Pública no formulen las obser'laciones sobre las irregularidades 
que detecten (art. 28, fracc. I). 

b) En materia de gasto público serán imputables a los fun­
cionarios o empleados de las dependencias o entidades, por la in­
debida aplicación de las partidas presupuestales o falta de 
documentación justificatoria o comprobatoria del gasto; a las 
empresas privadas o a los particulares que hayan incurrido en in­
cumplimiento de las obligaciones contraidas por actos ejecutados, 
convenios o contratos celebrados con dependencias o entidades; 
asi como también a los empleados o funcionarios de la contaduria 
Mayor de Hacienda, cuando al revisar la cuenta Pública no for­
mulen las observaciones sobre las irregularidades que detecten 
(art. 28, fracc. II). 

c) Igualmente serán imputables las responsabilidades a los 
funcionarios de las dependencias o entidades que dentro del 
término de 45 dias hábiles siguientes a la recepción de los 
Pliegos de Observaciones que formule y les remita la contaduría 
Mayor de Hacienda, no rindan, o dejen de rendir sus informes, 
acerca de la solventación de esos pliegos (art. 28, fracc. III). 

Tocante a esta última disposición, es pertinente destacar 
que el.criterio que actualmente tiene la contaduría Mayor de 
Hacienda respecto de la falta de rendición de los informes acerca 
de la solventación de los Pliegos de Observaciones, es el de que 
tal abstención constituye una falta administrativa que da lugar a 
la aplicación de las sanciones establecidas por la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, por parte de la 
autoridad competente; habiendo dejado a un lado la respon­
sabilidad civil consistente en la indemnización de los daños y 
perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública. 

Dicho criterio, además, se ha hecho extensivo no sólo a la 
falta de solventación de los Pliegos de Observaciones, sino a la 
falta de contestación oportuna de cualquier requerimiento de la 
contaduría Mayor de Hacienda, formulado en uso de sus 
atribuciones, fundado y motivado legalmente. 

d) otra característica importante de las responsabilidades a 
que se viene haciendo referencia, es la de que pueden deter­
minarse en forma subsidiaria con las de los servidores públicos 
responsables, a les organismos que componen la Administración Pú-

(71) SERRA ROJAS, ANDRES, Derecho Administrativo I, Editorial 
Porrúa Hnos., S.A., México, 1983, p. 468. 
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blica Paraestatal, a los empleados o funcionarios de ésta, y 
solidarimente a las empresas privadas y a los particulares, por 
su coparticipación de actos u omisiones sancionados por la Ley 
(art. 30). 

e) Independientemente de la mucho mayor importancia que 
tienen las responsabilidades civiles de acuerdo con la Ley 
orgánica de la contaduría Mayor de Hacienda, no puede des­
conocerse que el propio ordenamiento hace referencia también a 
responsabilidades adllinistrativas, penales y aún a las políticas, 
lo que evidencia en los artículos 31, 2o. párrafo; 36, 37 y 38. 
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z. 11 control Directo. 

a) La Secretaria de la Contraloria General de la Federaci6n. 

Al interior de la Aaainistraci6n Ptiblica Federal, la 
secretaria de la Contraloria General de la Federaci6n lleva a 
cabo un control interno en las diversas dependencias y entidades 
que la integran, enca11inado a investigar y co•probar la eficien­
cia y/o eficacia en 1u actuaci6n. 

E•ta "fiscalizaci6n a priori" (72) tiene por objeto el ren­
dimiento de cuentas y la evaluaci6n del c1111pli•iento de preceptos 
legales en materia de planeaci6n, presupuestaci6n, ingresos, 
financiamiento, inversi6n, deuda, patri•onio, fondos y valores 
propiedad y al cuida~o del GObierno Federal. 

Cabe distin;uir que la función que desarrolla esta depen-
· dencia del Ejecutivo Federal no puede por su naturaleza 
monocrát1ca y de dependencia jerárquica, investigar respecto de 
la trascendencia económica de la actuación estatal. En esto 
estriba esencialmente au diferencia con el •control ex-post• que 
efect6a el Poder Legislativo (73). 

No obatante lo antmrior, a partir de la formación de la 
Secretaria de la contraloria General de la rederaci6n . 1e ha 
logr1do eatablecer un Sistema Nacional de control y, 1veluaci6n 
Guberna•ental, cuyo objeto principal es inspeccionar el ejercicio 
del Ga1to Ptiblico federal y 1u congruencia con el Presupuesto de 
Bgreao• de la rederaci6n. Adicionalmente esta secretaria ha 
detallado mediante la expedición de normas y criterios generales 
11 funcionamiento de los instr1111entos y procedimientos de control 
de la Adllini•tración Ptiblica Federal, en concordancia con las 
raco••ndaciona• hachas por la Contaduria Mayor de Hacienda. 

Por otro lado resalta la i•portante atribuci6n de esta de­
pendencia tocante a vigilar el cumpli•iento de las normas de con­
trol y fi1calización en cuanto a los 6rganos de control interno 
di dependencia• y entidades de la Adllinistraci6n P6blica federal, 
cuyo establecimiento, por disposici6n exPresa de la Ley Federal 
de R11poneabilidades reeulta indispensable a fin de identificar, 
inva1tigar y determinar las responsabilidades derivadas del in­
cumplimiento de las obligaciones seftaladas en este orden1111iento 
para los Servidor•• P6blicos. Ati, "los 6rganos de control in­
terno son unidades de apoyo a la función directiva de una depen­
dencia o entidad a quien se subordinan estructuralmente. sus ac­
tividades la1 realizan de acuerdo con disposiciones, normas y 
lineamientos expedidos por la SECOGEF, de la cual dependen fun-

(72) fAYA·VIESCA, JACINTO, Op. Cit., pp. 306-311. Quien, además, 
conforme a la doctrina austriaca, realiza una exhaustiva div1si6n 
del control, atendiendo a sus 6rganos, objetos, criterios, 
plazos, t•cnica1 y efectos; análisis que puede aplicarse a la 
realidad mexicana en la materia. 
( 73) IllIDEll. 
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cionalmente" (74). Es prudente hacer notar que la determinación 
de responsabilidades que realiza la contaduría Mayor de 
Hacienda, se agota en la promoción ante el órgano facultado por 
la Ley, por lo que su imposición, es decir la sanción correspon­
diente se aplica, ya sea por el órgano de control interno de la 
dependencia o entidad, por el superior jerárquico de la misma o 
bien por la propia Secretaría de la Contraloria General de la 
deración. 

De lo anterior se infiere que la realización y práctica de 
auditorías por parte de la SECOGEF obedece a dos criterios 
fundamentales: la rendición de cuentas, esto es la comprobación 
entre el contenido de los libros y documentos que sirven de 
soporte al ejercicio del Gasto Público Federal, contra la 
justificación do~ume'ntal (glosa de contabilidad) y por otro lado 
la inspección del rendimiento de la administración, conforme a 
las circunstancias comprobadas y previamente contabilizadas, que 
tiendan a verificar la eficiencia y/o eficacia de las acciones 
emprendidas por la administración pública. Esto significa que el 
objetivo que persiguen este tipo de auditorías en ningún modo 
contempla el análisis o investigación de los resultados obtenidos 
en la gestión financiera estatal. Sin embargo, este tipo de ac­
ciones emprendidas por el Ejecutivo Federal son de suma importan­
cia, para facilitar la labor de la contaduría Mayor de Hacienda. 

De singular importancia son las atribuciones con que cuenta 
la Secretaria de la contraloría General de la Federación, 
respecto de la contratación de deuda y el manejo de fondos y 
valores que formula la Secretaria de Hacienda y Crédito .PCiblico. 
En este sentido hay que puntualizar que en los últimos ejercicios 
fiscales el cumplimiento del Ejecutivo Federal tocante a los 
límites de endeudamiento aprobados por el Congreso, han sido 
respetados fehacientemente, lo que proporciona seguridad y cer­
teza en el manejo de las finanzas públicas. 

Con la reciente desaparición de la Secretaria de 
Programación y Presupuesto, la Secretaría de la Contraloría 
General de la Federación ha pasado a ser la dependencia direc­
tamente encargada de vigilar y participar corresponsablemente en 
los proyectos de normas de contabilidad, y de control en materia 
de programación, presupuestación, administración de recursos 
humanos, materiales y financierós que formula la secretaría de 
Hacienda y crédito Público, y que irradia a toda la 
Administración Pública Federal. 

Finalmente a la secretaria de la Contraloría General de la 
Fe.deración le corresponde la coordinación con la contaduría Mayor 
de Ha:ienda para el establecimiento de procedimientos necesarios 
que permitan a ambos órganos el cumplimiento de sus respectivas 
responsabilidades. Así tenemos que generalmente el vínculo que se 
establece entre el Poder Ejecutivo y el Poder I,egislativo para la 
detección de irregularidades es a través de esta peculiar 
relación entre ambas dependencias, lo que implica una coadyuvan­
cia ~n las funciones de contraloria, un intercambio de comunica--

(74) ·1IOROANO GOMEZ, SALVADOR, Op. cit. p. 2-I 
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ción y datos asi como el eficaz y oportuno cumplimiento de las 
resoluciones que dicta la contaduría Mayor de Hacienda. 

Esto último en razón de que respetando el principio de 
división de poderes el Ejecutivo Federal por conducto de la 
propia secretaria de la contlaloria General de la Federación, en 
su carácter de autoridad administrativa constituye (es decir im­
puta y está obligada a respetar la garantía de audiencia del 
articulo 14 constitucional) y finca responsabilidades, que pos­
teriormente, haciendo uso de la facultad económico coactiva, hace 
exigible la secretaría de Hacienda y crédito Público, mediante el 
procedimiento administrativo de ejecución regulado en el código 
Fiscal de la Federación. 

Al decir que ~l r.ontrol interno se establece por un órgano 
monocrático, nos referimos al acto estatal en el que sólo "es 
suficiente la decisión de voluntad de una sola persona para el 
ejercicio de sus funciones" (75). Sin que sea peyorativo sabemos 
que la SECOGEF ordena el control, vigilancia y fiscalización, 
conforme a las políticas que le fija el Presidente de la 
República. 

Interviene además, a solicitud de los gobiernos estatales en 
la implantación de sus sistemas de control y evaluación, con base 
en los acuerdos de coordinación que suscriba con el Ejecutivo es­
tatal. De igual forma participa en los organismos de planeación 
regional, en las ó.reas de control, fiscalización y evaluación de 
entidades federativas. Dichas disposiciones nos permiten con­
siderar que la actuación de la Secretaría de la Contraloría 
General de la Federación se orienta a la sistematización y 
uniformidad de criterios en materia de control. sin embargo, toca 
a la Contaduría Mayor de Hacienda la fiscalización de recursos 
federales aplicados via subsidios por los gobiernos Estatales. 

De particular importancia son las funciones relativas a 
responsabilidades y situación patrimonial, pues como ya ha edado 
anotado la imposición de sanciones le compete exclusivamente por 
disposición de la Ley Federal de Responsabilidades. Asimismo 
lleva el registro de la situación patrimonial de los servidores 
públicos, ajustándose a las normas y formatos asi como a los 
manuales e instructivos que expide para ese efecto. 

(75) ZIPPELIUS, REINHOLD, Op. Cit., p. 109, 
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b)Dep•ndencias Globalizadoras y Coordinación Sectorial. 

Desde principios de siglo Pablo Leroy-Beaulieu consideraba 
como función esencial de los Ministerios de Hacienda la formación 
del Presupuesto, porque: "estando al frente de las diversas ad­
ministraciones permanentes, tienen bastantes informaciones para 
darse una cuenta exacta, tanto de los diferentes servicios del 
Estado, como de la cifra probable de los recursos diversos que 
podrá realizar ... " Además seilalaba que el Estado: " ... teniendo 
administraciones fijas que mantener, tareas regulares y uniformes 
que cumplir, aparte de ciertas obras extraordinarias y urgentes 
que ejecutar, estando obligado también a fiarse, para la 
percepción de los in'gresos y la ejecución de los gastos, de fun­
cicnarios de todos órdenes, muy numerosos, muy diversos, a los 
que importa, para evitar el derroche y las dilapidaciones, 
vigilar muy de cerca; un Estado, para ser bien conducido, debe 
sujetarse a mucho más orden aún, a mucho más vigilancia, a mucho 
más rigor y exactitud que el particular reputado como más 
minucioso y más atento. El procedimiento que los pueblos civi­
lizados han adoptado para llegar a este orden, a esta vigilancia, 
a esta exactitud y a este rigor, es lo que se llama el 
Presupuesto" ( 76). 

En nuestro país el articulo 4o. de la Ley de Presupuesto, 
contabilidad y Gasto Público sef\ala que la programación de los 
recursos del gobierno federal se basará en las directrices y 
Planes Nacionales de Desarrollo económico y social que formule el 
Ejecutivo Federal por conducto de la extinta Secretaria de 
Programación y Presupuesto, cuyas atribuciones deben entenderse 
referidas a la secretaria de Hacienda y crédito Público por 
determinación del articulo So. transitorio, del decreto que 
deroga, reordena y reforma diversas disposiciones de la Ley 
orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 21 de febrero de 1992. 

Así tenemos que la secretaria de Hacienda y crédito Público 
en cumplimiento de lo dispuesto por el articulo 126 de la 
constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, procede 
para la disposición de los fondos del. Gobierno Federal, de 
acuerdo con los Programas aprobados en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación. En la ejecución de estos últimos, las 
secretarias de Estado o Departamentos Administrativos, además de 
orientar y coordinar la planeación, programación, presupuestación 
y evaluación del gasto de las entidades que queden ubicadas en el 
sector que esté bajo su coordinación, deberán implementar un con­
trol r~gular del manejo de fondos federales y proporcionar 
información al Sistema Integral de Información de los Ingresos y 
üasto= ?úblicos. 

\~ói ~EROY-BEAULIEU, F111!LO, Imprenta de Gabri~l de L. y del 
Hcrn:, Madrld 19::, pp. 391-393. 
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Esta importante función se basa en que el ejercicio del 
Presupuesto debe responder en el ámbito de competencia que le 
corresponde a la dependenlia globalizadora conforme a los ob­
jetivos, metas, costos, unidad de responsables de su ejecución y 
partidas presupuestales que se consignan en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación.Por ello podemos hablar de que el con­
trol de la gestión financiera del Estado se inicia a partir de 
la distribución que de él se hace en el Presupuesto de Egresos de 
la Federación. De esta forma, en este documento se establece una 
"clasificación de los gastos públicos basada en un criterio 
orgánico y organicista, en virtud de que el Estado asigna recur­
sos económicos a 'órganos concretos de los Poderes Federales, 
Legislativo, Judicial y de la Administración Pública Federal 
centralizada y. paraestatal" (77). Asi tenemos que la 
clasificación del gasto se identifica con la división ad­
ministrativa que el Gobierno Federal por conducto de la ahora 
secretaria de Hacienda y crédito Público ha estructurado para 
cada una de las entidades de acuerdo a su marco sectorial, su 
resumen programático económico y la descripción y metas de sus 
programas y subprogramas. 

Aun cuando no es objetivo de este trabajo, cabe mencionar 
que el ejercicio del Gasto Público Federal, sujeta a reglas 
especificas a las Dependencias Globalizadoras, de entre las que 
destacan: 

- Los lineamientos se~alados en el Presupuesto de Egresos.de 
la Federación. · 

- La regulación, forma y términos de su aplicación que orde­
na la Ley de Presupuesto, contabilidad y Gasto Público. 

- El grado de cumplimiento contra los programas, detección 
de desviaciones y medidas correctivas que establece la Ley 
de Planeación. 

- El cumplimiento estricto dentro de los límites autorizados 
como lo dispone la Ley General de Deuda Pública, de los 
financiamientos adquiridos. 

Para el·ejercicio fiscal de 1992 el articulo 9o., del 
Decreto de Presupuesto, hace· responsables de la ejecución con 
oportunidad y eficiencia de las acciones previstas en los diver­
sos programas a los Titulares de las dependencias así como los 
órganos de gobierno y directores o equivalentes de las diversas 
entidades que integran la Administración Pública Federal. La 
responsabilidad corresponde a obligaciones, interpretadas a con­
trario sensu en el articulo 10, a saber: el cltmplimiento de metas 
:le les Programas aprobados, la ejecución de los recursos asigna--

(77) FAYA VIESCA, JACINTO, Op. Cit. 
KER, JORGE, en Derecho Económico, 
públicas y el Derecho Económico 
política fiscal", p. 112-118. 
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dos a los ml1imos sin desviaciones o distracciones en su desa­
rrollo, el manejo de disponibilidades financieras en cumplimiento 
a los lineamientos que emita la secretaría de Hacienda y crédito 
PClblico; la celebración de convenios de asunción de pasivos y el 
cumplimiento de obligaciones pactadas en los programas de 
saneamiento o en los compromisos de déficit o superávit y en 
general ejercitar el Presupuesto con base a las normas que dicte 
la propia Secretaría de Hacienda o la Secretaría de la 
contraloría General de la Federación. 

En tratándose de créditos externos, las dependencias o en­
tidades solamente podrán ejercerlos si se encuentran incluidos en 
sus respectivos presupuestos autorizados y con la aprobación 
previa y expresa de 'la Secretaría de Hacienda y Crédito PClblico, 
con características de intransferibilidad y siempre y cuando 
cubran el servicio de deuda que el mismo crédito genere. 

Es causa de responsabilidad para los encargados de la 
ejecución del Presupuesto el contraer compromisos fuera de las 
limitaciones consignadas en él o acordar erogaciones que no per­
mitan la atención de servicios públicos o el cumplimiento de 
metas presupuestales. Sin embargo, el documento aprobado por la 
cámara de Diputadca, indica que las partidas correspondientes al 
concepto 8100 del ramo XXIII, tienen el carácter de secretas, y 
éstas sí pueden utilizarse por los titulares de las dependencias 
y organismos o entidades fuera de los proyectos, planes y metas 
de los· Programas y subprogramas. 

se considera como Programas y Proyectos Prioritarios y 
Estratégicos del Gobierno Federal los relativos al rubro de 
lidaridad y Desarrollo Regional, así como los concernientes a 
comercialización de productos agropecuarios, infraestructura 
básica y medio ambiente; en estos rubros el Ejecutivo Federal 
está facultado para autorizar erogaciones adicionales. De igual 
forma para anortizar deuda pública o la creación de nuevas en­
tidades paraestatales se autoriza al Ejecutivo para que como con­
secuencia de los ingresos que obtenga de la liquidación o 
extinción de entidades paraestatales, o bien de la enajenación de 
bienes muebles o inmuebles que no sean útiles y de recursos 
provenientes de la recuperación de seguros, los utilice y destine 
para esos fines. ' 

Puede el Ejecutivo Federal efectuar reducciones al 
Presupuesto en caso de presentarse contingencias que repercutan 
la disminución de los ingresos proyectados. Sin embargo, los 
ajustes y reducciones se deben realizar en forma selectiva y sin 
afectar las metas sustantivas del gasto social y principales 
proyectos de inversión optando preferentemente en los casos de 
Programas de Inversión por aquellos de menor productividad e im­
pacto social y económico. En caso de exceder estas reducciones el 
i:. 5% a .nás de adoptar las medidas pertinentes, informará de in­
mediato a la cámara de Diputados por conducto de la Comisión de 
Programación, Presupuesto y cuenta Pública. 

La recaudación obtenida por las dependencias federales, no 
puede, por así ordenarlo el Presupuesto de Egresos destinarse a 
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fines especificos, sino que deberá concentrarse en la Tesorería 
de la Federación, salvo por disposición de Ley y hasta por el 
monto que indique la ahora secretaria de Hacienda y Crédito 
P11blico. 

Se define como Economía& del Presupuesto los importes no 
devengados en el pago de servicios personales así como las 
diferencias en cambios que deberán aplicarse a Programas 
prioritarios de las propias dependencias y entidades que la 
generen. 

Para el caso de la administración, control y ejercicio de 
ramos de erogaciones no sectorizables se encomienda a la 
Secretaría de Hacienda y crédito Público, en especial apor­
taciones de Seguridad Social y de Solidaridad y Desarrollo 
Regional. Igualmente· esta dependencia procede. a la administración 
de deuda pública, participaciones a Estados y Municipios y 
erogaciones por saneamiento financiero. Debe hacerse hincapié, en 
la reciente reforma a la Ley orgánica de la ~dministración 
Pública Federal, que a partir del 25 de mayo de 1992, creó como 
dependencia del Ejecutivo Federal a la secretaría de Desarrollo 
Social para el despacho de las políticas generales de desarrollo 
social, asentamientos "humanos, desarrollo regional y urbano que 
agrupan el rubro del Presupuesto de Egresos de la Federación co-­
rrespondiente a: "Solidaridad y Desarrollo Regional". 

se indica en el Presupuesto de Egresos de la Federación dis­
posiciones de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestal 
cuya inobservancia e incumplimineto da origen a responsabilidad 
en términos de la Ley de la materia. Tal es el caso de la 
creación de nuevas plazas salvo en el caso de Programas .de 
educación, salud, procuración de justicia y seguridad nacional y 
para la entidades paraestatales cuando con la formación de nuevas 
plazas se garantice el incremento de su productividad. No pueden 
llevarse a cabo tampoco conversiones de plazas, puesto y 
categorías a excepción de que se recabe autorización de la 
secretaria de Hacienda y crédito Público o del órgano de Gobierno 
en el caso de entidades paraestatales, sin que esto implique 
traspaso o ampliación de las previsiones presupuestadas. 

se ordena en el Presupuesto de Egresos de la Federación, que 
los servicios personales deberán enfocarse a acciones de 
descentralización, y sujetarse estrictamente a los niveles es­
tablecidos en tabuladores de' sueldo, cuotas, tarifas y demás 
asignaciones autorizadas por la S.H.C.P. Para el caso de horas 
extraordinarias los pagos se efectúan de acuerdo a la 
contratación colectiva en entidades paraestatales y según lo 
regulen las disposiciones de la propia S.H.C.P. para 
remuneraciones adicionales en el sector central. No pueden ex­
cederse los montos autorizados para gastos por conceptos de 
honorarios y estos tíltimos no se pueden contratar para el 
desi;mpe5o de labores iguales o similares a las que realiza el 
perscnal que forma la planta de la dependencia o entidad de que 
se trate; su autorización compete invariablemente al titular de 
la dependencia o ál órgano de gobierno de la entidad, sin que sea 
susceptible de transforenr:ia a otros capítulos presupuestales. 
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Otras reglas :¡ue precisa el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el adecuado control de la gestión financiera del 
Estado es la limitación para gastos de representación y desempedo 
de comisiones oficiales. 

Para el caso de erogaciones en el exterior éstas deben 
referirse a representaciones, delegaciones u oficinas o bien a 
cuotas de organismos internacionales expresamente previstas en el 
Presupuesto, 

No se pueden efectuar adquisiciones o arrendamientos de 
bienes inmuebles para oficinas públicas, de mobiliario, equipo y 
servicios destinados a Programas administrativos salvo los indis­
pensables para su operación; tampoco en cuanto a la adquisición 
de vehículos aéreos, terrestres y marítimos con excepción de 
aquellos necesarios 'para salvaguardar la seguridad y soberanía 
nacionales, así como en la procuración de justicia, servicios de 
salud y en el desarrollo de los denominados programas 
prioritarios. Se reducen dl mínimo los gastos de ceremonial y de 
orden social; las comisiones de personal al extranjero, con­
gresos, convenciones, ferias, festivales y exposiciones y por 
concepto de servicios bancarios, correos, telégrafos, teléfonos, 
energía eléctrica, agua potable y donativos. De igual forma para 
la contratación de asesorías, estudios e investigaciones y 
publicidad, propaganda, publicaciones oficiales y en general los 
relacionados con actividades de comunicación social, ., 

Aunado a estas reglas, desde 1979, la Administración Pública 
Federal, merced a la Reforma Administrativa de que fue objeto, en 
aras de una organización y funcionamiento m6s articulado y 
coherente, se ordenó de manera sectorial para lograr una mayor 
coordinación y control. Esta situación ha permitido "dar unidad y 
direccionalidad al Gasto Público Federal en su conjunto" (78). 

Esta concepción sectorial identifica dependencias de 
orientación y apoyo que de manera general permiten la toma de 
decisiones, conforme a una "convención de análisis programAtico" 
que corresponde a aquellas que han sido llamadas: Dependencias 
Globalizadoras (la extinta secretaria de Programación y 
Presupuesto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la 
ser.retaría de la Contraloria General de la Federación y hoy en 
día la Secretaria de Desarrollo social). 

Finalmente, cada dependencia del Ejecutivo Federal, esté 
constituida como coordinadora de sector, y bajo su rango se en­
cuentran las entidades paraestatales a las que coordina en la 
planeación, programación, presupuestación, información y 
evaluación respecto de la gestión de la administración pública en 
su conjunto. 

( 7 3) PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, COORDIW\CION GENERAL DE ES­
TUDIOS ADMINISTRATIVOS, Base Legal y Lineamientos para la Reforma 
Adininistrativa Global, SectoL"ial e Institucional del Poder 
~j eC\l~ivo ::deral, TallH~s Gráficos de la Nación, México 1979. 
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Resalta finalmente la Comisión Intersecretarial de Gasto­
Financiamiento, quien es la encarqada de la compatibilización de 
las decisiones y como instancia autónoma de decisión del 
Ejecutivo Federal. Por tanto\!l trabajo que realiza esta Comisión 
impacta en lo qeneral a toda la administración p6blica federal, 
conforme a la división prevista, es decir, sus decisiones· afectan 
a los sectores por ser la comisión el órgano aqlutinador de las 
dependencias qlobalizadoras. Esta es la forma en que s~ ejercita 
el control al interior de la Presidencia de la Rep6blica, bajo su 
monocrático ámbito. 
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c) El control Jurisdiccional de los Recursos Públicos. 

La falta de una jurisdicción contable y la naturaleza políti 
ca del control que realiza el Poder Leqislativo sobre el Poder 
Ejecutivo, no han hecho necesaria la fiscalización del inqreso y 
qasto público en el ámbito propiamente jurisdiccional. En con­
secuencia, el Poder Judicial formalmente no interviene en la 
Revisión Jurídico-Económica que por medio de la contaduría Mayor 
de Hacienda realiza la Cámara de Diputados. Empero, el propio 
Poder Ejecutivo cuenta con órqanos jurisdiccionales, encarqados 
de impartir justicia administrativa, dentro de la cual se in­
volucran dos clases de litiqios cuyo oriqen está en el uso y 
aplicación de recursos públicos: los contratos de obra pública de 
la Administración 'centralizada y las responsabilidades ad­
ministrativas. 

Para ubicar esta clase de controversias, acudimos a la 
monoqrafía intitulada "Alqunas consideraciones sobre la Justicia 
Administrativa en el Derecho Comparado y en el ordenamiento 
Hexicano",en la cual encontramos que las pretensiones de mayor 
interés que someten los particulares a la justicia administrativa 
son las de anulación y las de plena jurisdicción. La diferencia 
entre estos dos procesos radica básicamente en las facultades del 
juzqador para dirimir la controversia, en el proceso de anulación 
"el órqano jurisdiccional debe limitarse a anular el acto" 
mientras que en el proceso de plena jurisdicción "puede adoptar 
cuantas medidas sean necesarias para satisfacer las pretensiones 
del demandante". con base en lo anterior avalle Favela·éonéfuye 
que para el primer tipo de proceso: "se ejercen pretensiones ·de­
clarativas y constitutivas", en cambio para el sequndo: "además 
de las declarativas y constitutivas, pretensiones da, 'condena" 
distinquiendo además las materias que corresponden a estos dos 
tipos de procesos, en los que se advierte que para el proceso de 
plena jurisdiccción se· tratan: "l) La responsabilidad de la 
administración; ·2¡ Los contratos administrativos; 3) Lás con­
tribuciones directas; 4) La materia electoral, y 5) La respon­
sabilidad de los funcionarios. A través del proceso de anulación 
se ha conocido lo que se desiqna como Recursos por Exceso de 
Poder, creado y desarrollado por la Jurisprudencia del Consejo de 
Estado Francés. Los cuatro m6tivos de anulación reconocidos 
tradicionalmente, han sido; 1) La incompetencia; 2) Los vicios de 
forma; 3) La violación de la Ley, y 4) La desviación del 
poder"(79). 

Por otra parte y siquiendo a este mismo autor la relaciones 
entre los tribunales administrativos y la administración se 
pueden considerar en dos vertientes: "la existencia de Tribunales 
de Justicia retenida y de Justicia deleqada". 

(79) OVALLE FAVELA, JOSE. La Justicia Administrativa, 
Problemas de la Administración de Justicia en México, 
pp. 233-235, 241 y 247-261. 
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De acuerdo con esta clasificación sugerida por el desa­
rrollo del Consejo de Estado Francés, los llamados Tribunales de 
Justicia retenida son aquellos que carecen de autonomia respecto 
de la administración y se l'mitan a formular proyectos que some­
ten a la aprobación de la propia administración, en cambio, los 
Tribunales de Justicia delegada son aquellos que, indepen­
dientemente de su adscripición formal poseen autonomia respecto 
de la administración y se encuentran facultados para pronunciar 
sentencias. En rigor, los denominados Tribunales de Justicia 
retenida no son tribunales ya que carecen de autonomía y no 
ejercen función jurisdiccional ni conocen de verdaderos procesos: 
ejercen función administrativa y sus procedimientos no son sino 
formas de autotutela procesalizada Como ha escrito González Pérez 
sólo cabe hablar de Proceso Administrativo desde el momento que 
el órgano al que se confia su decisión es propiamente jurisdic­
cional y, por tanto, independiente. 

Para efectos de este trabajo es pertinente hacer mención a 
la revisión que de los actos administrativos hace el principal 
órgano encargado del control Jurisdiccional de la legalidad de 
este tipo de actos: el Tribunal Fiscal de la Federación, cuya 
función, si atendemos a las características antes anotadas, co­
rresponde a un Tribunal de Justicia delegada que resuelve con­
troversias con facultades de anulación y de plena jurisdicción. 

La función de este órgano jurisdiccional, responde: "a la 
necesidad de establecer un limite a las prerrogativas·· de . los 
órganos administrativos, ya que se le impide, por un-!lado que 
sean ellos los que revean el acto y por otra parte se someten 
ante .un tribunal imparcial" (SO) encargado de dirimir el con-
flicto, entre el particular y el Estado. . . 

La Ley orgánica del .Tribunal Fiscal de la Federación en su 
articulo 23 regula la competencia por materia que le corresponde 
a las salas regionales, "contra las resoluciones definitivas" que 
en la fracción VII establece: "las que se dicten sobre 
interpretación y cumplimiento de contratos de obras~públicas 
celebrados por las dependencias de la Administración Plíblica 
Federal Centralizada" y además la fracción VIII que a la letra 
dice: "las que constituyan créditos por responsabilidades contra 
servidores públicos de la Federación; del Departamento del Dis­
trito Federal o de los Organismos Públicos Descentralizados 
Federales o del propio Departamento del Distrito Federal, así 
como en contra de los particulares involucrados en dichas 
responsabilidades". 

Con esta competencia, el Tribunal Fiscal de la Federación 
"revee" los actos administrativos, bajo el enfoque estrictamente 
jurisdiccional. 

180) LUCERO ESPINOZA, H!\NUEL. Teoría y Práctica del Contencioso 
Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación, Ed. 
Porrúa, S.A., México 1990, p, 15 y ss. 
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Esto quiere decir que tratándose de contratos de obra 
pública así como de responsabilidades administrativas en los que 
estén en juego recursos públicos, el propio poder Ejecutivo a 
través de sus órganos encargados de otorgar justicia ad• 
ministrativa nuevamente controla su aplicación. Es posible con­
cluir que efectivamente se realiza un control jurisdiccional de 
los recursos públicos porque además de las materias a que se 
refiere (Contratos Administrativos y Responsabilidad de 
Funcionarios), las facultades con que cuenta el Tribunal Fiscal 
de la Federación para la resolución de este tipo de litigios, lo 
posibilitan para dictar sentencias de condena y no simplemente 
declarativas y constitutivas. 

Cabe señalar que por tratarse de un Tribunal de plena 
jurisdicción -en virtud de que se pretende "el reconocimiento o 
la reparación de un derecho subjetivo vulnerado por el acto 
administrativo" (81), en el que se encuentra garantizada la 
seguridad jurídica constitucional en virtud de que el particular 
o afectado puede interponer juicio de amparo en contra de sus 
resoluciones- las funciones que realiza en materia de control 
corresponden esencialmente a vigilar el cumplimiento de la 
garantía de audiencia consagrada en el articulo 14 constitucional 
lo que implica un control jurisdiccional de la legalidad de . los 
actos administrativos. Además es la última fase 'eri"" qué la 
Administración Pública, generalmente representada por . la 
secretaria de la Contraloria General de la Federación, en 
tratándose de responsabilidades administrativas de servidores 
públicos y por las diferentes dependencias del Bjecutiiió' Federal 
en lo que hace a contratos de obra Pública, ejerce una vigilancia 
y seguimiento de los recursos públicos, aún cuando su decisión 
está enteramente supeditada a un juzgador independiente, ·· dada su 
naturaleza de Tribunal de Plena Jurisdicción y la obligatoriedad 
de las resoluciones que sobre la constitucionalidad y en·materia 
administrativa dictan la suprema corte de Justicia de la Nación y 
los Triblmales de Circuito, respectivamente. 

En este tenor el control que efectúa el Tribunal F1.scal de 
la Federación, en cuanto a la aplicación de recursos públicos 
vigila la interpretación y cumplimiento de contratos de obra 
pública y las responsabilidades resarcitorias (que como ya ha 
quedado dicho tienen una naturaleza civil) provenientes de daños 
y perjuicios estimables en diñero ocasionados a la Hacienda 
Pública Federal. 

Este control jurisdiccional de los recursos públicos atiende 
exclusivamente a la relación entre el particular y la 
administración pública; así como al servidor público frente a la 
Hacienda Pública Federal. Sin embargo, al controlar la legalidad 
del acto, · necesariamente examina las características que con­
llevaren a la utilización de los recursos públicos y con ello se 

(81) OVALLE FAVELA, JOSE. Op.cit. 
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atiende a la eficiencia y economía de su aplicación (en el caso 
de los funcionarios y empleados del Gobierno Federal a quienes se 
les constituyen responsabilidades) y además a la eficacia en su 
aplicación (en contratos de obra pública, que generalmente 
realizan particulares). 

Por otra parte, si entendemos por "jurisdiccional" no 
solamente la solución vinculativa de conflictos entre partes sino 
como lo entiende couture: "La función pública de hacer justicia", 
debemos considerar que existe control jurisdiccional de los 
recursos públicos en aquellos litigios en los que la Federación 
es parte y cuyo interés jurídico se , refiere ya sea a la 
utilización de recursos públicos o bien cuando se trate de bienes 
del dominio público'y privado de la Federación. 

La competencia para la vigilancia y control de recursos 
públicos en estos casos, le corresponde a la Procuraduría General 
de la República, conforme a lo establecido en la fraccción II, 
artículo 5 de su Ley Orgánica. Además, en la fracción III del 
precitado artículo indica: "los Coordinadores de sector y, por 
acuerdo de éstos, las entidades paraestatales, deberán hacer del 
conocimiento de la Procuraduría General de la República ~os casos 
en que dichas entidades figuren como partes o como coadYuvantes, 
o de cualquier otra forma que comprometa sus funciones o su 
patrimonio, ante órganos extranjeros dotados de atribuciones ris­
diccionales. En estos casos, la Procuraduría General de la 
República se mantendrá al tanto de los procedimientos respectivos 
y requerirá la información correspondiente". Es decir, el control 
jurisdiccional de recursos públicos tiene c'omo sujeto activo, en­
cargado de su tutela al Procurador General de la República. 

Esta función deriva de lo que el Dr. Fix Zamudio ha llamado 
la "asesoría jurídica del Gobierno", introducida expresamente 
para el Procurador General de la República en el artículo 102 de 
la Constitución Federal vigente" (82); sin embargo, en razón de 
lo que ha sido llamado por la doctrina monopolio del ejercicio de 
la acción penal y quizá a la cada día mayor exigencia de recursos 
humanos y materiales en la atención a los delitos contra la 
salud, la labor que en este ámbito desarrolla la Procuraduría 
General de la República es miniina, solamente baste concluir que. a 
cargo de estas atribuciones se encuentra la Dirección General 
rídica y Consultiva. 

(82) OVALLE FAVELA, JOSE. Op.cit. pag.105 y siguientes:"La 
función constitucional del Ministerio Público", por el Dr. Héctor 
Fi:< Zamudio, donde observa no solo esa función sino también la 
defensa de intereses patrimoniales del Estado, como facultades 
olvidadas o de poco uso por parte del Procurador General de la 
República 
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En síntesis debemos decir que el control jurisdiccional de 
los recursos públicos difícilmente encuentra su ubicación en el 
órgano de control de la cámara de Diputados, como pretendidamente 
se ha intentado esbozar en el libro: "La Contaduría Mayor de 
Hacienda hacia un Tribunal Mayor de cuentas" (83), ya que como 
podemos apreciar es el propio Poder Ejecutivo quien cuenta con 
los órganos encargados del control Jurisdiccional de los Recursos 
Públicos, y por otra parte las funciones que realiza actualmente 
la contaduría Mayor de Hacienda, únicamente se constriften a 
proporcionar auxilio técnico a la Cámara de Diputados, sin que se 
establezca ningún tipo de enjuiciamiento, ni legal ni contable. 

conviene anotar que la situación jurisdiccional que actual­
mente regula la materia correspondiente a responsanbilidades ad­
ministrativas, se encuentra diseminada en un exhorbitante número 
de ordenamientos legales y reglamentarios. En ese sentido, la 
propuesta de Enrique Salazar Abaroa es aceptable, siempre y 
cuando en nuestro pais se estableciera el enjuiciamiento contable 
propiamente dicho, bajo la jurisdicción del Tribunal Fiscal de la 
Federación, tal y como quedará ampliamente explicado en el 
siguiente capitulo. 

(83) SALAZAR 1\BAROA, 
contaduría Mayor de 
Hacienda", Instituto 
Máxica, D.F., 1989. 

ENRIQUE A., Derecho Parlamentario, "La 
Hacienda hacia un Tribunal Mayor de 
Nacional de Administración Pública (INAP), 



CAPITULO II 

LA REVISION DE LA CUENTA 9E LA HACIENDA PUBLICA FEDERAL 

I. La revisión de legalidad en los informes previo y de resul­
tados. 

1.- ¿Auditoria de Legalidad?. 

Los planes y programas del Gobierno Federal, son la guia que 
orienta la conducción del gasto público. Su instrumentación se 
lleva a cabo mediante la aplicación de la Ley de Ingresos y del 
Presupuesto de Egresos de la Federación. Paralelamente el prin­
cipio de juridicidad, garantiza que la autoridad administrativa 
utilice como único cauce formal la Ley. 

Dicho en otras palabras, el esquema jurídico de imputación 
que emane de la Ley (decretos, acuerdos, reglamentos y demás dis­
posiciones relativas), no puede ir más allá de lo que la propia 
Legislación ha establecido. La actuación de toda entidad pública, 
necesariamente debe sujetarse a los lineamientos que el Poder 
Legislativo ha pre-establecido en materia de ingresos y egresos. 
De esta forma, la actividad que lleven a cabo las dependencias y 
entidades del Gobierno Federal y del Departamento del Distrito 
Federal, respetan una base legal. 

El problema del control de las operadones gubernamentales 
radica precisamente en verificar si la utilización de los recur­
sos públicos se ha realizado en forma eficiente, si los objetivos 
y las metas previstas por el Poder Legislativo, se han alcanzado 
razonablemente y de manera eficaz. 

La congruencia en la acción del Gobierno Federal se ha 
venido evaluando mediante técnicas y procedimientos que tienen su 
origen en los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados. 
Esto, en virtud de una reminicencia lógica de la vigilancia de 
cuentas en las empresas privadas· y bajo la influencia de la 
Hacienda Clásica que consideraba de mayor importancia el monto 
global de los gastos públicos, que su composición. cabe recordar 
que todavia en 1970 el examen de la cuenta Pública se constreftia 
a una glosa de cuentas con su correspondiente finiquito. 

Actualmente, en América del Norte se ha definido a los Prin­
cipios de contabilidad Generalmente Aceptados, como "el consenso 
reconocido o la justificación sustancial autorizada en territorio 
de una Parte (México, Cánada o Estados Unidos de América) en 
relación al registro de ingresos, gastos, costos, activos y 
pasivos, la divulgación de información y la preparación de es­
tados financieros. Estas normas pueden incluir lineamientos 
ampl~os de aplicación •eneral, asi como normas prácticas y 
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procedimientos detallados" ( 84 J. 

Con base en lo anterior, el control y evaluación del gasto 
público federal, se rige en principio bajo las reglas de la con­
tabilidad tradicional, que se ven reflejadas genéricamente y se 
encuentran previstas en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y 
Gasto Público (arts. 39-44), su Reglamento (arts. 81-129), en los 
lineamientos que dictó la extinta SPP (hoy regulados por la SHCP, 
por disposición del art. quinto transitorio del Decreto que 
deroga, reordena y reforma la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal), así como en los catálogos de cuentas, 
autorizados igualmente por la propia SHCP, que utilicen los or­
ganismos descentralizados, las empresas de participación estatal 
mayoritaria y los fideicomisos públicos. 

Al respecto, la Ley de Presupuesto, contabilidad y Gasto 
Público, reza en su articulo 40, segundo párrafo que: 

"Los sistemas de contabilidad deben diseñarse y operarse en 
forma que faciliten la fiscalización de los activos, ingresos, 
costos, gastos, avances en la ejecución de programas y en general 
de manera que permitan medir la eficacia y eficiencia del gasto 
público federal". 

En ese sentido, uno de los mecanismos para fiscalizar los 
egresos en relación a los ingresos, lo es la Auditoria. 

La Auditoria Interna, como técnica ya aceptada por la 
administración aparece aproximadamente en 1940, cuando la empresa 
mediana y pequeaa de poder familiar pasa a convertirse en la gran 
empresa con pluriparticipación. El crecimiento de la empresa hace 
e los propietarios o directores de la misma deleguen funciones y 
atribuciones y pierdan directamente el control de las 
operaciones. En este contexto, dichas personas requieren de un 
funcionario que les sirva de "ojos y oídos", para poder ver y es­
cuchar por su mediación todo aquello que normalmente no está a su 
alcance debido a las funciones de Dirección que desempeftan en sus 
cargos. 

La Auditoria Interna durante muchos años era utilizada para 
co-rregir y hacer depuraciones de la contabilidad y sus 
registros, lo que la convirtió en un apéndice de la misma y es 
hasta los ítl timos años en que, se convierte en una importante her­
ramienta de la administración, diversificando sus funciones a 
travé; de la revisión y análisis de la operaciones, sistemas, in­
f::>l.-mes y r~sul tados de las empresas. 

(3~) 7RATADO DE LIBRE COMERCIO PARA AMERICA DEL NORTE. Texto 
preparado :1 4 de septiembre (Preliminar). En este documento se 
definen los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados, 
_?ara cada ''?arte- F"ir:nante". 
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La Auditoria Interna se realiza dentro del ámbito de una 
organización, entidad o dependencia y quienes la t:ealizan están 
integt:ados a dichas instituciones, es decir: los auditores la 
practican directa e inmediatamente, durante el ejercicio del 
gasto. 

La importancia de este tipo de Auditoria radica en que se 
constituye en el instrumento de control interno que revisa, 
analiza, diagnostica y evalúa el funcionamiento de otros con­
troles, proporcionando a los responsables de la Dirección y 
Operación la información sobre el resultado de su gestión, 
propiciando en su · caso la adopción de medidas que tiendan a 
mejorar la eficiencia en la administración de los recursos, así 
como la eficacia en el logro de los objetivos y metas previstas. 

Este mismo contexto de auditoria interna en la empresas 
privadas lo vamos a observar también dentro del Gobierno Federal. 

Hasta 1982, por disposición expresa de la Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, se obligaba a 
la creación y existencia de órganos de auditoría interna en todas 
las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal. Hasta ese ai'io la función de auditoria en el Poder 
Ejecutivo, se realizaba en diversas instancias que originaban 
duplicidad e interferencias ocasionados por la "dispersión del 
control" (85). Fue asi que el Ejecutivo decidió concentrar en.un 
solo orqanismo todas las instancias de auditoría y control que se 
encontraban diseminadas en las diversas dependencias del Gobierno 
Federal. En 1983, la Secretaría de la Contraloria General de la 
Federación se convierte en el órgano de auditoria interna de la 
Administración Pública, llevando a cabo la evaluación inmediata 
de los resultados de las acciones de gobierno y su vigilancia a 
niveles, funciones y responsabilidades que directamente no podría 
conocer ni manejar por sí mismo el Ejecutivo Federal. 

Por otro lado se llama Auditoría Externa, a la auditoria que 
es practicada por un auditor independiente, esto es, que no se 
encuentra ligado directa o internamente al organismo auditado. 

Este tipo de auditoria se lleva a cabo cuando se requiere 
proporcionar información dictaminada independiente a terceros; 
qenenlmente, empresas o dependencias qt1e no forman parte del or­
ganismo auditado. cuando éste es muy grande, o su operación es 
muy compleja, es conveniente que se cuente con'una Auditoría rn­
~arn~ qua :~ proporcione al at1ditc.r ~xtemo a través de todo el 
~jer~:c1c, informacién a nivel Directivo del orqan1smo, para dar-

's 5) :;;N2 ~.:.RDEN.>.3' JOSE TRINIDllD. "La contraloria y el Control 
!:lte:'!i1:J -en Háxicc". !".C.E., Méxiec. 1?87, pp. 305-461. 
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le la seguridad de que sus mecanismos de control están fun­
cionando correctamente, o bien para sedalar las deficiencias de 
los mismos, a fin de que sean corregidas. La Auditoría Externa 
funciona un tanto cuanto diferente, ya que se contrae a lo que se 
llama "Auditoría de Estados Financieros" que tiene por objeto, 
emitir una opinión sobre la corrección de la situación financiera 
del organismo, a la fecha de cierre de su ejercicio fiscal. 

Estas auditorias son practicadas generalmente por con­
tadores Públicos. Los interesados más usuales en el dictamen del 
auditor son, entre otros: los socios de la empresa que no par­
ticipan en la adniinistración de la misma; los bancos y 
proveedores a los que se les solicitan créditos, la secretaría de 
Hacienda con fines fiscales como un respaldo a las cifras que 
muestran las declaraciones de impuestos, la Comisión Nacional de 
Valores para autorizar la emisión de acciones y bonos y así 
sucesivamente. 

Lo anterior, básicamente es lo que se da en el sector 
privado, pero lexiste este tipo de Auditoria dentro del sector 
Público?. sí, la Auditoría Externa en el sector Público también 
existe y este tipo de auditoría la realiza justamente la 
Contaduría Mayor de Hacienda, que es un órgano ajeno al Poder 
Ejecutivo, ya que pertenece al Poder Legislativo. 

Por su diversidad, el examen que realiza la Contaduría Mayor 
de Hacienda se define constitucionalmente como: "La revisión de 
la cuenta Pública" ( art. 74 fracción IV). Consecuentemente, para 
cumplir con su cometido su Ley orgánica le otorga atribuciones 
para practicar, no sólo auditorías sino también visitas e inspec­
ciones. 

Sin embargo, debe puntualizarse que la fiscalización de los 
recursos públicos por medio de auditorias externas tiende, por su 
naturaleza financiera-estatal, a ubicarse en otro contexto: la 
Auditoría Gubernamental. Esta "comprende el examen de las 
operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, de las depen­
dencias y entidades de la Admin"istración Pública Federal, con ob­
jeto de opinar si los estados financieros presentan 
razonablemente la situación financiera, si los objetivos y metas 
efectivamente han sido alcanzados, si los recursos han sido ad­
ministrados de manera eficiente y si se ha cumplido con las dis-­
pos iciones legales aplicables" ( 86 J. 

( 36) s.acretaria de Programación y Presupuesto. "Manual de 
Auditoria Gubernamental", Mé:dco D.F. Abril de 1981. También 
puedo> consultarse la profusa bibliografia que en materia de 
At".ditoria Gubemamental ha publicado la SECOGEF. 
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Pera tener una . perspectfva en la qu9 se tdentfffque ta 
partfcfpaci6n, que a nuestro juicio tiene, la auditoria guber­
namental en la pfr6mfde del control, e contfnuaci6n se muestra el 
siguiente cuadro: 
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La solidez de la estructura piramidal antes descrita, la 
constituyen las diferentesCrevisiones que abarcan prácticamente 
toda la actividad de los órganos públicos, que por su alcance se 
denominan: financieras, de sistemas, de legalidad, de nor­
matividad de obras públicas, de evaluación de programas y 
económicas. 

La característica que imprime un sello particular a la 
Auditoria Gubernamental es que en virtud de estar dirigida a 
revisar al sector público y dada la naturaleza de este último, 
necesariamente debe "comprender los aspectos de cumplimiento de 
las disposiciones legales. Es por ell0 que consideramos jurídico­
económico el soporte de toda revisión de la cuenta Pública y en 
el vértice de la pirámide distinguimos las técnicas y 
procedimientos de auditoría cuyo origen está en los Principios 

_de contabilidad Generalmente Aceptados que encuentran su co-
rrelativo en los de naturaleza gubernamental. 

Esta diferenciación, permite 
juríiico-económica del control Externo 
Cuenta Pública, separando los medios y 
cial de la fiscalización. 

resaltar la importancia 
en la Revisión de la 

técnicas del objeto esen-

La función de la Auditoria Gubernamental, dado su carácter 
instrumental, facilita el examen de la Cuenta Pública. Asimismo, 
su utilización -al igual que las visitas e inspecciones- permite 
al órgano técnico de la H. Cámara de Diputados, su evaluación 
desde el ámbito contable. 

En cambio, el análisis jurídico-económico, constituye el 
Control Politice Inter-Orgánico que limita recíprocamente el 
ejercicio del Poder impidiendo su concentración absoluta. 

Podemos entonces concluir, que tanto la Secretaria de la 
Contraloría General de la Federación como la Contaduría Mayor de 
Hacienda realizan auditorias gubérnamentales. Empero, su perspec­
tiva es diferente: mientras que· la SECOGEF encuentra el fun­
damento legal para la auditoria gubernamental en la atribución 
sellalada para los titulares de las dependencias del Gobierno 
Federal en cuanto al registro, coordinación y control de las 
operaciones a que se refieren los ramos administrativos en los 
cuales se encuentra situada S\l dependencia o entidad, la 
Contaduría Mayor de Hacienda, soporta su revisión en los 
requ•rimientos de informacién qu~ se refieren en particular al 
cumplimiento de programas 1 subprogramas, por lo que la función 
de la auditoria gubernamental no se refiere únicamente a si los 
fondcs del gobierno son manej->dos con propiedad, sino esencial­
m~nt• a si los Planes y Programas se ejecutan con eficiencia, 
~ficacia y ~conomia. 
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Esta disímil caractaristica, obvio es decirlo, atiende a su 
ubicación: la SECOGEF depende del Ejecutivo, la contaduría Mayor 
de Hacianda forma parte del Legislativo. Además, los alcances de 
su revisión son dispares: La SECOGEF reduce su fiscalización a 
que al ente público auditado se apegue al marco jurídico que le 
es propio, como que cuente con la normatividad, recursos, estruc­
tura, etc. que le permitan imprimir legalidad a los actos de 
todas sus unidades administrativas. La contaduría Mayor de 
Hacienda también penetra al interior de la entidad pública, pero 
su evaluación, permite apreciar no solamente la gestión finan­
ciera, su grado de cumplimiento y razonabilidad de las metas y 
objetivos trazados, . sino fundamentalmente su interrelación y 
efectividad jurídico-económica en el conte~to general que el 
Poder Legislativo previamente le fijó en la Ley de Ingresos y en 
el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

Por lo que hace a la SECOGEF y 
realiza, el articulo 136 del Reglamento de 
Contabilidad y Gasto Público Federal, 
clasificación: 

al Control Interno que 
la Ley de Presupuesto, 
hace la siguiente 

"Articulo 136. - Las auditorias al gasto público federal 
podrán ser de tipo financiero, operacional, de resultado de 
programas y de legalidad, las cuales deberán ser efectuadas, en 
lo interno, por el personal facultado de las propias entidades y, 
en lo externo, por la Secretaria y los auditores que esta·última 
designe". 

Esta auditorías se realizan de conformidad con las normas, 
lineamientos y demás disposiciones que dicta la propia SECOGEF. 
La contaduría Mayor de Hacienda, por su parte, además de esta 
demanda de información ha ampliado el alcance de la auditoria 
gubernamental, de manera que ya no es una función que se ocupe 
primordialmente de las operaciones financieras. En su lugar, le 
interesa también si las entidades del gobierno están logrando los 
propósitos para los que se aprueban y planifican previamente los 
dos instrumentos de Política Económica: La Ley de Ingresos y El 
Presupuesto de Egresos de la Federación. Aún más, vigila si la 
Administración Pública está aando cumplimiento a las Leyes y 
Reglamentos aplicables en materia de gasto público de manera 
ecvnómica y eficiente. 

Así pues, la auditoría gubernamental que practican la 
SECOGEF y la contaduría Mayor de Hacienda se usa no sólo para 
describir el trabajo contable en cuanto al eKamen de informes 
fi;1ancieros sino también al realizado en la 1·evisión de: 

a) cumplimiento de Leyes y Reglamentos. 
b) La eficiencia y economía de las operaciones. 
e) La efectividad en el alcance de los resultados. 
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Eeta importante fase en el proceso de rendición de cuentas 
tiene . su fundamento Constitucional en el primer párrafo del 
articulo 134 de la Carta Magna, que indica que los recursos 
económicos de que dispong' el Gobierno Federal, asi como sus 
respectivas administraciones públicas paraestatales, se 
administrarán con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer 
los objetivos a los que estén destinados. 

En sintesis, a la auditoria gubernamental se le pide que 
abarque: 

- La auditoria tradicional, 
tados financieros de acuerdo a 
tabilidad generalmente aceptados. 

es decir la revisión de es­
técnicas y principios de con-

- El control del monto y del origen del ingreso público y 
del cumplimiento de los objetivos, señalados en metas, planes y 
programas. 

La evaluación de 
manejo de los recursos en la 
programas. 

la eficiencia y de la eficacia del 
operación y consecución de los 

Debemos, en consecuencia precisar que la denominación de 
"Auditoria" es equivoca. En efecto, el concepto como tal tiene 
validez desde el punto de vista de la contabilidad; no obstante, 
desde la perspectiva del Derecho Financiero su significado es 
vago e impreciso ya que omite la referencia al cumplimiento de 
los Planes y Programas a los que sujeta el Estado su Gestión 
Financiera y la evaluación en cuanto a la eficacia, economia y 
eficiencia en las operaciones de la Administración Pública. 

Por otra parte, el término "Legalidad" denota ei<clusivamente 
sujección a las leyes, siendo esto incompleto, habida cuenta de 
que la Administración Pública regula buena parte de su actuación 
con base en Reglamentos, Decretos y Acuerdos que tienen su fun­
damento en el articulo 89 fracción primera de la constitución 
General de la República. Además,·. las entidades paraestatales del 
Gobierno Federal y del Departamento del Distrito Federal, en­
c~\entran apoyo, competencia y justificación de sus actos en 
Manuales de organización, Reglamentos Internos, Actas de 
Asamblea, Estatutos, contratos Colectivos y en general un cúmulo 
de disposir.iones jurídicas que, si bien es cierto deben ceñirse 
estrictamente a la Ley, no por ello dejan de ser obligatorias y 
complementarias. 
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II. Revisión Legal. 

a) Del Ingreso y Gasto P6bliclo. 

La obligación constitucional, para contribuir a los gastos 
públicos de la Federación, de manera proporcional y equitativa, 
prevista en el art. 31 fracción IV de la norma fundamental del 
Estado mexicano, contiene: "el principio de legalidad ... 
minuciosamente reglamaentado en su aspecto formal, por diversos 
preceptos que se refieren a la expedición de la Ley de Ingresos 
en la que se determinan los impuestos que se causarán y 
recaudarán durante el periodo que la misma abarca, Por otra 
parte, examinando atentamente este principio de legalidad a la 
luz del sistema general que informa nuestras disposiciones 
constitucionales en materia impositiva y de implicación racional 
e histórica, se encuentra que la necesidad de la carga tributaria 
de los gobernados esté establecida en una ley, no significa tan 
sólo que el acto creador del impuesto deba emanar de aquél poder 
que, conforme a la Constitución del Estado está encargado de la 
función legislativa, ya que asi se satisface la exigencia de que 
sean los propios gobernados a través de sus representantes los 
que determinen las cargas fiscales que deben soportar y fundamen­
talmente, que los caracteres esenciales del impuesto y la forma, 
contenido y alcance de la obligación tributaria, estén consig­
nados de manera expresa en la Ley, de tal modo que no quede mar­
gen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para.el 
cobro de impuestos impredicibles o a titulo particular, sino que 
el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda, en todo 
momento, conocer la forma cierta de contribuir para los gastos 
públicos del Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino 
aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria, 
dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante. 
Esto, por lo demás es consecuencia del principio general de 
legalidad conforme al cual, ningún órgano del Estado puede 
realizar actos individuales que no estén previstos y autorizados 
por disposición general anterior, y está reconocido por el 
articulo 14, de nuestra Ley fundamental. Lo contrario, es decir, 
la arbitrariedad en la impos'ición, la imprevisibilidad en las 
cargas tributarias y los impuestos que no tengan un claro apoyo 
legal, deben considerarse absolutamente proscritos en el régimen 
constitucional mexicano, sea cual fuere el pretexto con que 
pretendan justificárseles" (88). 

( 99) TESIS DE LA SUPRE:~A CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION. 
Hernándes Reyes, Ramón. Tomo LXXXI, página 6374, citada por Er­
nesto Flores zavala ~n "Finan:as Públicas Mexicanas", editorial 
Porrúa, México 1985, pp. 201 y 202. 
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En cumplimiento a esta decisión jurídico-fundamental, el 
órgano de Representación Nacional (Cámara de Diputados) actúa con 
base en la atribución que la propia constitución le otorga, por 
conducto de la Contaduría Mayor de Hacienda, para revisar la 
cuenta Pública, paralelamente a la discusión concerniente al 
monto de contribuciones que deben decretarse para cubrir el 
Presupuesto de Egresos de la Federación. 

l\Certadamente, Jorge carpizo advierte, siguiendo a Emilio 
Rabasa, que la atribución otorgada a la Cámara de Diputados para 
revisar la Cuenta P(1blica, partiendo de la exactitud y 
justificación de las· partidas constituye: "un poder indiscutible, 
ya que puede poner en entredicho .la honorabilidad de la 
administración, y ... el prestigio del Ejecutivo queda a merced de 
los Diputados, quienes pueden difel"ir la aprobación o pueden con­
denar los gastos ... Realmente ésta es una facultad importante de 
la Cámara de Diputados, pero creemos indispensable que los repre­
sentantes del pueblo examinen y protegan el gasto de los dineros 
del mismo ... Esta es un arma poderosa en manos del Congreso para 
desprestigiar la Ejecutivo (89). 

Queda claro que, constitucionalmente, la contaduría Mayor de 
Hacienda está facultada para verificar en todo el espectro de la 
Administración Pública Federal y Paraestatal, el cumplimiento de 
la Ley de Ingresos (90). Esta comprobación, más que una revisión 
numérica o contable, considera la relación jurídico-tributaria de 
acuerdo con los principios de proporcionalidad y equidad en el 
cobro de contribuciones asi como de economía, eficiencia y 
eficacia en la recaudación. Es decir, desde la perspectiva de los 
Criterios Generales de Política Económica, examina si las en­
tidades se ajustaron a los lineamientos de las leyes fiscales 
yreglamentos aplicables. 

En efecto, el Reglamento Interior de la Contaduría Mayor de 
Hacienda determina facultades para la Dirección General de 
Auditoria de Ingresos al Sector Central, en su articulo 12 
fracción I, para: "comprobar que '·la recaudación de los ingresos y 
el movimiento de fondos de la Federación y del Departamento del 
Distrito Federal ... se hayan realizado de acuerdo a las leyes 
aplicables en la materia y con economía, eficiencia y eficacia". 
Además la fracción V atribuye a esta Unidad Administrativa, 
facultades para analizar: "los problemas que impiden el fun­
ci~nami;.onto adecuado del Sistema Tributario". 

(~?: ..:AP.P!:o, JúRGE. La Constitución Mexicana de 1917, U.N.A.M., 
~ocr~:nación de Humanidades, 2a. edicién. 1973. Mé~ico, D.F. p, 
350. 
; i-'.) '..E'l :lRGA:IICA :t LA ~ONTADURIA MA'IOR DE HACIENDA, articulo 
!G. !r1cc!én I inci3C a). 
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Dicho ~n otras palabras, la fiscalización de los Ingresos 
Públicos abarca la actividad del Estado en relación a los con­
tribuyentes. El examen de esta relación tiene un alcance mayor, 
specto a los impuestos (por su cuantía e importancia para la 
Hacienda Pública). 

La efectividad en la ejecución de la Ley de Ingresos, es de 
vital importancia para la gestión financiera del Estado. Por 
ello, los resultados obtenidos por la política tributaria del 
Gobierno Federal, permiten al órgano técnico de la Cámara de 
Diputados, evaluar el costo-beneficio de las relaciones entre el 
sujeto activo y pasivo de los impuestos. El punto de arranque de 
esta revisión, se encuentra en los propósitos del Plan Nacional 
de Desarrollo, que para el sexenio 1989-1994, pretenden en cuanto 
a Poli tic a de Ingresos: "promover el ahorro interno, ampliar la 
disponiblidad de recursos para promover la inversión productiva y 
financiar en forma no inflacionaria, el gasto público en las 
áreas de mayor prioridad social". 

El alcance de la fiscalización en materia de ingresos, va 
desde la observancia de los distintos oredenamientos legales que 
inciden en la actividad económica del Estado, durante el ejer­
cicio fiscal anualizado, hasta la evaluación de los resultados 
financiero-presupuestales a fin de verificar si las dependencias 
y entidades del Ejecutivo, · ajustaron su desempefto a los 
lineamientos seftalados en el citado Plan Nacional de Desarrollo y 
en los Criterios Generales de Política Económica, y si su ejer­
cicio fue acorde a lo previsto en la Ley de Ingresos o en el 
Decreto de Presupuesto de Egresos, las leyes, los reglamentos y 
en general el mare-magnum de disposiciones jurídicas, seftalando 
en su caso las razones o causas que motivaron las diferencias 
entre lo ejercido con lo estimado o programado. 

Dentro de este marco de análisis, se sitúan también, el -­
examen de la: "Cuenta Pública desde el punto de vista de su apego 
a los principios de contabilidad aplicables al sector gubernamen­
tal para las dependencias y los sistemas de contabilidad, 
autorizados por la secretaría de Hacienda y Crédito Público, para 
las entidades paraestatales. Adii:ionalmente, para la reexpresión 
de estados financieros, se evalúa su sujección a las Normas de 
Información Financiera emitidas conjuntamente por la extinta 
secretaría de Programación y Presupuesto y la contraloría General 
:le la Federación" (91). También se hace un "Panorama Económico" 
pan explicHar cuales fueron las variables exógenas y la in­
fluencia c¡ue tuvieron sobre el comportamiento previsto de las 
Finanzas Públicas (92). 

:n) INFORME PREVIO SOBRE LA REVISION DE LA CUENTA DE LA HACIENDA 
PUEL:.::A FEDERAL DE 1990. Edición de la Contaduría Mayor de 
Hacienda, México, D.F. noviembre de 1991, p. ~o. 

1 ~"; r::.I:JEll 
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En el otro extremo, la política tributaria debe corresponder 
exactamente al Presupuesto de Egresos de la Federación, ya que 
entre ingresos y egresos existe una relación de interdependencia. 
Esto es así, en razón de qu"- el análisis de la Contaduría Mayor 
de Hacienda comprende la universalidad del Gasto Público. La 
interjección de ingresos con egresos permite analizar el grado de 
cumplimientode las Finanzas Públicas, las metas obtenidas, las 
desviaciones presupuestales, los subsidios, las transferencias, 
los apoyos para operación e inversión, las erogaciones 
adicionales y otros conceptos similares (93), 

Consecuentemente la labor de fiscalización del Poder Legis­
lativo, se orienta 'al cumplimiento de los principios sustantivos 
y reglas formales que rigen al Presupuesto, 

Esta importantísima tarea se materializa en el Informe 
Previo que se somete a la consideración del pleno de la Cámara 
durante el mes de noviembre, "siguiente a la presentación de la 
~uenta Pública del Gobierno Federal y del D. D. F. 

La estructura del Informe previo está diseñada bajo los 
principios sustantivos de Anualidad y Equilibrio Presupuestal 
(94). Es por eso que la cuenta Pública se sujeta invariablemente 
a la aprobación anual de la cámara d~ Diputados y su contenido 
ofrece un balance general (éste si de naturaleza eminentemente 
contable) entre lo ejercido y los ingresos obtenidos. · 

Explica Sergio Franciso de la Garza, citando a Giuliani -­
Fonrouge que en México: "la anualidad del Presupuesto -y en con­
secuencia del Informe Previo que revisa la cuenta Pública-, está 
dada porque tradicionalmente nuestro país ha seguido el Sistema 
de Caja en el que las cuentas se cierran indefectiblemente al 
término del al\o financiero, y por tanto, no puede haber residuo; 
lo que no ha podido cobrarse o pagarse durante el al\o, pasa al 
año siguiente; en consecuencia, el ejercicio financiero coincide 
con el año financiero" (95). 

Por lo que toca al Equilibrio Presupuestal, debemos acotar 
las dos tendencias relativas a la concepción de los Gastos 
Públicos: "en la doctrina más ortodoxa de la Hacienda POblica, la 
verdadera importancia de los gastos está en su raonto global y no 
en su c~mposición" ( 96), 

(93) LEY ORGANICI\. DE LA CONTADURIA MAYOR DE HACIENDA, articulo 
3o. fracción I inciso a), apartados 1,:,3,4,5 y 6. 
(94) DE :.A GARZA, SE;<GIG , . Derecho Financiero Mexicano, 
Editorial Porrúa, México, D.F. 1978. pp, 121-131. 
( 95) IBIDEM, 
(96) FAYA VIESCA, JACINTO. Op. Cit. pp. 45-48, 
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Mientras, para la Hacienda Pública Moderna la visión de las 
erogaciones que realiza el Estado, es más "importante respecto 
de su composición que de su suma global. .. En la Hacienda Clásica 
a cada categoria de gastos correspondia una de ingresos. Los gas­
tos a cargo del Estado eran de dos tipos: ordinarios y eKtraor­
dinarios. Los primeros se destinaban a cubrir los servicios nor­
males del Estado, mientras que los segundos constituian la 
eKcepción, se aplicaban para satisfacer las necesidades de emer­
gencia, surgidas de guerras, problemas económicos imprevistos, la 
construcción de obras de infraestructura, etc. y además podian 
cubrirse con empréstitos. Los hacendistas modernos dejaron atrás 
la clasificación de gastos ordinarios y eKtraordinarios, 
sustituyéndola por fa de gastos de funcionamiento y gastos de 
capital. Los gastos de funcionamiento se destinan a los servicios 
públicos y al mantenimiento normal del Estado. Estas erogaciones 
no constit'1yen una transferencia del capital del sector público 
al privado, ni una capitalización para el Estado; se emplean para 
el pago de personal, mantenimiento de equipo, alquileres de 
bienes muebles e inmuebles, adquisición de insumos necesarios, 
etc. En cambio, los gastos de capital si constituyen auténticas 
transferencias de capital de un sector a otro que afectan la 
riqueza de la nación; se destinan a la compra de equipo, inver­
siones fisicas y financieras, etc." (97). 

La pugna entre la concepción clásica y la moderna de los 
gastos p6blicos, como sef\ala ouverger, tiene en gran parte un 
carácter politice. "Los defensores de la concepción clásica son 
conscientes de que los gastos públicos no son aniquiladores y 
destructivos; saben que se trata de una redistribución p6blica de 
recursos. su oposición al gasto público no es tanto porque estén 
convencidos de que los particulares sean st1periores al Estado 
para manejar la riqueza; más bien podria ser que la eKacción de 
rentas privadas, para su posterior redistribución, los lesiona en 
sus intereses económicos. Esto no significa, añade Duverger, que 
necesariamente los partidos de derecha se inclinen por la 
concepción clásica, y los de izquierda por la concepción moderna, 
de los gastos públicos. En ocasiones, los partidos de izquierda 
han defendido la concepción clásica, y los partidos de derecha, 
la concepción moderna (98). · 

Con estos antecedentes podemos entender las diferentes pos­
turas que giran alrededor del equilibrio presupuestal. Válido 
resulta aún la clasificación que Sergio Francisco de la Garza 
hace •obre el particular, señalando que: "la Teoria Clásica 
sost;;nia que el Presupuesto no debía tener ni défi~it ni tampoco 

(9~) I!!IDEH. 
( 98) DUVERGER, 
Ccnstitucicnal, 
1981). p. 16:. 

MAURICE. Instituciones Politicas y Derecho 
Editorial Ariel, Barcelona, España, septiembre de 
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superávit; sin embargo, no se rechazaba el déficit en fortna ab­
soluta, sino que se le consideraba como un mal tolerable 
únicamente en situaciones excepcionales, en que había que recur­
rir en forma limitada la & crédito público". Para la Teoria 
Moderna, de "economistas y financistas modernos, representados 
por Einaudi, Grizzioti, Hansen, Larner, Keynes y Beveridge, entre 
otros, sostienen que el empréstito es en muchas ocasiones menos 
oneroso que el impuesto extraordinario, que determina el aumento 
de la riqueza como multiplicador de inversiones, que incrementa 
la renta nacional en un ritmo superior al aumento de la deuda 
pública, que de nada sirve un equilibrio presupuestario si un 
país padece un desequilibrio económico, por lo que considerando 
que el equilibrio presupuestario debe ser la norma general, la 
estima sin embargo como susceptible de excepciones y flexible 
según las circunstancias, por lo que en ocasiones y en forma 
transitoria puede ser conveniente el desequilibrio pres\1puestal" 
( 99). 

Actualmente, sigue en tela de juicio, saber: "lcu61 es el 
nivel adecuado del Gasto Público? En primera instancia pareciera 
que la respuesta es: el que se pueda financiar con los recurso de 
operación del sector público. El gobierno no es una empresa que 
deba buscar utilidades operativas en su desempeño. Si fuera una 
entidad gobernada por el propósito de lucro, debería tender a 
lograr el máximo diferencial entre sus ingresos y sus egresos, a 
favor de los primeros. Sin embargo, en el gobierno el lograr un 
superávit fiscal implica que una parte de los ingresos que se ob­
tuvieron no se utilizó en la cobertura de los gastos presupues­
tales. A largo plazo, un gobierno que mantiene consistentemente 
superávit público deja de realizar una parte de las actividades 
esenciales de la administración pública. Es la falsa la idea 
simplista que señala que si el déficit es malo, entonces el 
superávit es bueno. De esta manera, la forma de presentar los 
presupuestos tiende a crear una cultura entre la ciudadanía, en 
la cual se asocia el déficit con todos los males, y el superávit 
con todas las virtudes. El déficit financiero no es otra cosa que 
el endeudamiento público neto. Incluso las discusiones respecto a 
la metodología de cálculo llevaron alguna vez al Fondo Monetario 
Internacional a sólo considerar como déficit al endeudamiento 
neto del sector público y no a los diferenciales entre ingreso y 
gasto. Es una decisión política, y por lo tanto sujeta a 
preferencias y no una verdad científica que la opción para la 
ecor.omía me:<icana es sólo la búsqueda del superávit financiero. 
::iast• :a opción de un crecimiento basado en mayor gasto social y 
c-n infraestr-.ictura, aplicado inteligentemente, aunque no se ob­
~.;n:ia ~·.1¡:erávit e incluEo a pesar da incur:.·ir en im moderado ----

'??) :E ... ,.. ,:;AR:!~, SEP.GIO E'. Jp, Cit. pp. 1:2 '/ 1~3. 
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déficit. Tal vez sea útil desempolvar algunos libros de historia, 
para encontrar que la época dorada del desarrollo económico 
mexicano, en la que se logro combinar la estabilidad con el 
crecimiento, se caracterizó por moderados déficits públicos y no 
por superávit" (100). 

El tipo de equilibrio presupuestal es entonces, una decisión 
político ftmdamental ya que dependiendo de las circunstancias 
sociales y más que nada de los objetivos de Política Económica 
fijados con apoyo en las características y situación específica 
del Estado, de podrá optar por un Presupuesto inclinado al 
déficit o bien por uno que se oriente al superávit. Vale recordar 
que el exsubsecretar'io de Hacienda, Rafael Mancera ortiz, en su 
estudio sobre "El Presupuesto Fiscal y la Economía Nacional", 
sostuvo que el "Principio Clásico del Equilibrio Presupuestal se 
snstituye cada vez más por la Teoría del equilibrio de la 
Economía Nacional considerada como un todo, teoría que se con­
sidera mejor adaptada a las funciones del Estado Moderno, que ya 
no es únicamente responsable de la sdministración de los ser­
vicios públicos tradicionales. Sin embargo debe tenerse presente 
que el déficit o superávit presupuestal, es decir el 
desequilibrio constante del Presupuesto en un mismo sentido, 
sería un factor que perjudicaría la situación financiera de 
cualquier país" (101). 

Es claro que el objetivo central del Informe Previo, por el 
cual se revisa la cuenta Pública, será justificar y comprobar el 
balance final del ejercicio anualizado, conforme a la política 
económica adoptada, ya sea superavitaria o deficitaria. En con­
secuencia la solventación que se haga, estará exenta de juicios 
de valor porque sería ilógico y absurdo que el Legislativo cen­
surara el alcance de la cuenta Pública, porque implicaría una 
especie de expiación ya que fue la propia Cámara de Diputados la 
que sancionó y aprobó el Presupuesto de Egresos•correspondiente. 

Desde el punto de vista formal, la cuenta Pública, al igual 
que el Presupuesto de Egresos, "comparte reglas fundamentales que 
presiden su estructura" (102). Estas se clasifican en: 

- La especificación de gastos ejercidos. Que sin duda es la 
nota característica de la Cuenta Pública porque permite al Legis­
lativo apreciar en particular el monto de los egresos a con­
trapelo de los ingresos. 

(100) QUINTANA, ENRIQUE. En "El Engai\oso Encanto del Superávit"' 
columna "Coordenadas" en el periódico "El Financiero", México 12 
de noviembr~ de 1992, p. 6 
(101) MANCERA ORTIZ, RAFAEL. 
Economía Nacional", SHCP 1956, 
(10:?.) FRAGA, GllBINO. "Derecho 
Méx1co, 1991. p. 330 

En "El Presupuesto Fiscal y la 
p. 80 
Administrativo", Editorial Perrita, 
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- La unidad de la cuenta Pública, que no es otra cosa sino 
que el Ejecutivo proporcione un solo documento al que se 
desglosen ingresos y egresos. Aqui vale la pena reparar en que la 
Cuenta Pública del D.D.F., _.tá asimilada a la del Gobierno 
Federal, por disposición del articulo 43 de la Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal. 

- Universalidad de la cuenta Pública, que consiste en que 
todo gasto tiene su previsión en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación, o biP.n en variaciones presupuestales debidamente ex­
plicadas. Basta para ello observar la página 14 de la cuenta de 
la Hacienda Pública del Gobierno Federal para el ejercicio de 
1991, en donde se describe la evolución de las finanzas públicas, 
bajo 3 rubros: balarice, ingresos y gasto. 

La afectación especifica de recursos que tiene su fun­
damento en el articulo lo. del Código Fiscal de la Federación, al 
establecer que: "sólo mediante ley podrá destinarse una 
contribución a un gasto público especifico" lo cual significa que 
bajo ninguna forma se podrán ingresar como rentas generales, los 
recursos públicos, ya que éstos pertenecen exclusivaotente a la 
partida que con antelación determinó el Legislativo. 

Ligados a las reglas fundamentales antes anotad111, en­
contramos otras que igualmente sustentan la Cuenta P<lblica, a 
saber: 

- La comprobación. Es decir el balance exacto de ingresos 
Vs. egresos que tiene un raigambre eminentemente contable, paro 
que en la administración pública se complementa con reglas 
especiales que regula la Ley de Presupuesto', Contabilidad y Gasto 
Público Federal, dirigidas a la presentación oportuna, ac­
cesibilidad, fácil manejo y veracidad de las cuentas. 

- La justificación que no es otra cosa sino los razonamien­
tos aportados, para hacer convicción de que los gastos incu­
rridos, cuando hay un exceso (déficit) tiene una causa u origen 
suficientemente fundado. cuando no se ha gastado, la 
justificación será el por qué no se efectuó la erogación 
autorizada y las consecuencias de ello. 

- La solventación negativa o positiva. Esto es, la solución 
final de la cuenta Pública que por si misma llevará al Legis­
la ti ·10 a su aprobación o no·. Esta regla, es esencialmente 
política a pesar de llevar una orientación positiva en el texto 
que el Ejecutivo somete a consideración del Legislativo. 

- La adopción de esta última regla, implica la supeditación 
del Ejecutivo a la Representación Nacional, que formalmente 
reside en la Cámara de Diputados, de modo tal que para ello su 
difusión es ordenada -al igual que para el Presupuesto de Egresos 
de la Federación- mediante publicación en el diario Oficial de la 
Federación. Este último ~vento es, sin lugar a dudas otra regla 
fundamental de la cuenta Pública, que por extrafto que parezca no 
encuentra apoyo -a pesar de su tradición- en disposición legal 
alguna. 
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En el Informe de Resultados, la Contaduría Mayor de Hacienda 
aporta datos concretos de la forma y términos de actuación del 
Ejecutivo en partidad especificas de la Cuenta Pública, que 
generalmente son objeto de revisión mediante la práctica de 
auditorias. Es en esta fase, donde el control del Poder Legis­
lativo penetra y desmenuza la estructura de los ingresos 
públicos, interactuando con la Secretaria de Hacienda y crédito 
Público en la correcta recaudación impositiva. 

Actualmente la contaduría Mayor de Hacienda, en atención a 
los principios de justicia fiscal, de justicia en la distribución 
de la cargas tributarias y considerando que la imposición de las 
tasas no pude depender de criterios particulares, lleva a cabo 
una escrupulosa revisión de la forma en que el Ejecutivo procede 
en la aplicación de la Ley de Ingresos, habiendo aportado in­
numerables modificaciones y correcciones a la ya de por si severa 
actuación de la Secretaría de Hacienda y crédito Público en 
materia de recaudación. Sin embargo su labor difícilmente puede 
concretarse a la censura de los actos del Ejecutivo, habida 
cuenta de que se trata de un órgano técnico y como tal su 
actuación está en función de lo que los propios re- presen­
tan tes, es decir, los Diputados, le requieren. 

En cuanto al auxilio y complementación que aporta la 
Contaduría Mayor de Hacienda en materia de recaudación, vale la 
pena destacar que el código Fiscal de la Federación en relación a 
las facultades de comprobación con que cuentan las autoridades 
fiscales ( art. 64), regula que dichas facultades comprenden de 
igual forma la determinación de contribuciones realizadas con 
motivo de la revisión de la Cuenta Pública Federal, correspon­
dientes a aportaciones de Seguridad social, contribuciones sobre 
ingresos provenientes y deducciones efectuadas en el extranjeroo 
que se causen por la importación de bienes, al impuesto sobre 
tenencia o uso de vehículos, ni respecto de las deducciones por 
creación o incremento de reservas de pasivo cuando los pagos co­
rrespondientes se efectúen en ejercicios posteriores a aquél en 
que se incurrió en pérdidas para efectos del impuesto sobre la 
renta, cuando dichas pérdidas se disminuyan total o parcialmente 
en el ejercicio respecto del cual se ejercen las facultades de 
comprobación, incluso en el ejercicio inmediato anterior a aquél 
en que se incurrió en pérdida, cuando ésta se disminuya en dicho 
ejercicio. 

Lo anterior fue establecido de acuerdo al art. So. de la Ley 
que establece, reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 
fiscales, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 
de diciembre de 1989 (vigente a partir del lo. de enero de 1990). 

Asimismo, la secretaria de Hacienda y Crédito Público ha 
dispuesto normas complementarias en materia de fiscalización de 
i:iqresos, merced a la r~•1isión de U cuenta de la Hacienda 
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Pública Federal que realiza la Contaduría Mayor de Hacienda. Tal 
es el caso del Acuerdo que requiere la presentación periódica de 
avisos sobre pagos efectuados por las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 3 de sep'&J.embre de 1986, que en su parte con­
siderativa dice: " ... las acciones de fiscalización efectuadas por 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, asi como obser­
vaciones que ha hecho la Contaduría Mayor de Hacienda, en las que 
se ha descubierto que algunos contratistas, proveedores, arren­
dadores y adquirentes de bienes del Gobierno Federal, así como 
prestadores o usuarios de sus servicios, no siempre declaran los 
ingresos ~ue perciben de la Administración Pública Federal, ni 
enteran los impuesto,s que por los mismos les corresponde". 

De esta forma, todas las dependencias y entidades de la 
Administración Pública están obligadas a presentar un informe de 
las principales operaciones celebradas en el ai\o de calendario 
anterior con los principales contribuyentes del impuesto sobre la 
renta a quienesse hubieren hecho pagos por obras públicas, ad­
quisiciones, arrendamientos, asesoría técnica, asi como por 
prestación de servicios generales y personales que se otorguen de 
manera independiente. Observamos pues, la interactuación del 
Poder Legislativo en la recaudación de los ingresos públicos. 
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b) Deuda Pública. 

La actual estrategia económica vuelve de nueva cuenta a con­
siderar el financiamiento externo como parte fundamental del 
desarrollo del país. según datos oficiales, así como consultas 
con funcionarios de la secretaría de Hacienda y crédito Público y 
analistas del sector privado la principal tarea del gobierno 
mexicano será crear nuevas bases para duplicar el ritmo de in­
greso de capitales al país, que se contemplan para el quinquenio 
1993-19~8, en por lo menos cien mil millones de dólares para 
financiar el desarrollo (articulo dgl periódico "El Financiero", 
9 de noviembre de 1992, primera plana y página 9). Además 
reci•ntes declaraciones del jefe del Ejecutivo permiten apreciar 
dicha tendencia: el 28 de enero de 1993, frente a embajadores 
parlamentarios de América Latina reunidos en las sesiones de la 
Junta Directiva y las Comisiones Política y Jurídica del Par­
lamento Latinoamericano (PARLATINO), el Presidente Salinas 
externó: "la deuda externa de los paises que integran la región 
todavía representa un obstáculo para el desarrollo, por el 
sacrificio que tienen que hacer los pueblos para cumplir con sus 
compromisos". Lo anterior en el marco del la imprescindible 
necesidad de capital externo, es lo que ha sido llamado el 
"circulo perverso de la economía de los países en desarrollo" por 
el elevado servicio que implica la amortización de su débito ex­
terno. En efecto, proyecciones relativas a los próximos cinco 
aftos, indican que el pago tan sólo de intereses será de 52 mil 
millones de dólares. 

¿cuál es entonces el nivel adecuado de deuda externa? A 
pesar de la intensa participación de México en las mesas de 
negociación con sus principales acreedores y no obstante de que 
de manera trimestral el Ejecutivo informa por conducto de la 
secretaria de Hacienda y crédito Público del estado que guardan 
los empréstitos asumidos por el Gobierno Federal (lo que de suyo 
haría más importante el análisis tanto del Ejecutivo como del 
Legislativo) la fiscalización del endeudamiento neto, bruto, 
flotante y otras variantes y conceptos afines es todavía en 
nuestro país incipiente. Por ello resulta conveniente destacar 
las dos tendencias relativas al- equilibrio presupuestal que en el 
apartado anterior hicimos notar, y por las que concluimos que del 
tipo de política adoptada para el ejercicio del gasto público, 
dependería la revisión del Poder Legislativo. El apartado de 
Deuda Pública no es la excepción; sin embargo es adecuado hacer 
notar ciertas características del control de Deuda Pública: 

- Para la contratación y autorización de financiamientos ex­
ternco, el Poder Legislativo delega facualtades al Poder 
Ej;ccitivo para realizar amorti::aciones de Deuda Pública, conforme 
a las disposiciones de su Ley específica y con fttndamento en el 
Fresupuesto de Egresos de la Federación. Esta facultad otorgada 
por ~l congreso de la Unión, deviene del artículo 73 fracción 
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VIII de la constitución General de la República. 

- La Ley General de Deuda Pública, en su articulo 29, obliga 
al Ejecutivo a que los Registros contables en materia de Deuda 
cumplab con las mismas caracll!rísticas que se otorgaron para su 
autorización lo cual significa que a nivel de deuda la forma y 
términos de contabilidad son exclusivamente predeterminados por 
el Poder Legislativo. En consecuencia, las bases de los registros 
contables son decretad~s por el Congreso de la Unión. 

Reminicencia de la Hacienda clásica, lo constituye la 
invocación constitucional y en casi todos los Presupuestos de 
Egresos autorizados por el Poder Legislativo, de destinar los 
capítulos correspondientes al endeudamiento interno o externo a 
fines específicos y claramente sefialados, en los que siempre se 
busca un incremento -en vía de regreso- de los ingresos públicos. 
Dicho de otro modo, deben reflejarse en proyectos de inversión 
viables y remunerativos, o por lo menos autofinanciables, inde­
pendientemente de su intención social debe garantizarse su 
recuperación. 

El articulo 18 de la Ley orgánica de la Contaduria Mayor 
de Hacienda dispone que para la conservación, microfilllación y 
cancelación de detida, se deberá estar a lo que conjuntamente 
determinen la propia Contaduria y la Secretaria de Programación y 
Presupuesto (hoy en dia secretaria de Hacienda y Crédito 
Público). 

Es pues problema toral de la gestión financiera del Estado 
Mexicano, la Deuda Pública en sus dos variantes: externa e in­
terna. A partir de 1980 la vida politica del pais se ha convul­
sionado, con motivo de las contrataciones de deuda externa, ya 
que: • ... ha decrecido el Producto Interno y el Ingreso Anual 
Bruto Per Cápita, las variaciones en los precios han aW1entado, 
el pago de intereses de la deuda también ha crecido despropor­
cionadamente en =elación con los ingresos provenientes de las ex­
portaciones, la balanza de pagos se ha deteriorado y los montos 
de divisas que se orientan a la amortización de la deuda son cada 
vez mayores. Todo ello pone de manifiesto que la Deuda Pública ha 
llegado a tal nivel que amenaza seriamente el crecimiento de los 
países endeudados ..• " ( 103 I que como México se han visto 
obligados ha asumir una politica de deuda restrictiva y lo que es 
peor a una reducción insólita del Gasto Público. 

Es prudente identificar que el origen de este problema 
deviene de· las políticas deficit3rias de financiamiento de ·1os 
gobiernos de los afios sesenta. Otro factor que ha obligado a los-

(1031 RICO RAMIREZ, MIGUEL, ponencia presentada en el "encuentro 
coü las ~ntidades fiscalizadoras superiores de América,Edición 
del Tribunal de cuentas de Espafia, 1989,pag. 115. 
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paises en vías de desarrollo al incremento de deuda pública ex­
terna, lo constituyen el incremento de la intervención de los 
gobiernos en sus economías; la necesidad de profundos programas 
sociales para abatir la enorme desigualdad económica; la crisis 
del petróleo a mediados de los años setenta; la recesión 
económica mundial a principios de los ochenta y el deterioro con­
stante y frecuente de las condiciones comerciales, de los paises 
en desarrollo en cuanto al intercambio de sus mercancías y 
productos, frente a paises desarrollados. 

No es intención de este trabajo hacer un análisis exhaustivo 
en materia de fiscafización de la deuda. sin embargo dado que la 
utilización exhorbitante de endeudamiento ha orillado a nuestro 
país ha prácticamente paralizado el gasto social, conviene 
reparar por ello, que para obtener una economía memos depen­
diente, seria plausible intensificar el control que el Poder 
Legislativo lleva a cabo en materia de deuda, considerando las 
siguientes propuestas: 

- La revisión por parte de la contaduría Mayor de Hacienda 
de los métodos (formas) de endeudamiento que conlleven a una 
economía en las condiciones de contratación de los empréstitos. 

- El examen de las fuentes y en general de las instituciones 
fiancieras que otorgan créditos, buscando confiabilidad y 
seguridad en los acreedores. 

Es de extrema importancia fincar la estrategia de deuda 
con base en lo que Schumpeter definió como potencial fiscal. Un 
elemento que podría ayudar firmemente en la búsqueda del poten­
cial fiscal que permita el debido cumplimiento de las 
obligaciones crediticias lo constituye el ligar el limite máximo 
absoluto de la Deuda Pública al crecimiento del Prodttcto Interno 
Bruto. Desgraciadamente nuestro país está alejado en lo inmediato 
de esta meta. El informe del tercer trimestre de 1992 que 
presentó a la Cámara de Diputados la secretaria de Hacienda y 
crédito Público, seflala en S\\ página 12 que la Deuda Externa neta 
(esto es aquella en que se· deduce el total de pagos que se 
hicieron en el ejercicio) se situó a fines de septiembre de 1992 
en 68,188.6 millones de dólares lo cual representa, todavía un 
déficit de 69 .1 billones de pesos del crecimiento del PIB, que -­
-de acuerdo con las estimaciones gubernamentales- se estima para 
ese mismo año, en un 2. 7 % , que traducido a cifras nominales será 
de alrededor de 1001.3 billones de pesos (104). 

(104) Datos tomados de la ponencia de ANDRES SUAREZ SUAREZ, Con­
sejero del Tribunal de cuentas de España y catedrático de 
Economía Fina11ciera de la Universidad complutense de Madrid, en 
"Encuentro ... • Op. cit. p. 101-111 
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- otra fórmula posible para la evaluación de proyectos de 
infraestruct11ra sustentados en recursos financieros externos lo 
es la búsqueda de condicione1 que prevenqan la participación de 
contrib11yentes o la qeneración de los mismos a futuro, con miras 
al mantenimiento y funcionamiento de los proyectos de inversión 
que en lo inmediato sólo aportan infraestruct11ra. Para ello es 
necesario reqular mediante estudios de planificación y fac­
tibilidad cualquier proyecto de inversión sustentado en en­
deudamiento externo a fin de evitar lo que popularmente se conoce 
como ''Elefantes Blancos". 

- Finalmente sé debe fortalecer la participación de la 
C.M.H. en dos actividades concernientes a la fiscalización de en­
deudamie11to público: la fidelidad en los reqistros y cifras apor­
tadas por entidades paraestatales, en materia de deuda, que no 
siempre concuerdan -por ser aproximadas- en los Informes 
Trimestrales que presenta el Ejecutivo, contra los datos que 
iqualmente da el Presidente de la República en forma anual en la 
Cuenta Pí1blica; además, la necesaria intervención del organo de 
control Externo de la Cámara de Diputados, en el proceso qe 
destrucción de títulos y cupones de la Deuda Pública, d& los 
cuales únicamente se recibe información por parte de los Bancos 
acreedores (105). 

c) Orientación Sectorial del Gasto. 

El comportamiento del gasto por Sectores constituye la 
piedra de toque de todo pres11puesto qubernamental. Dentro de él, 
la distinción entre qasto corriente y gasto de capital permite 
apreciar el impacto real de la participación estatal en la ac­
tividad económica del país. Jacinto Faya Viesca distinque entre 
el Gasto de Funcionamiento (también llamado Gasto corriente) como 
aq11él que se destina: "a los servicios públicos y al man­
tenimiento normal del Estado. Estas erogaciones no constituyen 
una transferencia del capital del Sector Público al Privado, ni 
una capitalización para el Estado; se emplean para el pago de 
personal, mantenimiento de equipo, alquileres de bienes muebles e 
inmuebles, adquisición de insumos ... " En cambio el gasto de 
capital: "si constituye una auténtica transferencia de capital de 
un sector a otro que afecta a la riqueza de la nación; se destina 
a la compra de equipo, inversiones financieras, etc." ( 106) 

(105) Datos pro;>orcionados por el C.P. JORGE CHAVEZ LOPEZ, Jefe 
del D,;;partamento de De11da ?ública, de la Dirección General de 
Auditoría de Inq¡·esos al sector central. 

(106) FA?A VIESCA, JACINTO. Op. cit. p.47 
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m1estro país distingue, a su vez el Gasto por sectores, 
dentro del cual se diferencian claramente l.as metas, proyectos y 
lineamientos que conforme a programas especificas debe cumplir 
estrictamente el Gobierno Federal. En él como se ha dicho se in~ 
cluyen indistintamente el Gasto corriente y el Gasto de capital. 

Otras definiciones importantes, y términos que usualmente se 
manejan en la jerga económico presupuestal, las encontramos en el 
Glosario Técnico sobre Fiscalización y control Gubernamental, de 
tre ellas destacamos: 

Gasto asignable por programas. 
Erogación que, ' por su naturaleza se aplicd o identifica con 

cada uno de los programas del PEF. 

Gasto Bruto Presupuestal. 
Erogaciones totales establecidas en el Presupuesto de 

Egresos, sin que se incluyan disminuciones por ningún concepto. 

Gasto de capital diferido. 
saldo correspondiente a pagos efectuados por adelantado o 

depósitos en garantía, otorgados por la entidad, sujetos a 
recuperación o amortización por servicios pendientes de realizar 
por parte de terceros. 

Gasto de conservación. 
Erogación de inversión destinada a la reconstrucción .de 

obras de infraestructura física y a la reparación de los bienes 
de capital de las entidades p(lblicas. 

Gasto de inversión. 
Es el importe de las erogaciones que realizan las personas 

fisicas y morales con el propósito de aumentar, conservar y 
mejorar el capital que les es propio. Los gastos de inversión del 
Sector Público tienden a incrementar y conservar el capital 
nacional. 

Gasto de operación. 
Monto presupuestal asignado a una entidad para el ejercicio 

de sus actividades normales, quedando comprendidos en este con­
cepto los rubros de: servicios personales y prestaciones, 
adquisición de bienes, impuestos, derechos y otras derogaciones. 

Gasto devengable. 
Toda erogación tanto L·eal como virtual que afectan los 

resulta dos financieros de una entidad, aün cuando la operación se 
realice antes o después del ejercicio. Es el Gasto real o virtual 
cuy; registro se ef:ctúa en el momento de realizar las 
operaciones de bienes y servicios ~ue se adquieren y que afectan 
los resultados financieros de una entidad, antes o después del 
•j&rcicic presupuestal. 
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Gasto devengado. 
Situación de la afectación del gasto, la cual implica un 

compromiso u obligación a cu•rir por conceptos de bienes y ser­
vicios, aún cuando la recepción, consumo o pago sea anterior o 
posterior a dichas afectaciones. También se llama el pasivo que 
representa un gasto incurrido en o antes de una fecha deter­
minada, pagadero en fecha futura. Ejemplos: el interés devengado 
sobre un documento por pagar, los jornales pendientes de pago a 
una fecha dada. 

Gasto directo del Sector. 
Erogación de recursos que la dependencia coordinadora des­

tina al cumplimiento de sus funciones y atribuciones como órgano 
del Ejecutivo Federal. Excluye las transferencias que por su con­
ducto otorga el Gobierno Federal a las entidades paraestatales o 
a los sectores Privado y Social. 

Gasto indirecto del sector. 
Erogación de recursos que el Gobierno Federal otorga a la 

entidades paraestatales o los Sectores Privado y social ~ que es 
registrado como transferencia por la dependencia coordinadora de 
Sector. 

Gasto irreductible. 
Erogación mínima indispensable para que pueda seguir 

operando una institución. También es llamado Gasto fijo, en vir­
tud de que se mantiene constante, no importando el volumen de 
producción siempre que no se rebase la capacidad instalada exis­
tente. 

Gasto neto. 
Presupuesto disminuido de las operaciones virtuales y com­

pensadas, es decir, lo que realmente se va a gastar y que afecta 
al erario federal. 

Gasto no Asignable por Programas. 
Erogación a realizar por compromisos contraídos y 

su naturaleza no es factible identificar en un 
específico, tales como los intereses, depreciaciones 
tizaciones. 

Gasto ;>agado, 

que por 
programa 
Y amor-

Erogación que corresponde a la parte del Presupuesto ejer­
cido liquidado por el Sector Público por conducto de la Tesorería 
de la Federación, con base en la documentación comprobatoria co­
rrespond!ente. 
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Gasto programable. 
Comprende las asignaciones con efectos directos en la ac­

tividad económica, social y de generación de empleos; incide 
sobre la demanda agregada a través de las erogaciones que realiza 
la Administración Pública central en la prestación de servicios 
de tipo colectivo, y por la inversión Pública. Asimismo, incluye 
las asignaciones de las empresas públicas en presupuestos des­
tinados a la producción de bienes y servicios estratégicos o 
esenciales que aumentan en forma directa la disponibilidad de 
bienes y servicios. Excluye el servicio de la Deuda que co­
rresponde a transacciones financieras, las participaciones a los 
Estados y Municipios y los estímulos fiscales, cuyos efectos 
económicos se materializarán vía las erogaciones de los 
beneficiarios (107). 

Todas estas definiciones si bien aportan un conocimiento más 
preciso de la utilización del Gasto Público omiten, salvo quizás 
en la última, las características de la repercusión 
macroeconómica que tiene el Gasto Público en la gestión finan­
ciera estatal. Este impacto es precisamente el que debe medir la 
C.H.H. en su análisis preliminar del Gasto Público, contenido en 
el Informe Previo. sin embargo, esta labor no parece ser 
suficiente debido a la inclusión dentro de la estructura del 
Presupuesto de Egresos (a partir de 1981) de un nuevo concepto 
llamado Gasto No Sectorizable. Esta clasificación, rompe 
paradójicamente -por su magnitud- los lineamientos esenciales del 
Presupuesto. 

En efecto, desde 1981 el Ejecutivo Federal dispone dis­
cracionalmente -sin sujetar su aplicación a meta o programa 
especifico- de jugosas partidas del PEF, destinadas a lo que se 
ha dado en llamar: Erogaciones no sectorizables. 

La utilización de estos recursos, a pesar de ~star prevista 
constitucionalmente en la llamada Partida Secreta, regulada a su 
vez en el artículo 13 del PEF publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 18 de diciembre de 1992, ha tenido un 
crecimiento y una proporción exhorbitante respecto del monto to­
tal de los egresos federales. Basta para ello observar el 
siguiente cuadro: 

( 107) ASOFIS (Asociación Nacional de Organismos Superiores de 
Fiscalización y Control Gubernamental), "Glosario Técnico sobre 
Fiscalización y control Gubernamental". Edición del organismo, 
México, D.F. 1985 pp. S4-ó8. 
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EJERCICIO 
PRESUPUESTAL 

1988 

1989 

1990 

1991 

1992 

1993 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 
(Miles de millones de pesos) 

MONTCI DE EROGACIONES 
NO SECTORIZABLES 

12,553,8 

6,954.2 

9,354.3 

$ 15,925.4 

17,827.8 

25,813,8 

% DEL PBF 

31\ 

17\ 

17\ 

22\ 

20\ 

28\ 

Ahora bien, comparando las erogaciones no sectorizables con 
los resultados reales de la aplicación del Presupuest0 , con­
statados en Cuenta Pública durante los ejercicios concl'uidos de 
1988, 1989, 1990 y 1991, esta Partida ha representado el 10.25% 
promedio del Gasto Programable del sector Público, 

Cabe aclarar, sin elllbargo, que para el ejercicio de 1991 las 
cifras aportadas no son completas ya que, al pie de la pAgina.43 
de los Resultados Generales de la Cuenta Pública de este aao, en 
el cuadro correspondiente al Gasto Programable, se seaala que el 
paquete salarial del ramo XXIII, se encuentra distribuido entre 
las dependencias, en la columna de Presupuesto original. lCuAnto 
fue entonces el monto real de Erogaciones no sectorizables? 
Posiblemente si acudimos al clasificador por el objeto·del gasto 
encontremos que dentro del capitulo 8,000 llamado Erogaciones.Ex­
traordinarias se incluye el concepto 8,100 relativo a Erogaciones 
Contingentes que según el propio Clasificador estAn definidos 
como de "naturaleza económica del gasto, ya que su carácter im­
previsible o contingente, no permite anticipadamente asiqnarle un 
objeto de gasto especifico, por lo tanto dicha naturaleza se 
conoce hasta el momento en que se definen los objetos de gasto 
correspondiente"(l08). La determinación del uso y aplicación real 
esta Partida, es todavia una tarea por realizar a cargo del 
Peder Legislativo. 

(108) claoificador por Objeto del Gasto emitido por la 
Subsecretaria de Planeación del Desarrollo y Control Presupuesta! 
de la extinta s.P.?., •1igente a partir de 1981, actualizado a 
~ici~mbre da 1990. 
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!lo resulta pernicioso recordar el debate sostenido en la 
Cámara de Diputados, con motivo de la aprobación del Decreto de 
Presupuesto de Egresos, para el Ejercicio Fiscal de 1993, en 
donde se cuestionó el monto y las caracteristicas de la Partida 
Secreta. Vale distinguir, que a pesar de la defensa inteligente 
de la Presidenta de la comisión de Programación, Presupuesto y 
enta Pública, Diputada Maria de los Angeles Moreno uriegaa, los 
elementos aportados -incluso por ella- permitieron a la oposición 
obtener una victoria politica respecto de la apreciación, por 
parte de la opinión pública de este espinoso tema. 

De tal modo, que la manifestación de la citada legisladora 
en el sentido de que: 

"· .. ahi se agrupan todas aquellas previsiones de gasto que 
en el momento de elaborar el proyecto de Presupuesto no están 
designadas de manera muy especifica en alguna.dependencia por que 
corresponde a previsiones por posibles contingencias, entre otros 
elementos. El Ejecutivo informa de los Programas Globales y sus 
corrspondientes montos en el tomo II relativo a Ramos Generales, 
y en el tomo III de manera mucho mAs desagregada. Al calU;ical'los 
como no aectorizables, .no se está queriendo decir que estas par­
tidas no estén designadas, si lo están y se dice cómo, y al final 
del ejercicio se informa sobre el destino de estos recursos, de 
la misma manera que para cualquier otro ramo o sector. Bn ~l .ramo 
XXIII no hay economías; al final del ejercicio los recursos 
aprobados están sectorizados a como en principio se planteó en.el 
Presupuesto" ( 109) • · 

Lo anterior, no solamente robustece la desconfianza,natural 
de la oposición en el tema sino que aportó nuevos elementos de 
spicacia al indicar que en ese rubro no existen economias 
presupuestales. con ello se fortaleció la idea de que el destino 
de estos fondos federales corresponde en buena parte al pago de 
emolumentos ya sea a servidores públicos o no, porque de acuerdo 
al articulo 17 del PEF las economias vienen a ser: "Los importes 
no devengados en el pago de servicios personales, asi como las 
diferencias en cambios •.. " · 

lNo seria más provechoso, para efectos de la orientación 
sectorial del Gasto Público -en aras de la transparencia en la 
utilización de recursos- conformar una Comisión Secreta de 
Reserva, dentro del Poder Legislativo que tuviera conocimiento 
confidencial temporal de la utilización de esta Partida o bien, 
fijar un tope respecto del monto total del PEF? 

(109) Versión estenográfica de la Cámara Pública, taquigrafía 
parlan~ntaria, Diciembre 15 de 1992,pp. 13 y 14. 
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Lo que si resulta innegable, es que la exagerada proporción 
del monto del PEF que ocupan las erogaciones no sectorizables, 
debe de ser materia de reducción . 

• Por otra parte, la fiscalización que ejerce la Contaduría 
Mayor de Hacienda en cuanto a la orientación sectorial del gasto 
ha sido cada vez más intensa, selectiva y críticamente 
prepositiva. A manera de ejemplo, veamos la opinión tácnica del 
órgano de control del Poder Legislativo, en la revisión de un 
apartado específico de la cuenta Pública. Digamos el sector 
Desarrollo Rural Integral, en donde los objetivos y metas, se 
miden de manera previa conforme al Plan Nacional de Desarrollo y 
al Programa Nacionar de Modernización del campo, se establece una 
congruencia con sus prioridades, las cuales bajo la consideración 
de la contaduría Mayor de Hacienda fueron positivas. No obstante 
ello, se indica, en la página 116 del Informe Previo sobre la 
revisión de la cuenta de la Hacienda Pública Federal de 1991 que: 

"En contraste, las metas originales de conservación de agua 
y suelo, incorporación de áreas al temporal tecnificado, 
ejecución de las resoluciones presidenciales de dotación.de tier­
ras y expedición de certificados de propiedad e inafecitabtiidad 
fueron inferiores a las alcanzadas un afio antes". 

Por otro lado, en el propio Informe Previo se ~~ce. un 
análisis comparativo en el que se procura diferenciar -ya que ~e 
trata de un sector productivo- con los resultados obtenidos .en 
1991. Así se destaca: "que disminuyó la 'producción de los diez 
cultivos básicos ... la producción forestal descendio por tercer 
afio consecutivo 11 • 

Se hace además un seguimiento especifico de las metas 
programadas, en donde se indica el grado de cumplimiento con base 
en proyecciones porcentuales. A su vez, se distinguen las prin­
cipales causas que motivaron la falta de cumplimiento eficiente -
(en un rango del 100%) o en su caso, el exceso (y con ello la 
justificación presupuesta!) en la aplicación de recursos 
públicos. Se analizan también, desviaciones específicas en cuanto 
a la estructura del gasto, com-o cuando se dice que: no se ajustó 
cabalmente a la prevista, debido al apoyo presupuesta! que se 
otorgó a los proyectos de ampliación y rehabilitación de la in­
fraestructura financiados con créditos externos; a la creación de 
1~ coor:linacién General de Asesores de la SARH y del organismo 
Apoyos y servicios a la comercialización Agropecuaria; a la 
contratación de servicios de asesoría para los proyectos de 
inversión del trópico húmedo y para la formulación de estudios 
sobN los recurs.:is acuíferos del país; a los recursos adicionales 
provenientes del PRONASOL; y a los aumentos salariales 
autorizados en el ado. 
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En otro segmento, se dividen las aportaciones en cuanto a 
gasto corriente y gasto de capital (que para 1991 tuvo un sen­
sible aumento en este rubro). 

Finalmente, en cuanto a la eficiencia de las acciones 
emprendidas se seleccionan aquellos programas que por su cuantia, 
importancia o trascendencia, reportan interés general y de ellos 
se hace un examen más concienzudo que desmenuza, es decir analiza 
las partidas desagregadas conforme al clasificador por el objeto 
del gasto. En nuestro ejemplo, de 43 programas del sector Desa­
rrollo Rural Integral, se seleccionaron dos que absorbieron el 
24% del gasto sectorial de 1991, a saber: "los programas Desar­
rollo de Areas de' Riego y construcción y Adecuación para Agua 
Potable": 

Este análisis permite a la Contaduria conocer el 
cumplimiento de metas y proporciona indicios de probable -
irregularidades a detectar como sucede en el caso del programa 
construcción y Adecuación para Agua Potable en donde se indica: 

"De acuerdo con la cuenta Pública de 1991, durante el año se 
ejercieron ... 611.2 miles de millones de pesos, monto inferior en 
19.4% al presupuesto autorizado y que en términos reales superó 
en 56.0% al ergado un afto antes; sin embargo se considera que las 
explicaciones sobre las variaciones presupuestales respecto a su 
previsión resultan insuficientes, por lo que para determinar la 
eficiencia con que se aplicaron los recursos se precisa de una 
evaluación especifica para efectos del Informe de Resultados". 

Al mismo tiempo en el Informe Previo se puntualizan 
salvedades: es decir insuficiencias informativas que no permiten 
emitir juicio alguno. En el ya citado caso, por ejemplo se 
detalla: " ..• el análisis de los resultados obtenidos en 1991 
meidante los programas Desarrollo de Areas de Riego y 
Construcción y Adecuación para Agua Potable estuvo limitada por 
la información presentada". Este análisis se enlaza directamente 
con el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
inmediato posterior. No olvidémos que el Informe Previo tiene 
como último remitente a la Comisión encargada de la Programación, 
Presupuestación y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados. Asi 
en el caso de los programas Desarrollo de Areas de Riego y 
Construcción y Adecuación para Agua Potable, cuya materia de 
análisis correspondió a la cuenta Pública de 1991, se ve 
reflejado el impacto del examen practicado por la Contaduria 
Mayor de Hacienda en el citado Informe Previo al señalar la 
exposición de motivos en el tomo I del Proyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1993, en la 
página 85 que: "para el fortalecimiento de la estructura 
hidr,agricola, la Comisión Nacional del Agua continuará la 
descentralización y la desconcentración de funciones. Estas se 
transferiL·án a las organizaciones de usuarios de los Distrito de 
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Riego, que recibirán apoyo técnico y asesoría ... " Además el 
propio Presupuesto de Egresos, contiene como consecuencia de las 
observaciones del órgano técnico de la Cámara de Diputados, metas 
sustantivas par 1993. La página 90 de este documento indica que 
se incorporarán 58.5 miles de hectáreas a la agricultura de riego 
mediante infraestructura y que se mejorarán y rehabilitarán 170. 9 
miles de hectáreas de infraestructura hidroaqrícola en áreas de 
riego. Se demuestra con estas citas la vinculación existente 
entre el informe previo y el Presupuesto de Egresos de la 
Federación. 

Finalmente en el ámbito sectorial el Informe Previo contiene 
señalamientos respecto a la falta de observancia de disposiciones 
jurídicas que en particular no fueron observadas por las depen­
dencias y/o las entidades. En el ejemplo citado la limitación 
para cuantificar la información presentada (metas específicas), 
contraviene el articulo 112 del Reglamento de la Ley de 
Presupuesto, contabilidad y Gasto Público Federal. 

En síntesis puede apreciarse, que la labor que desempefla la 
Contaduría Mayor de Hacienda dista mucho de ser vertical o 
supeditada la criterio del Ejecutivo Federal. Por el contrario es 
un aporte indispensable para conocer los resultados de la gestión 
financiera estatal y sobretodo, permite medir la marcha guber­
namental y su impacto en la actividad económica del pais,"por su 
carácter de revisión global de la cuenta Pública y habida cuenta 
de que aporta un conjunto de conocimientos, análisis y ·con­
sideraciones de nivel estructural sobre la situación que guarda 
el pais en los aspectos específicos del desarrollo al término del 
ejercicio examinado" ( 110). 

d) organismos y empresas del Gobierno. 

De suyo propio la contaduría Mayor de Hacienda cuenta con 
una unidad administrativa, especializada en el control y 
fiscalización de las entidades paraestatales del Gobierno 
Federal, así como las coordinadas por el Departamento del Dis­
trito Federal. De esta manera salta a la vista la importancia que 
reviste para el Poder Legislativo el control y manejo de los or­
ganismos y empresas del Gobierno Federal. 

( 110) Informe Previo sobre la Revisión de la cuenta de la 
Hacienda Pública Federal de 1991, presentado en octubre de 1992, 
edición de la C.M.H., página 19 in fine. En general todas las 
referencias sefialadas en este apartado corresponden a la versión 
amplia del Informe Previo, documento público disponible en el 
Centro de Información y Documentación de la Contaduría Mayor de 
Hacienda, ~n Av. Coyoacán 1501, Col. Del Valle, México, D.F. 
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El área encargada de la revisión de las entidades públicas 
es la Dirección General de Auditoría al sector Paraestatal, cuyas 
atribuciones han sido comentadas en el capítulo precedente. Des­
taca sin embargo la labor de fiscalización que en el aspecto 
macroeconómico lleva a cabo esta unidad administrativa. El In­
forme Previo que reporta la contaduría Mayor de Hacienda, por 
conducto de la comisión de Vigilancia a la Comisión de 
Programación, Presupuesto y cuenta Pública contiene un capítulo 
dedicado a los estados financieros del Sector Paraestatal. En él 
s~ analiza la información financiera de las entidades sujetas a 
control presupuesta! directo cuya inclusión en el apartado de es­
tados financieros, presupuestario y económicos consolidados cor­
responde en un se'gmento importante a la cuenta de la Hacienda 
Pública Federal. Este análisis tiene como base la medición y 
comparación de variables respecto de los ejercicios anteriores. 

Hasta aquí parecería que la importancia que otorga el órgano 
técnico de la Cámara de Diputados responde a la trascendencia que 
le da la constitución General de la República a los organismos y 
empresas gubernamentales. Sin embargo, a pesar de que existe 
disposición expresa en la carta Magna para realizar una r.evisión 
exhaustiva de cualquier organismo descentralizado, elllpresa 
paraestatal, fideicomiso público, etc. (art. 93, párrafo tercero) 
la situación es bien distinta en la realidad, porque si las 
relaciones entre el Ejecutivo (Sector central) y el Legislativo 
son casi imperceptibles, el desconocimiento respecto der Sector 
Paraestatal para el Poder Legislativo, permea al interior de am­
bas cámaras del congreso. Lo anterior hace práctic11111ente in­
operante lo dispuesto en el texto constitucional y ha ocasionado 
-especialmente en el período comprendido de 1988/1991- frecuentes 
disputas políticas respecto de la participación del Poder Legis­
lativo en el Sector Paraestatal gubernamental. Esta situación 
hizo crisis a fines de la LII Legislatura y tuvo su expresión 
política en la llamada "Auditoría al Sector Eléctrico", oi:iginada 
con motivo de los incrementos a las tarifas autorizadas por la 
secretaría de Hacienda y Crédito Público en la comisión Federal 
da ~lectricidad. Más adelante resaltaremos la importancia de esta 
revisión especial de la contadu:J:.a Mayor de Hacienda. 

Por lo pronto debemos destacar que dentro del Título Tercero 
de la Norma suprema de la Unión, y dentro del capítulo concer­
niente al Poder Ejecutivo, nuestra constitución precisa una 
interactuación entre los Poderes que permite seftalar su limite en 
el ej~rcicio pleno de las atribuciones que le corresponda o en la 
colaboración entre uno y otro. A partir del 24 de enero de 1974 
la cbligaci6n para comparecer ante las cámaras se amplió al nivel 
de los directores y administradores de los organismos de­
scentralizados federales, del Departamento del Distrito Federal, 
en tratándose de la Asamblea de Representantes o de las empresas 
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de participación estatal mayoritaria, lo que, coincidiendo con 
Hanuel Barqu!n Alvarez: "evidenció la voluntad politica de 
ampliar responsabilidad delCEjecutivo Federal a sus funcionarios 
de nivel intermedio" dándose importancia y trascendencia la 
crecimiento que representaba el Sector Paraestatal (111). 

La crisis económica de los ochentas obligó (aún cuando seria 
mucho más adecuado decir que lo propició la politica económica, 
con fundamento en el bagage neoliberal de la década) al Estado 
He;:icano a replantear su participación en importantes actividades 
económicas que llegaron a ser vetadas para los particulares, en 
virtud de considerarse como de interés público. A este respecto 
la propia carta Hagna seftalaba en el otrora artículo 27 
constitucional áreas estratégicas y prioritarias que en beneficio 
social y bajo el esquema de hacer una distribución equitativa de 
la riqueza estaban reservadas al Estado. 

Dicho en otras palabras, el fin del Estado propietario se 
gestó a partir del sexenio de 1982 a 1988. Todavía es prematuro 
adelantar una conclusión respecto de si los resultados de esta 
reducción, en la que nos hemos acostumbrado a escuchar conceptos 
como: "desincorporación" y "redimensionamiento" que traducidos al 
Espaftol significan venta, fusión, liquidación o extinc16n de ac­
tivos o pasivos de las empresas (incluyéndose entre estos 
~ltimos, lógicamente a los trabajadores), 'ha sido benéfica o no 
para el pais. 

Lo que si se advierte es una transformación en las ac­
tividades económicas de la Nación, cuyo último punto -de feliz 
encuentro según nuestros gobernantes- será el Tratado de Libre 
comercio en América del Norte (112). 

(111) BARQUIN ALVAREZ, MANUEL. ·constitución Política de los Es­
tadcs unidos Mexicanos, comentaaa. Edición de la U.N.A.H., México 
198~. 

(112) La nueva Constitución Ec~nómica de la República, será sin 
duda üguna el Tratado de Libre Comercio, cuyos primeros efectos 
ya empiezan a resentirse en la industria privada del país. AqttÍ 
vale la pena decir que aquellos que durante mucho tiempo es­
tuvieron privados de iniciativa empresariál, dificilmente podrán 
·scbravivir ante la c.ompetencia internacional. En ese aspecto la 
actitud del Gobierno Federal a partir de 1908 ha sido de adelan­
ta~ =l escenario para las empresas gubernamentales. Prueba de 
ello son las recientes refo1·mas a PEf!EX publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación al 16 de julio de 1992. 
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En ese tenor ha sido significativa la reducción de la 
inversión pública y su grado de participación en la economía 
global del país. Lo que inició en 1980 ha continuado durante los 
primeros dos aftos de los noventas, con una clara propensión al 
abandono por parte del Sector Público de las actividades produc­
tivas. Hay sin embargo importantes tendencias que permiten con­
cluir que en algunos ramos se ha empezado a revertir ligeramente 
esta situación. Bajo este enfoque es pertinente citar a Antonio 
Gershenson: "En su conjunto, la inversión total de organismos y 
empresas descentralizadas sujetas a control presupuesta! había 
bajado consistentemente hasta llegar, en 1989 al 29.6% de la que 
se tuvo en 1981 en términos reales. A partir de allí hay un 
aumento, en 1990, de 34.3% de la inversión de ese afto de referen­
cia, y a 36% en 1991. La recuperación es modesta en comparación 
con el pasado ... En el sector alimentario, hay una baja incluso 
frente al total de gasto programable de los organismos y 
empresas, y el programable de este sector desciende de 22.7% en 
1986 a 15.9% en 1990, y a 10.9% en 1991. Esto parece estar 
relacionado con convenios relativos a la renegociación de la 
deuda, en los que se establece la minimización de Conasupo y a la 
privatización de otras empresas" ( 113) . 

Lo que olvida Gershenson es que si bien es cierto se 
presenta una menor participación del Estado en áreas como CON­
ASUPO, también lo es que se ha incrementado la regulación esta­
tal, como en este caso en áreas de importancia para la 
alimentación y el abasto nacional. Es en esta parte donde destaca 
la importancia del Informe Previo que realiza la Contaduría Mayor 
de Hacienda, puesto que los objetivos, metas de operación y 
líneas de acción del Gobierno Federal si se orientaron a garan­
tizar la disponibilidad de productos básicos a precios accesible 
a la población de bajos recursos. Prueba de ello lo es el texto 
que a continuación se cita, relativo al Informe Previo, p6g, 128: 

"En sus actividades de comercialización de productos 
básicos, CONASUPO ejerció un presupuesto de 4620.7 miles de mil­
lones de pesos (que se destinó en su totalidad a gasto 
corriente), que fue inferior en 35.6% al autorizado y similar en 
términos reales al derogado en 1990, debido a la incorporación de 
los gastos originados por la instrumentación del programa Tor­
tilla Solidaridad del programa 6B; cabe señalar que esa 
explicación justifica un incremento en el gasto previsto, pero no 
subejercicio como se indica en la cuenta Pública". 

/\qui tenernos una muestra de la conjugación, entre las diver­
sas variables, cifras, datos estadísitcos y demás características 
contables y económico-financieras, que logran la determinación de 

(113) GERSH&NSON, ANTONIO. "La Inversión Pública: avances y 
;:>roblemas". Semanario Punto, México, D.F. 4 de enero de 1993. 
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criterios imparciales y técnicos respecto de la economia 
nacional. Esta actuación solamente es posible por un órgano 
técnico independiente, que en este caso se encuentra inserto en 
el Poder Legislativo y que c1adyuva palpablemente al Ejecutivo en 
la toma de decisiones respecto de la politica económica del pais. 

Cabe destacar que este análisis considera todas las 
posibilidades y variables, verbigracia la incorporación del 
Programa Nacional de Solidaridad y su significado en un segmento 
de trascendencia económica como lo es la alimentación. Esta 
situación dificilmente puede ser contemplada dentro de la cuenta 
PGblica, por su carácter univoco. La multiplicidad y los juicios 
que hacen posible al.a macrofiscalización, se dan en el ámbito de 
la representación nacional por antonomasia: la Cámara de 
Diputados. 

Otra caracteristica del criterio imparcial y técnico de la 
Contaduria Mayor de Hacienda lo es la actitud que invoca respecto 
de los estados financieros de las entidades paraestatales. ¿se 
revisa nuevamente el dictamen del auditor externo? ¿se cae en la 
revisión de la revisión? No es asi. El análisis comprende las 
salvedades expresadas por el auditor y los aspectos ·de mayor 
relevancia de carácter operativo y financiero, y sus reper­
cusiones sobre la situación de la entidad. Esto implica una toma 
de posición que atiende a las causas que originaron tanto las 
salvedades como las irregularidades observadas por el auditor ex­
terno. En este sentido se atiende por lo general al conjunto y a 
su impacto en.la actividad económica gubernamental. 
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II.- Observancia de la leqislación aplicable, vinculada con la 
revisión de la cuenta Ptlblic'\· 

r;a descripción sucinta que haremos en este apartado respecto 
de los ordenamientos leqales que inciden en la revisión iuridico­
econósica de la cuenta Pública es, ante todo, enunciativa: .z: no 
limitativa. sa pretende con ello, exponer brevemente la.constante 
retroalimentación en que se ve inmerso el proceso de axaaen.. y 
análisis que practica la Contaduría Mayor de Hacienda; por esto 
la referencia a tas Leyes que se invocan describe la relación que 
existe entre la(s) rtorma(s) y aquellas fases relevantes en las 
que se ve involucrada la revisión. 

En lo que hace al Presupuesto de Eqresos y a la Ley· de rn­
qresos de la Federación, se omite su mención en particular, en 
virtud de que en apartados precedentes se han expuesto entdetalle 
sus nexos con las funciones que desarrolla el órqano técnico·de 
la H. cámara de Diputados. 

llOr otra parte, en un apartado especial, destaca ~ ;l.llpor­
tancia: y trascendencia de la reforma politica del Departamento 
del Distrito Federal; la cual repercutió, evidentesente, en 
cuanto. a la fiscalización de recursos, en nuevas atribuéibhes que 
tenddn·: aplicación a partir del ejercicio fiscal de 199" · · 

LBY DS PRBSUPUBSTO, 
(PRSCOOl\). 

CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO !'SDBRAL 

Expedida por el H. conqreso de la Unión y publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1976 , este 
ordenasiento antecede a la Ley Orqánica de la contaduría Mayor'de 
Hacienda y por ende representa el precedente leqislativo 'en 
materia de presupuesto, proqramación y control del Gasto Público. 

Desda su articulo 60. requla al control y evaluación del 
Gasto para todas las entidades que inteqran el amplio espectro 
q11berna111ental de la aplicación de recursos públicos. Define a las 
entidades bajo esta última conc•pción y no como actualmente se 
interpreta en razón de su ubicación dentro de la Administración 
Pública. En ,,onsecuencia se consideran entidades tanto al Poder 
L"qislativo, al Poder Judicial, a la Presidencia de la Rapública, 
a las SecretaL·ías de Estado, la Procuraduria General de la 
Rep~blica, el Departamento d•l Distrito Federal, los orqanismos 
desco.ntralizajos, las empresas de paticipación estatal 
may.:>l'itaria, los fideicomisos públicos entandidos "orno aquellos 
Ho los :¡ue ~l fideicomito?nte es -=l Gobierno Federal, el Depar­
tamento dal llistrit;:; Fed;;ral, cualquier orqanismo descentralizado 
e "mpresa de ¡:,arti•'ipación ~statal ,nay.1ritaria. 
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Expedida al parejo del Presupuesto por Proqr1111as ·que 
proclamaba el entonces presidente José López Portillo esta Ley 
encuentra su soporte y justificación bajo las directrices y 
planes nacionales de desarrollo económico y social queofOrmula 
hoy en dia el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaria::;'de 
Hacienda y crédito Público. Contiene sin embargo, determinádas 
disposiciones en las que se aprecia la participación conjunta del 
Poder Legislativo, tal es el caso de la solicitud que· ·ros :;ce. 
Diputados pueden hacer, con fundamento en el articul:o 11 de 
todos los datos estadisticos e información general que puedan 
contribuir a una ··'mejor comprensión de las proposiciones con­
tenidas en el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

Se advierte en el texto de la Ley (articulo 13) que.el Gasto 
Público Federal se aplica conforme a programas en los que quedan 
sei'lalados los objetivos, metas y responsables de su·· ejecución, 
por ai'lo calendario y fundamentándose en costos. Bst~ último 
definirá el tipo y la fuente de ingresos para su financiamiento. 

Lo anterior constituye la base para la elabor~i611--del 
Presupuesto de Egresos de la Federación, el cual se '·reqi¡r~an 
cuanto a su programación, formulacién, aprobación, exJ>edicíón, 
ejecución, aplicación, control y evaluación por la presente·.tey. . .. . 

Afortunada en su redacción, las disposiciones jurf<U.cas·que 
contiene han sido lo suficientemente eficaces para-; .. regular 
durante más de quince ai'los, capitulos tan importantes en el 
desarrollo de la Administración Pública como el ejer:cicio del 
Gasto P(iblico Federal, la Contabilidad Gubernamentar ~incluso 
las· Responsabilidades derivadas del dafio patrimonial en contra de 
la Hacienda Pública del Gobierno Federal y del Depart1111ento del 
Distrito Federal. 

Sin embargo, se advierte que la falta de regulación en ·su 
texto para las actividades que desarrolla la contaduría Mayor de 
Hacienda hacen necesaria una reforma que actualice y- otorgue 
facultades al órganü técnico üe la Cámara de Diputados para in­
tervenir, como a.:ont<:ce en la realidad, en el proceso de 
Prügramadón-Presupuestación del Gasto Público. Ese es -en mi 
opinión- el sentido que tiene la entrega del Informe Previo de la 
revisión de la Cuenta Pública del ejercicio precedente, a más 
tardar el 10 de noviembre de r.ada a1fa, antes de la entrega de la 
iniciativa ce la Ley de Ingresos 7 el Proyecte de Decreto de 
Presupuesto de EgNsos, por parte del Ejecutivo Federal. 

Ho?ncién espacial mera..:::en los lint:amic:ntos que: i:n materia 
=entable s.:~ala ;,sta Ley, los .::uales difícilmente se observan en 
las dependencias y entidades del Gübi.:rnc Federal. No obstante 
~llú, Us l:ipótesis reguladas en la Ley no necesariamente hacen 
pe.rm:;;iblc .,;u :.ncumplirai-:nto. Esta situacién anómala, habría que 
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ubicarla en el accionar siempre perfectible de los sujetos a 
quien se diriqe la norma. vale en ese sentido resaltar llL· tenaz 
parti~ipación de la Contaduría Mayor de Hacienda en la b6squeda 
de uniformidad y simplificac~ón en materia de contabilidad: guber­
namental. Bn ese sentido calle destacar la intensa comunicación 
entre el Ejecutivo y Leqislativo en el intercambio de solilciones 
y medidas correctivas en materia de contabilidad qubernaMnt"lil.. · 

En efecto, tanto la cuenta Pública revisada (en el .. Informe 
de Resultados) como la que anualmente presenta el Presidente.de 
la República para su revisión, contienen anexos respecto, de· ·ros 
resultados obtenidos del análisis contable, su sequi•iento, 
•ectificación y/o justificación. 

En :o concerniente a responsabilidades, la PRECCGA es· el or­
.~.~11amiP.nto rector """ c'.lanto a recuperación de dados patrilloniales 
oca~ionados a la Hacienda P6blica. 

Conviene distinquir este tipo de responsabilidades, de. las 
propiamente "administrativas", ya que aún y cuando las ·dos com­
parten un oriqen común dentro del Derecho Aclministrativ,9·~· Ii's _ 
consecuencias jurídicas que producen al sujeto respona'li.lil:e jlon 
diversas. Mientras en el primer caso se sanciona al ser:v!dor 
p(tblico por una infracción a sus obliqaciones, requladas por el 
artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades dili fQs.··aer­
vidores P6blicos, en el sequndo supuesto se ocasiona · •noscabo 
estimable en dinero al patrimonio de la Hacienda P6blica, ·.l'c)?que 
conlleva al resarcimiento indemniza torio por dallas y perfuiciós. 
Ello se traduce en el "fincamiento" de los llamados Plieqos de 
Responsabilidad, los cuales se formulan por la secretaria. d8' la 
contral.oria General de la Federación ( * l con basa, en:'. vi.sitas 
•Uditorias o investiqaciones practicadas, o bien en form111 preven­
tiva por las entidades paraestatales, con motivo de la qlosa .. de 
su propia contabilidad, así como por Secretarhs de Estado y el 
Departamento del Distrito Federal en relación con las operaciones 
de las entidades paraestatales aqrupadas en su sector, o final­
mente por la Secretaría de Hacienda y crédito Público (Art. 45). 

Mención especial mer-acen, ·. l?n la complicada trama de la ley, 
l·>• lla.nados P!i.;gos d.; Observacion¿s que emite lá Contaduría 
Mayor de Hacienda, ,;¡¡ los térmi'!OS ~e sn Ley orqánica y cuyos 
~f~r:tos están definidos en la PRECOGA. 

, •) La facultad para que 3ECCGEF conozca de >.s ta clase de 
pliegos, quedó plasmada en los articulas sexto y séptimo tran­
ritorior, del decretv dé reformas y adiciones a la Ley orqánica 
i~ !3 Mministr,.cun F•tblica Federal, publicado ~n el Diario Ofi­
cial de la Federación ~l :9 de diciembL·e de 1982. Esta peculiar 
fundamentación, que se invoca en el te::to de los Plieqos 
d:filiithos de Respcnsabilidad, hace exageradamente imbricado el 
pNr:edimiP.nto sancionatc.ri<:i de responsabilidades patrimoniales. 
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Lo anterior tiene razón de ser, supuesto que la Contaduria 
también realiza una revisión contable y númerica en la.llamada 
cuenta Ptlblica; sin embarqo el planteamiento de la PRECOGK,es eX­
tremadamente limitado porque linicamente faculta a la Siicretaria 
d~ la contraloría General de la FP.deración para tomar Illa'aedidas 
administrativas correspondientes. 

En el colmo del desdoblamiento de normas juridicas, es 
necesario consultar el Reqlamento de la Ley, expedida . ,por el' 
Presidente de la Repliblica con apeqo al articulo 89 fracción J: de 
la constitución •para encontrar' en esta disposición ad­
ministrativa el tratamiento (requlado por el Poder Ejecutivo)· a 
los llamados Pliegos de observaciones (emitidos por la 
~~ntaduria, dependencia del Poder Leqislativo). En este or­
d~namiento se establecen las reqlas esenciales que permiten 
esclarecer que los citados Plieqos de Observaciones, no son otra 
cosa sino denuncias que el Poder Leqislativo hace al &jecutivo, 
sobre hechos en los que se presumen daños y/o perj.ilicios ··a1 
patrimonio estatal. 

Bn ese sentido, vale destacar el segundo y tercer p¡trrafos 
del articulo 172 del Reqlamento de la PRECOGA, que a la letra 
dice: 

·. "Tratandose de los Pliegos ere OI>servaciones qu.,...Dllli'ta :ta 
contaduría Mayor de Hacienda, se procederá a const:Ii:U1r· l'a 
responsabilidad respectiva, cuando las entidades inforiien que 
dichos pliegos no fueron solventados. 

La secretaria se coordinará con la Contaduría· Mayor. de 
Hacienda para establecer las medidas administrativas convenientes 
q119 permitan constituir en forma expedita las responsabilidades 
derivadas de los Pliegos de Observaciones." 

Eato quiere decir que el Organo Técnico de la H. cámara· de 
Diputados, solamente determina la responsabilidad, es decir da 
aviso e informa al Poder Ejecutivo (SECOGEF) del tiempo, modo y 
luaar del acontecimiento en el ·que se presume dafto, perjuicio o 
meñoscabo al patrimonio de la Hacienda Pública, tocando a esta 
\tlt¡ma autoriddd administrativa su constitución definitiva 
(mediante el fincamiento aludido), en caso de que el responsable 
no solvente la irregularidad detectada. 

Es por ello que se concluye, después de este laberíntico 
recorrido, que las funciones de la Contaduría Mayor de Hacienda 
~n relación con la PRECOGA, con motivo de la revisión juridico­
<?•:cnómic• de la cu.-nta Pública son meramente de coordinación, 
cero la sanci.511 derivada de responsabilidades por daño 
patrim.:mial atalie ·:mica 'J exclusivamente al Poder Ejecutivo, como 
autoridad adminL;trativa. 
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LBY DB PLl\llBACIOH 

Publicada en el Diario Cfficial de la Federación el. ella S de. 
enero de 1983, la Ley de Planeación dio bases iuridico­
secundarias a la planeación global de la economía nacional: que· se 
venia realizando desde el afto de 1976, en el llamado Plan Global 
de Desarrollo (hoy Plan Nacional de Desarrollo). su filnda111ento 
constitucional se encuentra en el articulo 26 Constitucional .-el 
cual faculta al Estado para organizar un Sistema de Planeación 
Democrática del desarrollo nacional, mediante la formulación de 
un plan global eti' el cual participarán los diversos sectores 
sociales, productivos y económicos, mediante los procedimientos 
de participación y consulta popular que regula la propia Ley. 

Independientemente de su calificación y pretensión social, 
política y económica, la Ley de Planeación, regula la 
participación de particulares, entidades federativas y· grupos 
sociales de diversa índole en el proceso de integración y fun­
cionaaiento del Sistema Nacional de Planeación Democrática. Amán 
de sus propósitos contenidos en la propia constitución 1:J1olittca 
de los Estados Unidos Mexicanos quizá la verdadera trascendencia 
de este ordenamiento se encuentra en el objeto y sentido :.que ·le 
otorga a la planeación, fijándole objetivos, metas, estra.t!'gias, y 
prioridades, asignación de recursos, responsables y· tieapos.'de 
ejecución, coordinación de acciones y finalmente, evalúación de 
resultados. 

La técnica jurídica utilizada en su redacción establece en 
el articulo So. la forma del control respecto del Plan Nacional 
de Pesarrolla. Este es evidentemente de naturaleza política ya 
que permit.; al Poder Legislativo no solamente la formulación de 
observaciones, sino lo más importante, proponer adecuaciones al 
propio Plan. Asimismo, estatuye un procedimiento que permite 
medir las acciones y resultados de la ejecución en el mes de 
mar=o de cada afio (articulo 60.) así como la inclusión en la 
cuenta Pública de los objetivos y prioridades del Plan en los que 
se destaque su fase de c11mplim1ento. Por ello existe una amplia 
relación con el Decreto de Presupuesto de Egresos, la Ley de In­
gresos y en general con las disposiciones que regulan la 
programación-pres11puestación del Gasto Público. 

como todo control pclitico, ld Ley obliga a comparecencias 
tanto de les secretarios de Estado como del Jefe del Departamento 
del Di•trito Federal para informar del avance y grado de 
cumplimientc de los .;bjetivos y prioridades fijados en la 
planeaci.;n nacional ccnforme a su esfera da. competc-ncia. 

Hace la Lo;y una definición de lo que se .;onsideran coor­
éinadoras sectori<>l<os distinguiéndola$ como aquellas dependencias 
.:!.: !a ~dmin1.:itrac:..S11 Pública ::i:ntrali=ada que je.berán planear y 
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conducir lae actividades de la Administración Pública Paraestatal 

contenida dentro 
su competencia. 

de los objetivos y prioridades del Proqrama de 

' Las atribuciones que otorqa la Ley mediante el Sisteaa 
Nacional de Planeaci6n Democrática a las dependencias y·en­
tidades, para su organización y funcionamiento dentro d~proceso 
de planeación, formulación, control y evaluación se· hacen de 
mayor a menor, desagreqando responsabilidades pero subsumiéndolas 
en ámbitos restrÍllqidos de aplicación. Asi tenemos que 
primeramente se otorqan facultades con carácter globalizador a la 
secretaria de Proqramación y Presupueste y a la secretaria de 
Hacienda y crédito Público. 

Conviene resaltar que la reforma a la Ley orqánica de la 
Administración Pública Federal publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 21 de febrero de 1992, por la que se- fi1sionó a 
estas dos últimas secretarias, dejó como única globalizadora 
dentro del Sistema Nacional de Planeación Democrática á•la 
secretaria de Hacienda y crédito Público. 

~.pesar de lo anterior la reforma que adicionó ~ deroqó 
diversas disposiciones de la Ley orqánica de la Administración 
Pública Federal, publicadas en el Diario Oficial de la ~ra-éiión 
el 25 de mayo de 1992 y mediante la cual se creó la seci:.taria de 
Desarrollo social, aplicó una deficiente técnica jurfcli~a R!ISS 
consideró a la propia SEDESOL como dependencia globalizadora ·en 
el rubro correspondiente a la Política General de Desarrollo so­
cial, .. Asentamie11tos HWlanos, Desarrollo Regional y Urbano, 
Vivienda y Ecoloqia, rubros en los cuales elabora · p_roqramas 
reqionales y especiales, tomando en cuenta las propuestas que 
para el efecto realicen las dependencias y entidades de la 
Administración Pública· Federal y los qobiernos locales, así como 
autorizar las acciones e inversiones convenidas en el marco de lo 
disp11esto por los qobiernos estatales y municipales. En síntesis 
se trata de una dependencia qlobalizadora más, que funciona ac­
tualmente a contrapelo da la Ley· de Planeación en las •aterias 
que se le otorgó competencia. 

Desde este estadio superior van descendiendo facultades en 
el texto de la Ley de Planeación para las demás dependencias y 
entidsdes. se describe en ellas a los programas sectoriales, a 
los •nuales, a los especiales. se deja para las entidades paraes­
tatales un programa instit11cional a seg11ir conforme a las reqlas 
gen~ricas de la propia Ley. se busca interrelacionar a depen­
::lencias ;¡lobalizadoras, entidades paraestatales, gobiernos es­
ta tale• '1 municipahs en los llamados programas regicnales. 

Mención especial merece la facultad que se otorga al 
Ejeo011tivo para la formación de Comisicnas Intersecretariales en 
at~nci6n a las actividades de la Planeación Nacional. Aqui 
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tendríamos que inclui~ casi con el mismo ranqo_obliqatorio de Ley 

a la llamada Oficina de coordinación de la Presidencia de ·la 
República, cuyas atribuciones formal y· materialmente inciden en 
la toma de decisiones de la Planeación Nacional. QuizA el hecho 
de que sea presidida por un mexicano naturalizado, haya iepedido 
que :a requlación de esta función coordinadora sea considerada 
;:or el H. Conqreso de la Unión para adosarla a la propia·-Uy. .. 

Caso especial lo son las responsabilidades administrativas 
en LRateria de planeaci6n que requla el articulo 42. Sin 89bar110 
actualmente son letra muerta habida cuenta de q\te se carece de 
11orma reqlamentaria 11ue determine procedimiento para constituir 
tal =esponsabilidad. Es por ello que gran parte de las depen­
::l~ncias y entidades incurren en incumplimientos, desfases u 
ornisic.ne . .; t:-n cuantc a los programas que tien~n encomendados. De 
hecho la única posibilidad jurídica seria obtener una sanción ad­
ministrativa o política, siempre y cuando se cumplan los· supues­
tos previstos en 11'5 artículos 7o fracción VIII y 47 fracció II 
de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos. 

La falta de disposiciones jurídico-reglamentarias .llll per­
mitido que de manera recurrente se reqistren variaciones en· 
planes , proqramas y metas presupuestales, ya que se carece-de un 
esquema que permita evaluar claramente aquellos caso~ ~e ·son 
susceptibles de reprogramación. Esta problemática hace dudar a 
quien esto escribe respecto de la validez qenérica que pueden 
tener no diqamos los qrandes programas sectoriales o re9ionales 
•ino a nivel inferior de metas concretas, las cuales en virtud 
de las variaciones reqistradas en cada ejercicio presupueatal, se 
•ran diluyendo hasta extremos que se antojan francamente,-inacep• 
tables. 

Es prudente diferenciar lo que tiene :¡ue ver con la 
Planeación Nacional y el ejercicio dal Gasto propiamente dicho, 
¡ouesto que el .:umplimiento de metas y objetivos a pesar de estar 
vinculado con partidas especificas del Presupuesto de Egresos, es 
radicalmente di•1P.rso .oon el sentido ¡ eficacia en la ejecución de 
lo.; objo?tivos y mctüs =1ropue~tcs. En Efei:tc, poco '!:iene que ver 
el <nonto de los recursos utilizados Ji el Estado dio cabal 
•:umplimiE"nto a un proyecto. a una meta » a un objetivo; lo qrave 
i;s. sin embargo, qu-? ¡:ese 3 asignarse recursos cuantiosos las 
metas y ob)c-tivo8 ao se alcancé-U, o peor aún, que las que se al­
cat¡::an, l!on recur.sos en demasia, resultan menores a los objetivos 
y metas ariginalmente proyectados. 

Esta tar~d le, L-~;li:~ p1mt1.1almente la Cont3duria Mayor de 
Hacienda; •ilt emcargc., pese a la solvencia técnica de sus juicios 
poi:o o nada aporta a la discusión pública, :¡ue afio con ailo 
,¿.fE~":'(:a la cámara dé' Dip11tados al r.:-visar lqtte no a¡:robar, como 
f&lscmente SP. c.ree -incl•.1so por la oposición-! ~a cuenta Pública. 
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lNo seria más provechoso y benéfico para la politica nacional, 
establecer una discusión seria respecto de la eficacia y aconoaía 
del Gasto Público, que buscar afanosa y espectacularmente sujetos 
respcnsables de la desviación de recursos públicos? La respuesta 
la tiene el principal órgano de representación nacional y en 
especial los partidos politicos de oposición que en él ac:tlian 

Finalmente, la Ley de Planeación, destaca la intervenci6n de 
la suprema corte de Justicia de la Nación en el caso de cou­
troversias relativas a los llamados convenios de coordinac:i6n que 
celebra la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ~ l"as en­
tidades federativas respecto de la coadyuvancia en la consecución 
de les objetivos d~ la Planeación Nacional. 

LEY DE OBRAS PUBLICAS 

Establecida ~omo ordenamiento regulador del GasOJ y las 
acciones relativas a la planeación, presupuestación, e:tecución, 
conservación, mantenimiento, demolición y control de ra obra 
pllblica, la ley expedida por el congreso de la Unión .ar 3a'dii 
diciellbre de 1980 complementa la disposición consc.Ltucional 
(seftalada en su articulo 134) respecto del manejo deo recursos 
económicos estatales bajo los supuestos de economia, effcacia y 
honradez. Tiene a su vez como base, por disposid:tCn dt IU 
articulo 4o., la sujecci6n al Presupuesto de Egresos de. ra 
Federación y a la Ley de Presupuesto( Contabilidad y Gasto 
Público Federal. 

comprende desde la planeación, programac:fón y· 
presupuestación de las obras, hasta la información y 
verificación, referente a la actuación de todos los participantes 
en la construcción de obras públicas: empresas contratistas; ser­
vidores públicos responsables de la utilización de .los fondos 
públicos en esa materia y evaluación para las dependencias y en­
tidades involucradas en esa actividad. 

se trata ante todo de una ley de profundo contenido técnico, 
cuya lectura no siempre resulta fácil ya que di;be partirse de la 
comprensión de conocimientos específicos de ingenieria y obra, 
tales como: escalatorias, volúmenes de obra, deductivas, insumos, 
cestos, precio• unitarios, etc. 

Prevé una Comisión Intersecretarial consultiva de la Obra 
Públka, cuya ftmción primordial es emitir normas complementarias 
t•elatins a su aplir.aci:5n. Faculta para ello a las entidades 
¡;araestatales ~n la implementación de normatividad especifica que 
satisfaga sus diseñes y requerimientos específicos. Cabe men­
e ionar que deri vade de la Ley de Obras PCtblicas. 1111én de su 
reglamento, eKiste •.ma r.antidad -quizá eKcesiva- de reglas y nor­
rr.a~ jurídica~ acHc1cna.lae. 
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Basta ejemplificar el caso del --Instituto Mexicano del 
Seguro Social que cuenta co~ no menos de cien disposiciones coa­
ple11entarias, lo cual es entlndible si partimos de la base-de que 
la obra pública que ejecuta el Seguro Social debe responder. _a 
criterios de funcionalidad y disefto práctico, eficiente ·y 
económico (pensemos por ejemplo en el caso de los hospitales), 
sin eabargo la hiper-regulación no ha sido obstáculo para que en 
materia de obra pública, se generen las más variadas Y' delez­
nables prácticas atentatorias al patrimonio de la Hacienda 
Pública, por ello la tendencia actual se encamina· a. ·1a 
desregulación, busi::ando un mayor auto-control por parta de con­
tratistas y menor interdependencia con servidores públicos. 

Se advierte que la Ley no incluye dentro de la concepción de 
Obra Pública su finalidad; la cual -de acuerdo con Nava Negrete­
debe referirse a la satisfacción de necesidades públicas (114). 
Sin embargo, a cambio de eso el artículo lo. indica que-se trata 
de normas de orden público e interé• social. 

Bl principal acontecimiento que tutela la ley;- u el. eo.n­
trato de obra Pública, el cual es definido en su articulo segundo 
como: •todo trabajo que tenga por objeto crear, construir; con­
servar o modificar bienes inmuebles por su naturaleza o 
disposición de. ley•. 

A la luz de la participación de nuevos actores en eI proceso 
de obra pública, la ley se encuentra en ciernes de ser reformada 
debido a la entrega concesionada de obras públicas y el.ca•o de 
los proyectos de "llave en mano" (que no son otra cosa sillo·obras 
construidas y :oncluidas por particulares, que son vendidas 
totalmente al Estado, sin que éste intervenga en el proceso de 
construcción) . 

Al respecto cabe seftalar que en el proceso de privatización 
-por ejemplo de carreteras federales- la regulación del Estado en 
obra pública enfrenta nuevos problemas. Bsto permitirá la ·aaisión 
de otros supuestos legales que contemplen las características, 
funcionalidad. disefto, y evaluación de obras, habida cuenta de 
que los recursos utilizados, provienen de la iniciativa privada y 
por ello no existe certeza de que su administración será 
eficient.; o eficaz. Incluso. para el ejercicio de 1992 -fecha en 
la que empezaron a funcionar las primeras carreteras 
ccncesicnadas- se ol:serva una práctica que no del todo resulta 
financieramente aceptable para el ~obierno Federal. 

(lH) !IA'I~ NE~RETE, ALFO!ISO, .;n la voz ·:onTRATO DE OBRA PUBLICA, 
del Diccionario Jurídico Mexicano, del Instituto de Inves­
tigaci-:nes Jurídican ~e la 1111AH, edici6n conjunta de la propia 
Universidad y l& editorial Porrúa S.A .. México 1987, tomo I, 
páqina 707. 
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En efecto, las cuotas que pagan los usuarios de este, tipo de 
autopistas, pasan a formar parte de un Fideicomiso, en eL cual la 
fiduciaria divide el patrimonio de afectación en tres rubros: uno 
administrativo (el particulat) 75\, otro para caminos y· Puentes 
Federales de Ingresos y Servicios Conexos, 20\ y el 5\ restante 
para el Gobierno Federal (SCT) como propietario originario· de los 
bienes. Sin embargo, los dos últimos porcentajes serán entregados 
hasta el término de la concesión, es decir, veinte aftos despu'•· 

LBY ORGANXCA DB LA ADHINISTRACION PUBLICA l!'BDBRAL (LOAP!') 
' 

La Ley Orgánica de la Administración Pública FederaL. abrogó 
la Ley de secretarias y Departamentos de Estado de· 23 de 
diciambre 1e 1958, Ley cuya publicación en el Diario Oficial de 
la Federacién de fecha 29 de diciembre de 1976 sentó las bases 
para el funcionamiento y principios de estructura y subestructura 
,;ntre el Ejecutivo Federal y la Administración PCiblica 
Centralizada y Paraestatal de acuerdo con el artículo 90 de· la 
ccnstitucién Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Dado el complejo y difícil manejo de la Adllinistraci'ón 
Pt1blica Federal, este ordenamiento ha establecido y definido la 
organización, clasificación y división de conformidad con· '{reas 
especializadas definidas competeucialmente, es decir.: tiajp · 1a 
medida de jurisdicciones que corresponden al cumplimiento·. de .ob-· 
jetivcs y metas precisos, vinculados a la elitrateqia 
prograa~tico-presupuestal que determina la planeaci6n del 
Gobierno Federal. 

cabe seftalar que a la fecha este ordena•iento ha presentado 
las siguientes reformas: el 8 de diciembre de 1978, .3L. de 
diciembre de 1980, 21 de abril de 1981, 4 de enero de 1982, 29 ·de 
diciembre de 1982, 30 de diciembre de 1983, 21 de enero de 1985, 
26 de diciembre de 1985, 14 de mayo de 1986, 24 de diciembre de 
1986, 4 de enero de 1989, 22 de julio de 1991, 21 de febrero de 
1992 y 25 de mayo de 1992 (fechas todas éstas, da publicación en 
el Diario Oficial de la Federación). 

Bs necesario hacer hincapié a las reformas desde el período 
sexenal del entonces Presidente Lic. José López Portillo, cuando 
cerno verdadera inno·,ación surge la sectorizaci6n y globalización 
admir.istrati•1a :¡ue trata de sanear la imagen y el funcionamiento 
d:?l control gubernamental (especialmente en lo relativo al Gasto 
?úbli''º), siendo su punto medular al regular y organizar la 
estructura orgánica d• las secretarias y Departamentos, formando 
de; oarale•os: ::.a Administración PCiblica centralizada y Paraesta­
tal. · las .:uales fincaa su desempedo y manejo administrativo bajo 
la i'Strateaia económico-yubernamental de planes y programas 
d~ti:iament~· circunsr.ritos en ~l Presupuesto de Egresos de la 
!'ei!cra ::i·5:1; es d?cir, al ej.:rcicic del qasto conlleva 
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necesariamente la observancia de metas y objeti'los, con respon­
sables de su ejecución, los cuales supeditan su acción a un 
prepósito general, debidamente articulado en programas y sub­
programas, los que a su vez responden a un Plan Global (hoy 
llamado Plan Nacional de Desarrollo) . 

De esta manera podemos decir que la Administración·Ptlhlica 
ha ~volucicnado y generado zus estrategias de cambie conforae a 
plar.es y programas; lo vemos asi en la actualidad. con el 
?residente en turno, Lic. Carlos Salinas de Gortari quien a su 
vez medi!nte la llamada "Reforma del Estado" y siguiendo los 
paffos hacia la "Modernidad" l:usca una .,rganización activa y ac­
tual a. las necesidades del pais, estrategia que se ha.e seguido 
mediante la venta dé paraestatales y la desregulaci6n del Estado, 
lo r.ual ha reducido sensiblemente el espectro de influencia del 
~;c-cutiv.; E'.¿.daral en la economía nacicnal y sus resultados son 
toda•1ia incienos, por lo que cualquier juicio seria prematuro. 

Sn cuanto a la competencia y organización de la 
Ad:ninistra~ión Pública Federal centralizada, set\alaremos que ésta 
se compone de la Presidencia de la República, las Secretarias de 
Estado, el Departamento del Distrito Federal y la Procliradur!a 
General de la República. Entre las secretarias de Estado y los 
Departamentos Administrativos (únicamente el DDF) habr6.- igual 
rango y sus funciones primordialmente se enfocarán. en la 
formulación de leyes proyectos de leyes, reglamentos, decretos, 
acuerdos y órdenes del Presidente de la República. Al frente.de 
cada secretaría habrá un secrétario de Estado el cual. estarA 
amdliado por demás funcionarios de acuerdo a lo establecido en 
~l artículo 14 de la LOAPF. 

La foy en cuéstión enuncia las atribuciones, manuales de 
orgilnizaci6n y en general, toda clase de reglamentaciones. con las 
=ual&s han de 1"egirse las propias secretarias y Departamentos 
Adt.iinistrativos; el objetivo perseguido es la implantación de 
1ner.3n1,1mos de autocontrol contemplando los lineamientos de 
pr•::.gramaci.5n y vrqanización come bacie primordial de la 
reestructuración y modernización 9n la Administración Ptlhlica 
r-ae-:ral. 

Las ¡:ri11cipiiles funcionés que reali:an las dependencias del 
!:j¿cuti '.""'l Federa: ccns1st¿an: 

SECRETARIA DE GOBERllACION' L~ r.orresponde presentar ante el 
ccngr-!sc dir? la Uril 5n la~ iniciat1vas de Ley del Ejacutivo, asi 
=eme. la p11blicac16n .:le leyes y decretos, vigilar el cumplimiento 
de- la:: ;arantias :cnstitucivnales así ~cmo la aplicación de los 
~~ti:ula ?3 c~nstituc!~nal, la ~bservancia y ~i;ilancia de lo 
ri·la-:'!::nndv a la uCm1nistracién di? islas de jurisdicción federal, 
~n ~ucir ~l :lesurr:-llc politice en las funciones electorales, todo 
:e ··.::n·:-.:-rni~nté- a C"entr·~s de readapt.aci6n :;ocial !entro de lo 
.~-.ia: se o?stat:-:r.1;-r!n ~n 1;-l Distri t;o Federal los consejos 
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tu telares para menores infractores, observando dentro de. lo an­
terior lo establecido en el articulo 18 constitucional: y fun­
damentalmente es la dependencia encarqada de conducir las 
relaciones del Poder Ejecutivo, con los otros Poderea de·!a 
Unión, con los Gobiernos de los Estados y con las autoridades 
Municipales. 

SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES: Le concierne ¡;i:oeover, 
prcpiciar y asegurar la coordinación de acciones en el extraniero 
da dependencias y entidades de la Administraci6n Pública,; bderar,: 
dirigir el servicio Exterior Mexicano e intervenir en la:i:iilativo 
a co~1isiones, congresos y explotación de limites territoriales.· 
Esencialmente es la "dependencia eucargada de la Politica:> E:Xterior 
d~l Gobierno Federal, bajo la directriz del Ejecutivo Fed..ral. 

SECRETARIA DE LA DEFEllSA llACIO!ll\L: Le corresponde organizar' 
administrar y preparar al Ejército, Fuerza Aérea,. servicio 
Militar Nacional, organizar las reservas del ejército » de lil 
Fuerza Aérea e impartirles la instrucción técnica mi.I:itar co­
rrespondient~, 11si co110 conceder licencias y retiros, planeación, 
dirección y movilización del pais en caso de guerra. Actüaberite· 
esta dependencia se involucra ta111bién en la lucha. «nitra. et. 
fármaco-tréfico. 

SECRETARIA DE HARINA: Está encargada de organf:r:ar, ~d­
ministrar y preparar la Armada, manejar el activo, sus i:aaervas, 
la soberanía en aguas nacionales y zonas aledallas .... ~nvl~ne · 
reparar que tanto esta dependencia como la anterior auxil'fan a· !a 
población civil en casos de desastre. 

SECRETARIA DE HACIENDA y CREDITO PUBLICO: Le corre•P.ODde er 
estudio y elaboraci6n de proyectos de leyes y disposiciones. im­
positivas, layes de Ingresos Federal y del Departamento !!al Di&-· 
trito Federal¡ todo lo referente al cobro de impuestos, ·dlll-echos, 
proyectos y aprovechamientos federales y locales; es competente 
tambilln para la planeación, coordinación, evaluación y vigilancia 
de la política monetaria y crediticia, la administración de la 
Casa de Moneda, el manejo de le··Deuda P6blica de la Federación, 
la presentación de la cuenta P6blica y de proyectar la planeación 
;;aci.:.nal del d;;sarrollo con la participac16n de grupos sociales 
en lo ccncernhnte al Plan llacicnal de Desarrollo; se encarga 
tambián de proyectar y coordinar la participación de loa gobier-
11·'& agtatales ··¡ mu11ic¡pales, así como de proqramar y presupuestar 
~l Gasto Público. 

SECRETARIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA FEDERACION: Se 
i'ncarg; <!~ la planea~!..ón, organizacién y coordinación del Sistema 
de .~ontrol y Evaluación Gubernamental, la inspección del ejer­
~icio d~l Gasto Público Federal asi como de la ccngruencia que 
~b:H~·ve éste .oon el Presupuesto de Eqresos; la vigilancia al 
r11;nclimi~11to de las n.;rnas de ccntrol y fiscalización asi como la 
;r~st;,ció11 oe asesor~a y apoyo a tas mismas. Establece las bases 
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para la realización de auditorias e inspecciona y viqila -como 
f11ncién primordial- a través de los órqanos de control. sus fun­
ciones las realiza en coordinación con la contaduria Hayor de 
Hacienda, siendo ilste 1iltimo un órgano de fiscalización superior, 
supuesto que depende del Poder encargado de la autorización del 
Presupuesto de &qresos y la Ley de Inqresos: el Leqislativo. 
AdemAir dicha secretliria informa anualmente al Ejecutivo y a ra 
propia contaduría Hayor sobre el resultado de la evaluación· de 
las dependencias y entidades de la Administración P6blica 
Federal. 

SECRETARIA DE ENERGIA, HINAS E INDUSTRIA PARAESTATAL: Le 
corresponde la "'Posesión, vigilancia. conservación ·y 
administración de bienes de propiedad originaria de la Nación, 
las c¡ue constituyan recursos naturales no renovables, las per­
tenecientes al dominio p1iblico o de uso común. se encarqa.de la 
regulación de la política ~nergética (petróleo y electricidad) y 
de la industria paraestatal, la cual comprendo 1inica11ente fer­
tilizantes (en proceso de desincorporación) y minería. 

SECRETARIA DE AGRICULTURA y RECURSOS HIDRAULICOS: Se encarqa 
de proqramar, fomentar y asesorar técnicaJDente la produ.cci6n ~ 
industrialización aqricola, qanadera, avicola, -apícola y 
forestal; encauzar el crédito ejidal, fomentar el desarrollo de 
la infraestructura industrial y comercial de la producción 
aqropecuaria. 

SECRETARIA DE COHUNICACIONES y TRANSPORTES: Le corresponde 
el desarrollo del transporte y las comunicaciones de a.cuerdo a 
las necesidades del pais. De iqual manera, realiza las funciones 
de .vigilancia e inspección de los servicios p1iblicos de correos, 
telégrafos y todo lo relacionado con los sistemas de comunicación 
a través de requlaciones y concesiones c¡ue en su caso establezca. 

SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL: Le toca formular, conducir 
y evaluar la política general .-de desarrollo social, y en par­
ticular la de asentamientos humanos, desarrollo regional y ur­
banc, vivienda y ecología, coordinandose ccn la participación de 
gobiernos estatales y municipales. Administra el novedoso 
Programa Nacional de Solidaridad, maneja la administración de los 
bienes nacionales :le dominio p1itlico, entre ellos la zona federal 
marítimo-terrestre, en el primer aspecto maneja el llamado 
Presupuesto social, en el segundo caso determina y conduce la 
política inmobiliaria de la Administración Pública Federal, 
finalmente •s la dependencia encargttda del establecimiento y nor­
matlvidac ~n materia de flora y fauna silvestres. y de los 
criterios ecológicos. asi como del aprovechamiento racional de 
rec111·s-~a marítimos fluviales '! lacustres. en coordinación con la 
precit&da SARH. 
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s::cRETARIA DE EDUCACION PUBLICA: Le corresp.,nde- la 
~rganizaclón, vigilancia y d•sarrollo de la enseñanza preescolar, 
prime.ria. sc-c.uudoria y normal, t11:l:.ana, semittrbana y rural, la 
ensP.t\anza técnica. industrial, comercial y de artes y oficios, 
incluida la educación que se imparta a los achtl tos; e-n cuanto a 
la en5eñanza agrícola del:.erá .cvordinarse con la SARH. Asimismo, 
vigila y i.>bse.1·vt\ ~l ·~ 1.1rnplimientr.. dr la::: d1~posicines r12lativas en 
materia d& educaci611 Frevistas en el artículo Jo. ~onstitucional, 
arr.4n º'-' :¡tte vigila que s? obsenen ,,.,l:dlmente le' 11n<-amientos de 
en5eñanza supe1·ior y profesi0nal 6SÍ como de- las distintas in­
strucd-m¿s deportiva, milit-ar y de cultura física general, 
previendo la LOAPF diversas prescripciones para su impartición, 
patr..idu!c. y fomento, 

SEC'RETll.RIA DE SALUD: Establ<-ce y conduce la política 
nacional ?.n materia de asistencia social y salud, creando y ad­
ministrando establecimio.ntos de salubridad. Se encarga de propor­
ciottar recursos a la asistencia ¡:;ítblica, administra los bienes y 
organiza las instituciones de beneficencia privada. Su función 
pri~1ord1al se encuentra en la planeación, normatividad, 
coordinación -¡ eval11aci611 del sistema nacional de salud. 

SECRETARIA DEL TRT\Bll.JO y PREVISIOll SOCIAL: Sé encarga de ob­
servar y aplicar el articulo 123 constitucional, así como las 
normas previstas en la Ley Federal del Ti-abajo y sus re;laaientos¡ 
su finalidad es sal\·aguardar y procurar el equilibrio entre capi­
tal y trabaj., en ;.i-as ~el .1.ncnment~ a '" prod11cti-1i:lao. 

SECRETARill. DE Lll. REFORMll. AGRl'IRIA: Dependencia encargada de 
l c1 apli~ación y cumplimiento de lof. preceptos agrarios que c:on­
ti;mpla el artíc•tl~ 21 cc•nstit11ci.,11al, su Ley y Reglamentos (los 
cuale$ ·~cnviene bUb1·ay'1r -;en de r.:-~ie-nte fa .. ";tura' . 

.SECRETll.Rill DE TURISMO: se .~11carga de conducir, promover y 
estimular la palíti~a de desarrollo de la activi:la:l turística 
mediant,¡. facultades ¡;:ara apoyar -¡ estimular la formación de 
a: .. :11::ic~i·:iJ\E-b, comit.~s y patn.;:110.1.:...~~ ~\ly·:> objeto es el apoyo al 
tut·istnc. asi ~omo facilitar el d<:sarrollo tm·ísticc. i;,n el ex­
t.;ri.;r, 

SECRETARIA DE PESCA: De~i;n:foncia enteargada de conducir la 
política pesquera d?l país. programando; fomentando y as.;sorando 
t1knicamente la ¡:;i·.;rlu<'ci.511. •:l:plotación, industrialización y 
comr.-n ... ializacfén dC' eE-~e~ies 1tiari11as. Actúa en C.)ordindci6n con 
la SEDE SOL ~n la ::l~trrminación de épocas y zonas -:le veda, y en 
~~n<i·al to:k k i111l.;on11-é- a la flora y fa1111a cuya medio de vida 
.s~::.. -:-! a9l..1a 
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t·Ef.t.R'l'AHEllTO DEL DIS'l'RI'l'O FEDERAL: L;, ccnciHue todo lo 
n·lado1u-:10 con el qobierno del lugar en el que encuentran su 
ro?~i.t1~11·7 \a lv~ P.;.d:.¡·¿.s d? la U11ié11, de ac\lerdo a lo previsto en 
~·1 p1·o¡:ia Ley or~áni.::a y las que le confieren las leyes y 
r?gla1l'li.-1lt0s. 

LF.Y FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTA'l'ALES (LFEP) 

la úi?y F?Je1 c;l :l? J cts EBtida:i~~· Paraestatales, tie-ne su fun-
1~••nto r.onstitucional en el arti~ulo 90, el cual dispone que la 
.t.dr.;tnl ,:•i-nc1én ?itblica Federal será centralizada y pardestatal; 
,¡.,. ~onfot·midad r.on la más moderna doctrina administrativa y dado 
la <:~;11;;tant? creac:i.ón de entes qu;, no .::oustituyen secretaría¡; de 
EGt:'.<1d1i -r..:1m1' 5u.;e-de ~on los .:irqanismos descentralizados- y que 
,. i;; ~r.:t i;:-9.;., r<>guj an imp,•rtant;,s funciones administrativas o 
.;..-:: r •. :·1·.1 ir:.:,:·., .~ :.m:; P.:; .;ol ."7aGr.1 de- la Comisión Federal de 
Eli'·~i..¡:i.:~Cdd ?tMC:X, .:'ONASUPO, t>tc. 

Esta f\lnci:Su a1ministt·ativa tiene trascendenc:ia para los 
~fe,:•·-~ de la revisi.én jurídic:o-ec.,116111ica de la cuenta Pública, 
::l:tdc;. que las f11n.oi.;nes del Estado se deben realizar bajo un orden 
;'1•ti~1·>: l•• c:11al ;1gnifica quo? dic"ha función para desarrollarse 
::hl:ed s•metHr.e ~l principio de legalidad q11e consiste en que 
ni11;;'111 ~•t\fanc t1el i:stad., puede tomar 1111a decisión indivi'!u.al q\fe 
¡¡:;, '~ a;tuste a disposiciones q"nerales, especialmente de 
11at11rs:'.e:a <'.anstitu,oicnal q11e involuc:i·an conformidad, con el 
ü.;rQc:10 y que c:onstituyen la llamada reqularidad jurídica. 

P·:r 'trc lado. do?$de .,¡ punto de vi.:ta económico el 1•anAlisis 
::!~ ~~ta t.;y no$ ¡:ermitir~ entender el accionar indepe11diente de 
la> .,.nti:lades pa1-ao?1<t.atules en la 11tilizaci6n de recursos 
¡:1ítl :.o::.s convi.;.ne decir que tanto los orqanismos de­
~··entr-1! izadc:s .. -"·m.:: la~: empresas de participación estatal marcan 
•11\il inno·1aci.;n H la P.dministrac:i.ón Pública ya que no se en­
~~&trahan ¡:revi•La• par el constituyente de 1917. 

Sin embaqo, hoy en día se propuqna por la llamada 
'1H·:entra1 izacién administrativa, conient¡, qu¡, va tomando mayor 
·~:tct-~nt.mt•; 1?11 lo:, E3tados contemporáneos y consiste en confiar 
,._-.t.i·.•Uode. a·:!1ni11-~;.t.:-~tiva;; a 51-g<i110: .. , que guardan con la 
.id: .. lniAtraci6n un r~lar.1611 cliverGa de la de je1-a1·quía, sin que 
:ie;.;;u 1¡. ;;;<i,,til- t·?,p,;.ct:; de ellas fDc:ul tades indisp<?nsables para 
~ons~1·vat· la u1\idód clel Porte1· Ejecutivo. La des'c:entralizaci6n ad­
mi 11i;:t.r,1ti va se dif.n·en.~ia d?. la d<?sc:;;utL-alización política que 
.;po;ra en .. 1 r~qim;;n fed~ral, prr,cisamente en que e11 la primera 
t.;a.~,, lc.b procesos de ind.;p;;udenda, tecnicidad, patrimonio 
;a-c.pi~1s, pe1·s•J1nl i 1ad jurídica se dan dentro del ámbito del 
Ej;..••.ttivr;. En ~l ;;;;¡tm'k case s;, cou;;uta ''ºtt un régimen especial a 
c;,r;•c; .fo lvs podet·es ~statales frente a los poderes federales, 
dt.u .. :i ~ .. n .?sta qu~ '" ln f;;·~ltci sig11e siendo inconcebible dentro 
1~1 e~quema pol!ti~o-e~on6mico n~cional. 
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La creación de la LFEP, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 14 de mayo de 1986, abrogó la Ley para el Control 
por parte del Gobierno Federal de los Organismos Descentralizados 
y Empresas de Participación Estatal, publicada a su vez en el 
Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1970, 
documento abrogado en virtud de la complejidad desplegada en el 
control de entidades paraestatales y debido a la importante 
diferencia que cada entidad tenia en su estructura. 

La nueva Ley Federal de Entidades Paraestatales, otorgada 
por el congreso de la Unión para regular y organizar el fun­
cionamiento y control de la entidades paraestatales, contiene una 
técnica juridica mucho más depurada que la ley anterior. En prin­
~ipio eY.cluye a las universidades y demás instituciones de 
educación superior a las que la ley otorgue autonomia, las cuales 
se regirán por su ley especifica; excluye también a la 
Procuraduria Federal del consumidor en atención de su objetivo y 
naturaleza de sus funciones. Por ótra parte la ley en si no es 
una camisa de fuerza bajo la cual tengan que supeditarse estric­
tamente las entidades paraestatales, es más bien un ordenamiento 
regulador que contiene normas generales basadas en el principio 
de agilidad administrativa y con base en éste otorga autonomia de 
gestión a los principales órganos de gobierno y directores .de 
entidades paraestatales. En ese sentido permite que para'el 
cumplimiento de sus metas y programas sea la propia entidad 
paraestatal la encargada de la emisión de normas especificas que 
permitan su funcionamiento. Tenemos que cada entidad dispone de 
una norma general y con base en ella formula reglas jurídicas 
especiales tanto en materia de almacenes, manejo de activo fijo, 
administración, servicios personales, finanzas o 
comercialización. 

La LFEP otorga bajo esa concepción a los órganos de gobierno 
las siguientes atribuciones indelegables: 

- Establecimiento de metas 't objetivos en congruencia con 
programas sectoriales, los cuales son determinados como ha 
quedado establecido por la llamadas dependencias coordinadoras de 
sector. 

- Políticas generales y definición de prioridades a las que 
deberá sujetarse la entidad paraestatal en cuanto a producción, 
productividad, :omercialización, finanzas, investigación, desa­
rr.,llo tecnológico y a:lministración ;e11eral. 

~probación de programas y presupuestes de la entidad 
para-?.statal, 



- Fijar y ajustar los precios de bienes y servicios que 
produzca o preste la entidad paraestatal, con excepci6n.•de aque­
llcs que se deteminan por acuerdo del Ejecutivo Federal:.. · 

- Expedición de normas o bases generales para que &:t Direc--· 
tor General de la entidad parestatal pueda disponer ~ Ios ac­
tivos fijos de la entidad que no correpondan a ol!9J:11ciones 
propias del objeto social de la paraestatal. 

Aprobación de políticas y programas generales q¡¡airec¡ulen 
los convenios, contratos, pedidos o acuerdos que deba cérebrar:la 
entidad paraestatal· con terceros, en materia de obra pllblica, 'ad­
quisiciones, arrendamientos y prestación de servicios 
relacionados con bienes muebles. 

Nombramiento del Director General de la entidacl. y en su 
caso da los servidores públicos que deben de interveniJ: ·en·. Ias 
funciones primordiales, especificando los actos en Ii:ls: que 'su 
responsabilidad se fijará orgánicamente (manl!iiiJ:es de 
organización) . 

Es importante mencionar que la Ley Federal de Ia. llfitidades 
Paraestatales establece facultades y obligaciones de lilii' Direc­
tores Generales de las entidades y lo hace con ~i DD1eto de 
lograr una adecuada y mejor forma de administración pm;& ro cual. 
se basarán en: 

+ Administrar y representar legalmente a la entic!lid:paraes­
tatal. 

+ Formular programas institucionales de corto, iaediano y 
largo plazo, así como los presupuestos de la entidad y iv:esentar­
los para su aprobación al órgano de gobierno. 

+ Formular lüs programas de organización, 
frocedimientos para controlar la calidad de los 
prügramas de recepción. 

establecer los 
suministros y 

+ Establecer los sistemas de control necesarios para alcan­
zar las metas y objetivos propuestos y presentar periódicamente 
~l .órgano de ·;¡ob!erno el informe del desempeño de las actividades 
:l~ !a ¿.ntidad, 

+ Establecer inecanismos de evaluación que destaquen la 
efi~ienda c"n que ,e desempeñe la entidad. 

Atmado a la esti-uctura y funcionamiento que dispone la LFEP 
~a labor que desempeña la Contaduría Hayor de Hacienda al revisar 
l& ;estiSn de un ejercicio presupuestal, en el caso de entidades 
para~statoles, atiende a la revisión de los estados financieros 
a1.t0.!.':1dos .;.x.tern&me-nt:.k' y en los cuales s~ contiene las prin-



cipales variables y situaciones numérico-financieras reportadas 
durante un allo calendario. Este análisis en forma incipiente com­
prende juicios respecto de la eficiencia y productividad¡ sin em­
bargo, poco o nada se dice respecto de aquellos organismos 
descentralizados o empresas de participación estataL con una 
eminente función social. En ese sentido la revisión j.uridico­
económica que realiza el. Poder Legislativo bien pudiera coadyuvar 
a las funcicnes del Ejecutivo si establaciera reglas claras que 
permitieran evaluar operativamente el desempello de las entidades 
y también si conjuntamente vinculara con proyecciones de costo­
beneficio el caso de entidades paraestatales deficitarias con una 
función social preponderante. conviene decir que bajo esta óptica 
el otorgamiento de tubsidios que hoy en dia compete casi con ex­
clusividad al Ejecutivo Federal, obedecerian a lineamientos y 
previsiones reales, y· no solamente a proyectos optimistas o 
buenas intenciones. 

LEY GEHBML DE BIENES NACIONALES (LGBN) 

cuando la compilación jurídica relacionada con la revisión 
de la cuenta Pllblica incluye dentro de sus ordenamientos a la Ley 
General de Bienes Hacionales se atiende, esencialmente, a la 
composición del patrimonio de la Federación, sus características 
y prescripciones relativas a su manejo, uso y disposición. Bs por 
eso que resulta conveniente diferenciar el alcance da este or­
denamiento de indole patrimonial en contraposición a las reglas 
contables, presupuestales, proqramáticas o financieras a las que 
aluden otras leyes. 

En ese sentido, la división en bienes de dominio pllblico y 
privado facilitan en el texto de la ley el tratamiento di.verso en 
su •Jso y adll\inistración. Basta para ello observar eL sencillo 
trámite para aquellos de dominio privado que se destinan a la 
solución de problemas de habitación popular (art. Jo. in fine) y 
los actos de administración y disposición de inmuebles, o bien 
las reglas que permiten ipso-iure, con la simple publicación en 
el Diario oficial de la Federación, la reputación de bienes ad­
quiridos por via de derecho: público sin necesitar de la 
exp?dición de escrit.ura pública~ disposición que es de vital im­
~ortancia en el ~aso de expropiaciones del Ejecutivo Federal por 
causa de utilidad pitblica. 

Sin embargo no es objetivo '.le este trabajo realizar un 
e>:amen <>>:haustivc de este refinadc ordenamiento jurídico, sino 
más bien referir la trascendencia que tiene en el trabajo de 
revisión jurídico-•~~nómica de la cuenta Pública del Gobierno 
Federal. Bajo esta óptica es válido decir que la Ley General de 
Bi<Jtes !lacionales determina un régimen peculiar en la 
administración del patrimonio federal, a saber: 
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- La distinción en bienes muebles e inmuebles; restcin9iendo 
en particular la disposición de estos últimos, no sólo con la 
consabida sujeción a un programa especial (art. 11) sino can 
limitaciones administrativas (reservada a la SEDESOL, segdn reza 
el art. 80. fracción I, II; IV; V y VI, entre otras) o 
facilitando la disposición de los primeros de acuerdo al art. 79 
y 82., re9las que hacen permisible su enajenación para dep.en­
dencias o la transmisión de dominic., destino y baja, para en­
tidades paraestatales, respectivamente, sin sujetarse a 
autorizaciones centralizadas. 

- La regulaciórl del "Destino" de inmuebles federales (arts. 
37 a 48 así como los arts. 57 y 58 de la LGBN) que obliga al 
ct1mpli11iento de objetivos claramente identificados en la 
utilización del patrimcnio inmobiliario tanto de dominio privado 
conio público, disponiéndose incluso de la intervención colegiada 
de Dependencias, en tratándose de la ejecución de obras de· 
construcción, modificación, adaptación, conservación y man­
tenimiento de inmuebles federales, actos, que en atinada lógica 
jurídica están relacionados no sólo con la Ley de obras 26blicas 
sino con la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto P6blico 
Federal. 

- Las disposiciones relativas a la Zona Federal Haritimo 
Terrestre y de los terrenos ganados al mar, que prevean el ot~r­
qamiento de concesiones, permisos o autorizaciones en la 
explotación o aprovechamiento de materiales en ella existentes, 
lo cual repercute en el patrimonio de la Hacienda P6blica 
Federal, por el pago de derechos y contribuciones que ello im· 
plica, aún y cuando su dimensión, a la fecha es todavía lllinima. si 
tomamos en cuenta la extensión territorial que abarca y lo in­
cipiente de su explotación. 

La implantación del catálogo e Inventario de los Bienes y 
Recursos de la nacién regulada por los arts. 93 al 95 de la LGBN 
la que faculta para la determinación de normas y procedimientos 
relativos, a las SHCP, SEMIP y 'SEDESOL, obligando a todo el 
esepectro de antes de la Administración Pública no sólo a propor­
cionar informaci611 referente a dicho• bienes sino, fundamental­
mente, a la elaboración y actualización de los catálogos e inven­
tarios correpondientas. Acontecimientos, los anteriores, que son 
viqilados por la SECOGEF. 

LEY DB ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PR~STACION DE SERVICIOS 
RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES (LAAPSRBH) 

Los vastos recur::;os económicos utilizados por las depen-
1encia~ dd Ejecuti·;c Federal ;· entidades paraestatales en la 
pr;stación :le servicios públicos, han hecho necesario velar por 
S\i ade·::uada aplicación. 
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El principio jurídico que tutela y obliqa a los funcionarios 
y empleados a observar cabalmente el manejo eficiente y_·público 
de los recursos eccnómicos, se encuentra contenido en el art. 134 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Al iqual que en materia de Obra ?ública, derivada del marco 
constitucional, nuestro réqimen juridico cuenta con un or­
denamiento especificc para reqular las adquisiciones, arren­
damientos y prestación de servicios relacionados con bienes 
muebles.· el cual comprende· las acciones re:ativas l la 
planeación, proqranración, presupuestación y control que a ese 
efecto realicen las dependencias, mediante los actos y: contratos 
que :leven a cabo, velando siempre porque en ellos se asequren. al 
Estadj las mejores ~ondiciones dispcnibles en cuanto a precio, 
;alidad, funcionamiento y oportunidad. 

Paralelam&nt~ a esas condiciones, tanto las dependencias 
como las entidades paraestatales, deberán sujetarse a lo previsto 
en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal 
asi como al Presupuesto de Eqresos de la Federación. lll.l.D ~iq­
nifica que su actuación obedece indefectiblemente a ra•P.OI!tica 
de Gasto del Gobierno Federal, viqilando especialmente qJJe exista 
disponibilidad presupuestal en el manejo de recursos · económicos 
relativos a adquisiciones, arrendamientos y prestación de ser­
vicios relacionados ccn bienes muebles. 

A nivel adminstrativo, toca a la SECOGEF y SECOFI la 
interpretación del texto legal; sin embarqo, cada dependencia Y. 
los órqanos de gobierno de las entidades paraestatalas- 'están 
facultadas para emitir normatividad en la materia. De otro· lado, 
en tratándose de fondos federales que sean utilizados poc.laa en­
tidades federa ti vas, se pactará lo conducente en convenios entre 
~l Ejecutivo Federal y los Gobiernos Estatales (art. 7o.), pero 
i;i<;mpre sujetándose al maroo de la LAAPSRBM. 

se aplica en forma similar,' el principio de sectorización 
aeministr3tiva para todas las entidades paraestatales en cuanto a 
las prevenciones ie coordinaci5n correspondientes al manejo de 
:-.;,,·.:rs-: .. ; e·:cn5micos encaminadcs a la adquisición, arrendamiento y 
;:r>•taci.ón 1e ~.;rvicios relacionados con bienes muebles. Para el 
.-:.~ • .:;.·. ;!.; en":.1:!aCc-s :oc ~.:.::.·:i!;::;:!a.:. scctorialmente, la atribución le 
.;s :::j11fi:r:da 3. l;, :3HCP. 

En ::uar.tc s. bienE-s rnuehlc-s y 5er•:icios rel3cionados con los 
mi.sm.:i:;: .. c;:ue :;.:Em ¿a- ?t"V-:edencia ext:.·;mj¿.¡;a :.·1gc ~a ~AAPSRBM. 

se faculta a 5ECOGEF y 3ECOF! para la :ontratación de 
u~c-svrid tt:cnica en la ..-ealiza~i.511 de- 1nvast19aci.:nes de mercado, 
~on obj~tc de v~ri:icar la :alidad y precios 1·elativos a la 
m3t.~ria =e la Ley ~ar~. !1:. 
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Ell términos g,;n.,,rales, alin cuando no exclusivamente, la 
LAAPSRBH sujeta a los funcionarios responsables de su ap1icaci6n 
a ragl!S básicas en cuanto a la planeación, proqra11ación y 
presupuestación de adquisiciones, arrendamientos y servicias 
relacicnados con elle; destacándose el caso de las COJtisiones 
C~nsultivas de lll:lastecimiento (art. 16) órqanarr que se 
constituyen en las instancias c.:>mpetentas para resolver en 
definitiva, o bien dentro de las entidades los llamados:--Comités 
de compras que de igual forma fijan el marco de actuación. en la 
materia para los organismos paragubernamentales. 

El principio ~onsti tucioual de publicidad en ras ad­
quisiciones, a.rrP.ndandentos y prestación de servicios 
relacicnados ccn bienes muebles, se regula en el art. Z6" y 27 de 
la Ley, mediante las llamadas licitaciones públicas por con­
vocat:>ria, la cual ¡:uede ser, inclusc, internacicnal. 

Atención especial merecen las garantías a que s& obligan 
quienes proveen de l::ienes y servicios al gobierno, ltur - cuales 
pese a lo estricto de la norma, frecuentemente son inc1111Plidas o 
bien su recuperación es lenta y complicada, con el con~ecuente 
menoscabo a la Hacienda Pablica Federal. Quizás la l!bi:ma más 
segura de obtener mejores resultados en la materia sera contra 
el paqo la entrega de bienes o servicios; sin embirqo esta 
situación no se satisface cabalmente, supuesta que "Ja propia 
IJIJ\PSRBH prevé anticipos o en su defecto el pago, dentixi de los 
20 días hábiles contados a partir de la fecha en que seh ce ex­
igible la obligación a cargo de la dependencia o entida~ l~rt. ·44 
de la Ley), evento que como se ve es a todas luces desaf"ai:tunado 
para el patrimonio público. 

Finalmente, 
LAAPSRBH, no 
procedimientos, 
iiwestiqacién 
proveedores. 

los mecanismos de control que establece 
solamente comprenden la verificación·: de los 
actos y contratos, sino también la atención e 
por inconformidades presentadas por los 

LEY FBDBRJ\L DE RESPONSABILIDADES DE LOS SBRVIDORBS POBLICOS 
(LFRSP). 

concebida durante el sexenio Delamadridista, dentro de la 
llamad3 entcnces "Ri;n.:>vac16n Moral de la Sociedad" la LFRSP, así 
~onic i;l titulo ~uarta constituc:.cnal, pretendieron innovar e in­
clusc :!ar .:arta de presentacién ccn características "morales 11 a 
un ordenamiento que de suyo cumpli; con las llamadas· respon­
sal::ili:lades admin:.strativas 'J que !ejes está de ccnstituirse en 
"código moral" o di; conducta del si;rvidor pública. 

ta e fa e-to. la jistorsién del régimen juridico ¡:re tendiendo 
incluir en él normas morales que ataden al ámbito interno del in­
divi:ltt·; ha permitido -que en f-,rma incorrecta- se genere un am­
ti~nt" prop1cio al debate A.ster!1 respeeto de los modas y con-



ducta del servidor público, quizá por ello la exPosición de 
motivos que acompaft6 a la reforma constitucional, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre dP· •qaz (que 
es la base de la LFRSP) comienza con estas palabras: 

' "La libertad individual para pensar y hacer es cuestión de 
cada quien. No corresponde al Estado tutelar la moralidad per­
sonal que la inspira." 

Sin embargo -a mi modo de ver- dicha eJ!Presión no ha sido 
suficiente para hacer entender que la fur.ción pública tiene su 
basamento en el principio de juridicidad que estatuye· Dl carta 
Maqna. Ello porque··comc atinadamente observa el filósofo espaliol 
Fernando savater Mora, en relación a la función pública qµe ejer­
cen los politicos: 

"Para empezar, ocupan lugares especialmente visibles en la 
soci.:dad y también privilegiados. sus defectos son máe públicos 
:¡ue los de las restantes personas; además, tienen más ocasiones 
de incurrir en pequedos o grandes abusos que la mayor!a.de los 
ciudadanos de a pie. El hecho de ser conocidos, envidiados " .Ül­
cluso temidos tampoco contribuye a que sean tratadob con 
ecuanimidad. Las sociedades igualitarias, es .decir, 
democráticas, son muy poco caritativas con quienes escapan a.la 
media por encima o por abajo: al que sobresale, apetece 
apedrearle; al que se •ta al fondo, se le pisa sin remorclimiento. 
Por otra parte, los politicos suelen estar dispuestos aohacer mas 
promesas de las que sabrian o querrian cU11Jplir. su clientela ·se 
lo exige: quien no exagera las posibilidades del futuro .. ante sus 
electores y hace mayor énfasis en las dificultades que en las 
ilusiones, pronto se queda solo. Jugamos a creernos•que los 
politicos tienen poderes sobrehumanos y luego no les perdonamos 
la decepción inevitable que nos causan. Si confiásemos menos en 
ellos desde el principio, no tendriamcs que aprender a desconfiar 
tanto de ~llos inás tarde" ( 115). 

No obstante lo antarior la LFRSP vino a dar carta de 
presentación a: "nuevas bases juridicas para prevenir y castiqar 
la corn1pci.5n en al servicio público ... " tomando en cuenta que 
dicho malestar " ... desnaturaliza la función encomendada". (116) 

En ese sentido la Lay no ha estado exenta de cambios, e in­
cluso modificaciones sustanciales o reticiencias. Basta observar 
qu;; pase d su nc1.ente emisi.ón la LFRSP ha sufrido reformas, 
a.1ic iones y tnodif icaciones, mediante decretos publicados en el 
tiario Oficial de la Fedaraci6n lüs dias 11 de enero de 1991 y 21 
d~ julio de 1992. 

(115) SAVATER, FERNANDO, Etica para Amador, Editorial Ariel, ter­
cera reimprasi6n, Mé:<::o Noviembre de 1992, págs. 167 y 168. 
(11o) EJ<?Csición .1e Motives de la LFRSP, Edición de la 
SEC~Gzr.¡99z, pág.S 
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conviene resaltar la reticiencia del Poder Leqislativo y 
Judicial para crear órganos y sistemas encarqados de la 
identificación, investigación y determinación da- . respon­
sabilidades adJainistratival; situación que pese a:... haberse 
previsto en el articulo segundo transitorio de la Ley publicada 
en el Diario oficial de la. Federación el 31 de Diciembra-de 1992, 
nuevamente, la reforma publicada en el Diario Of"icial de la 
federación el :1 de julio de 1992 reiteró, e incluso se~alo ex­
presamente dentro del texto de la Ley. 

Lo anterior es consecuencia de la complejidad politice en un 
entorno fluctuant~¡ puesto que la subordinación indiscutida de 
que goza el Ejecutivo dentro del ámbito administrativo no es 
similar en los otros Poderes de la Unión. 

También por esto, la LF!lSP ha diferenciado la&- respon­
sabilidades que regula en 2 casos: las politicas y- las ad­
ministrativas. En el primer supuesto, comprende co•o sujetos 
responsables a los altos funcionarios de la Federación e incluso 
a los directivos de organismos descentralizados y eJÍl!resaii' de 
participación estatal mayoritaria. Reglamenta LFRSP dos iüinciiines 
politicas a las que ha lugar su constitución: la destituci6n y/o 
la inhabilitación. · 

·. Para efectos de esta Tesis,· es prudente adver:t:ít. que de 
acuerdo con el articulo 7° fracción VIII se equipara al:: perjuicio 
de los intereses públicos fundamentales. las violaciones 
sistemáticas o graves a los planes, programas y presupúestos de 
la ~dministración Pública Federal y del Distrito FederaLy a las 
leyes que determinan el manejo de los recursos económicos 
federales y del Distrito Federal. 

Esta hipótesis prevista por la Ley, engarza plenamente con 
el supuesto constitucional, contenido en el párrafo quinto de la 
fracción IV del articulo 74 de nuestro Código Politice, el cual 
prevé que: 

"Si del examen que realice la Contaduría Mayor de Hacienda 
aparecieran discrepancias entre las cantidades gastadas y las 
partidas del presupuesto o no existiera exactitud o justificación 
en les gast.:;s hechcs, se determinarán las responsabilidades de 
aeuer~o a la ley. 11 

Por lo tanto, nuestro régimen jurídico ha considerado, que 
al análisis de responsabilidades de índole programáticas, 
pr:>supuestales '' del r.umplimiento de metas y objetivos contenidos 
en l.::s Pldnes del Gobierno Federal, en tratándose de altos fun­
ci~narios , implica un tratamiento especial y diferenciado que 
p.>r 31\ naturaleza comprenden un mecanismo de eminente control 
¡;:oliti:o. 
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Esta particular distinción ha sido una de las claves fun­
damentales de la estabilidad política de nuestro pais, dado que 
la extrema aplicacién de estos dispositivos sólo es posible al 
agotarse la infinidad de instancias de conciliación y arreqlo de 
diferencias en el amplio espectro del quehacer politice. No ol­
videmos por ello que la base de la solución de controversias esta 
dada en ld conservación del poder. De ahi que su pérdida competa 
única y exclusivamente a los poderes de la Unión, más 
precisamente al órgano de representación nacional, que se encarga 
de la sustanciación del procedimiento (Plrt. 10) regulado por la 
LFRSP. 

!\hora bien, por lo que toca a las responsabilidades ad­
miniztrativas la LFRSP mantiene una estrecha vinculación con la 
revisión jurídica-económica que lleva a cabo la contaduria Mayor 
do Hacienda en lo~ siguie11tes rubros: 

-Tratandose de responsabilidades en contra del patrimonio de 
la Haci;;nda Pública contenidas en la llamada cuenta Pública el 
órgano competente es la contaduría Mayor de Hacienda, sin em­
bargo, la falta de mención de este importante supuesto, dentro 
del texto de la LFRSP conlleva a una deficiente técnica 1uridica, 
que es necesario subsanar porque tal omisión pudiera dar lugar a 
considerar que tales responsabilidades encuentran oposición con 
el marco de la citada Ley. Este razonamiento cabe por la 
interpretación del articulo primero transitorio y si tomamos en 
cuenta que la Ley orgánica de la contaduría Mayor de Hacienda es 
anterior a la LFRSP. 

-Respecto a la utilización de recursos económicos, la 
ejecución de planes, programas y presupuestos, y en general 
aquellas obligaciones que tutelan la correcta, eficiente y eficaz 
aplicación de los caudales públicos tienen relación las frac­
ciones II, III, X, XII, XVI y XXIII del articulo 47 de la LFRSP. 

-En cuanto a procedimiento conviene puntualizar que la LFRSP 
contiene diferencias importantes, para la identificación, 
investigación, determinación, · .. constitución y fincamiento o 
sanción de responsabilidades, cun los ordenamientos relativos al: 
Presupuesto, contabilidad y Gasto Público Federal, la Ley 
orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda y la Ley de 
Planeación. 

Esta desafortunada dispersión es -a mi entender- un 
ob~táculo ·importante en el procedimiento sancionador en materia 
responsabilidades. En efecto, si atendemos a los supuestos 
legales antós referidos podemos enccntrai:: 

a) Responsabilidades Pldministrativas y Políticas reguladas 
?or la LPY Fedei:al de Responsabilidades de los Servidores 
Pt\blicos. 
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bj Responsabilidades que implican dafto al patrimonio de la 
Hacienda POblica contenidas tanto en la Ley de Presupuesto, Con­
tabilidad y Gasto Público Federal como en la Ley Orgánic& de la 
contaduría Mayor de Hacienda. 

e) Responsabilidades en materia.de Planeación y Proqramas 
regulados por la Ley. de Planeaci6n. 

En el primer caso, la sustanciación de las propiaaente ad­
ministrativas se encuentran claramente reguladas por ei;:Titulo 
tercero de la LFRSP. sus sanciones van desde el apercibimiento 
privado e público hasta la inhabilitación en el servicio.público, 
pasando por la amonestación privada o pública, susp.ensión, 
dest~tu:ién y sanción económica. cabe la posibilida!L de su 
impugnación, en form3 optativa, mediante·recurso administrativo 
de rev.'.lcación que se sustancia ante la autoridad que,- dicta la 
resolución o bien juicio de nulidad ante la TFF (Arts. 70~y 71 de 
la LFP.SP). 

En cuanto a las responsabilidades que implican.dalío al 
patrimonio de la Hacienda Pública Federal como se dij_p; al ·ex­
plicar· la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gastb Público 
Federal, su procedimiento es aplicado durante el ejerc:l'cio del 
gasto o bien a posterior!, siendo este último eventa."i!fM.'.ante el 
cual coparticipa la contaduría Mayor de Hacienda en· Ia .llamada 
fase de determinación. su fincamiento esta contenfdo'."en los 
llamados Plieqos de observaciones y Pliegos Preveiitivos . y 
Definitivos de Responsabilidad. 

Finalmente, en lo tocante al apercibimiento, la amonestación, la 
suspensión o remoción la Ley de Planeación carece;.de dis-
posi:iones que regulen un procedimi<onto sancionador. 

Lo anterior d~ja entrever la deficiente técnica leqislativa 
"" materia de responsabilidades; las cuales, si se atiende a su 
origen y sujetos a los que ;e aplican son eminentemente de 
natm·aleza administrativa y por• ende sería plausible unificarlas 
y ;ometerlas al procedimiento que contempla la LFRSP. 

Baje esta ':é11icil. la función de la CHH cu materia de respon­
>abilidades 3ería. ~omo en la realidad sucede, de coadyuvante en 
ei pro.:·eC.imii:ntc san::iona:kr, lo que por demás haria congruente 
su :abor dentro de la división de poderes que establece la 
ccn,titud6n. Esta t"ndenc:ia se obscrn -a últimas fechas- en los 
?r.;supuestos de Egresos de años recientes, que destacan la 
cvl~toraci~a y cuparti~ipacién de la CHH en cuanto a respon­
.:atilidad;s ldm1nistrat1·:az, ~al y como lo advierte el articulo 
41 ~el ~ci::ret~ de ?i·asupuest.c de Egresos para el ¿jercicio fiscal 
d~ 1?93. 
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LA REFORMA POLITICA DBL DISTRITO FEDERAL. 

A finales de 1993 el Presidente de la República ha propuesto 
al H. ccngreso de la Unión, la más importante reforma politica 
para el gobierno de la Ciudad de México, con objeto de satisfacer 
la demanda de los habitantes del lugar de residencia. de Ios 
Poderes de la Unión, respecto a suo derechos politices y é'ón 
miras a elegir a sus mandatarios. 

Dentro de esta trascendente modificación constitucional, el 
lugar que ocupa la revisión de los recursos públicos devengados y 
que se ~ompendian ·en la cuenta Pública del Distrito Federal, 
pasan a ser atribución de la Asamblea de Representantes. 

La reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de 
la Federación de 25 de octubre de 1993, se orienta.en dos 
directrices: la modificación a la estructura politica del 
gobierno del Distrito Federal mediante órganos representativos y 
democráticos, cuyas atribuciones, en lo particular estarán, 
regidas en el estatuto de gobierno del Distrito Federal., el. cual 
será expedido por el H, congreso de la Unión (Art.122,. fraccit6n 
I) y en segundo lugar al manejo autónomo de los .• ecu•..oa 
públicos, con facultades a la Asamblea de Represantantes para·ex• 
aminar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de Bgresos 
del Distrito Federal (Art.122, fracción IV, inciso b). 

En congruencia con este trabajo, destaco los aspectos 
relevantes, en cuanto a finanzas públicas que contiene lll aludida 
reforma. En primer término, el otorgamiento del débito externo 
continúa bajo la supeditación del H. Congreso de la Unión¡ tal y 
como. lo expresa la fracción VIII del articulo 73 constitucional, 
que a la letra dice: 

n ••• aprobar 
deberán incluirse 
el gobierno del 
público, conforme 

anualmente los montos de endeudamiento que 
en la Ley de Ingresos, que en su caso requiera 
Distrito Federal y las entidades de su sector 

a las bases de la Ley correspondiente." 

Por otr~ parte, se introduce la facultad novedosa de revisar 
en particular el ejercicio de la deuda pública, conforme al uso 
que se haya hecho de ella, supuesto que el articulo en cita dice: 

"El Ejecutivo Federal inf.;rmará anualmente al Congreso de la 
tJnión sobre el ejercicio de dicha deuda a cuyo efecto el Jefe del 
Distrito Federal le hará llegar el informe que sobre el ejercicio 
1e lós recursos oorrespondientes se hubiere realizado". 

L> an~e•ior significa que en tratándose de recursos exter· 
r.ús, la contaduría Mayor de Hacienda examinará la utilización 
~ne d;; ell·?S haya hech.; el Jefe del Di;trito Federal. sin entrar 
;1 análisis -:le lvs rec1.1rsos propios. 
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Pero no acaba ahi la novedad, conforme a la interpretación 
del texto Constitucicnal, pareciera que el Legisdor estableció 
una doble fiscalización a lo\ recursos eKternos, ya que concluye 
la fraccién VIII diciendo: 

"El Jefe d~l Distrito Federal 
P.sambl~a dE Representantes del Distrito 
cuenta Pública". 

informará igualmente a la 
Federal, al rendir la 

P.hora tien, la revisión mencionada la efectuará la 
P.samblea de Representantes, conjuntamente con el eKamen del uso 
de ous propios ingresos, en términos similares a la revisión que 
se ¡::ractica Hl el ámbito federal, mediante una Contaduría Mayor 
es¡::>.cifica para el gobierno del Distrito Federal, cuyas facul­
tadas le serán otorgadas, hasta el ejercicio de 1995 (P.rts, 122, 
fracción IV, inciso g) y octavo transitorio). 
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COHCLUSIOHBS 

+ r.a revisión que la H. CAmara de Diputados efilctd'a a la 
cuenta de la Hacienda Pública que rinde el Poder Bje~o, ea 
funda•ental•ente, de· índole juridico-econó•ica, porque, comprende 
la gastión financiera estatal que desarrolla tanto eL Gllbieriio 
Federal como el Departamento del Distrito Federal ~tiro· dill" 
marco normativo qua previamente ha definido el Poder: "teqis­
lat~vo, conforma " la moderna concepción del: 

+ control politico, entendido éste como la liaitación 
reciproca en el ejercicio del poder, para impedir su 
concentración absoluta, aún y cuando en México alcanzar este 
grado de racionalización es todavía una tarea por hacet:, debido 
a: 

+ Li•itaciones te111porales en el análisis que efectúa ·1a 
Coutaduria Mayor da Hacienda, órgano técnico dependiente ~ la H. 
Cámara de Diputados, lo que permite vislumbrar una t:endencia 
hacia el examen de montos durante la aplicación de Ios EeCUrBtld 
guberna•entales (revisión a priori), independientemente de: la an­
tigua noción del control a postariori. 

+· Carencias en 1a uniformidad de los ord9!11l11ientos 
juridicos, que regulan los diferentes tipos de respo11sabilidad de 
los funcionarios públicos, que intervienen en la apli~ación de 
recursos económico-gubernamentales, dado que en forma dispersa 
encontramos responsabilidades politicas administrativas, 
patrimoniales, de planeación y presupuestales. 

+ Insuficiencia en la información, habida cuenta de que per­
siste la idea equivocada de que la H. Cámara de Diputados otorga 
un finiquito, aún y cuando la Ley orgánica de la Contaduriá Mayor 
de Haci<!nda establece ccn precisión que la cuenta Pública es 
solamente objeto de revisión, ello indica que la solventación de 
irregularidades detactadas atiende a: 

+ Las reglas jurídicas de los créditos fiscales, en razón de 
que las irregularidades detectadas en la revisión son de 
naturaleza administrativa y por •nde tienen la finalidad de 
resarcir el patrimonio de la Hadenda Pública motivo por el cual, 
las acciones legales relativas a su recuperación se extienden 
cinco ª~º"· a partir de la fecha en que se hubieren generado. 

+ Deficiencias en la fase de programación-presupuestaci6n de 
la Ad1oinistracién Pública Federal C<mtralizada y Paraestatal, que 
r~1ti;radamente han obligado al Ejecutivo Federal a someter a la 
o.11tcrizaci~n de la H. Cá1nara de Cip11tados. el incremento de las 
lla1nadas 11 E1·ogacion~s No S.;ctorizables 11 

/ las cuales carecen de 
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suj<clón -al planearse el ejercicio del gasto- a Metas o Programa 
alguno dentrc del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

Ineficacia en la revisión de los eapréstitos contratados 
con el exterior, ya que su examen, como es de rigor, tendria que 
ser diferenciado de los recursos propios con que cuenta la 
Fi,deración, toda vez que el texto constitucional ( art. · 73 
fracción VIII) obliga a que: "produzcan un incremento en los in­
gresos públi~os, salvo los que se realicen con propósitos de 
regulación monetaria, las operaciones de conversión y los que se 
contraten durante alguna emeregencia declarada por el Presidente 
de la República en los términos del art. 29". No obstante ello, 
es justo reparar que dicha tendencia ya comienza a ser cuaplida, 
con base en la ulterior reforma al citado texto constitucional en 
cuanto bace al gobierno del D.F., empero, seria saludable que se 
extiendera a todo el áabito federal. 

En sintesis, para resolver la problemática enunciada esta 
te•is propone: 

i) Bl fortalecimiento de las atribuciones de la Contaduría 
Mayor de Hacienda en cuanto a las revisiones especi:ales, para 
ampliar el rango de análisis de la utilización de ecursos 
públicos, al momento en que éstos se ejercitan en aquell.is áreas 
de la Administración, que a juicio del Poder Legislativo, por su 
importancia y trascendencia en la gestión financiera estatal, 
requieran de una mayor inspección, la cual seria in situ, es 
decir en la Dependencia o Entidad que los aplique, con lo que las 
funciones, deficiencias operativas y de servicio podrían ser 
apreciadas cabal y congruentemente con el marco jurídico en el 
que se actúa, lográndose con ello mejorar la función pública ya 
que se detectarían a tiempo irregularidades para su corrección. 

ii) Asimisao incluir dentro de la Ley Orgánica de la 
Contaduría Mayor de Hacienda, normas que regulen el se!lllimiento 
de Recomendaciones que este órgano emite como resultado de su 
revisión, toda vez que solamente el Reglamento Interior contempla 
su eKistencia. 

iii) En función de ello, es necesario dete:rainar un 
procedimiento expedito y de coordinación entre el órgano tácnico 
de la H. Cámara de Diputados y las Dependencias y Entidades in­
volucradas en el procese de revisión de la cuenta Pública, a fin 
di' dar celeridad a las medidas correctivas que se hayan observado 
y que permitan alcanzar con éxito los objetivos constitucionales 
¡fa ¿fiel encia, eccnomia y efl cacia en la utilización del gasto 
¡:úblico. 

iv) contemplar dentro de las atribuciones judiciales de los 
Tribunales ~e la Federación, con última instancia ante los 
Tribunales Colegiados !!e la Suprema Corte de Justicia de la 
Ilación la jurisdicción contable, la que abarcaría competencia!-
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mente todo el amplio espectro de responsabilidades que contemplan 
el Presupuesto de Bgresos de la Federación y ordenamientos 
juridicos tales.como las Leyes de Planeación, Presupuesto, Con­
tabilidad y Gast:i Público, dg Respcnsabilidadea de los servidores 
P6blicos, de obras P6blicas f otras. 

El enjuiciamiento contable se promoveria a petició~ de parte 
de la SBCOGEF (aprovechando las reglas de la Ley .de 
Responsabilidades) y dej aria opcionalmente el recurso de 
revocación o el juicio contable en el Tribunal Administrativo que 
ya es el Tribunal Fiscal de la Federación. 

se propugnaria'·con esas medidas por un juicio rápido e a­
parcial y quedarian abolidas prácticas deleznables, antijuridicas 
e inconstitucionales como las t¡\le prevalec~n en lo relativo a la 
Inhi.bilit&ción, en donde la aplicación de la sanción, por una 
désafortunada interpretación Legal (en la L¡;y Federal de- Respon­
sabilidades de los Servidores Públicos de 1982) y ahora; .con una 
aberrante técnica legislativa considera a la SECOG&F como 
•autoridad competente" para dictarla y ejecutarla, lo cual con­
traviene la garantia de libertad de trabajo que regura· el art. 
So. de nuestro Código Politico que a·la letra dice: "eL &iercicio 
de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial". 

v) Bn ese sentido, es indubitable que nuestro paia necesita, 
para garantizar plena11ente la actuación del funcionario pQblico, 
una profunda refonia juridica, que le otorgue seguridad, i!s­
tabilidad y decoro porque los servicios que presta -si son 
eficientes- enaltecen a nuestra sociedad. 

sobre el particular conviene puntualizar que el problema de 
la corrupción no es nuevo, ni mucho menos de la magnitud que 
e~ageradamente pretenden quienes -con un afán protagónico­
quisieran desvirtuar el servicio público, para satisfacer sus 
prcpios intereses. Bastaria releer las fuentes históricas que 
cito en el capitulo I, para percatarse que se trata de anomalias 
que nuestra sociedad registra desde tiempos de la Colonia, las 
cuales, por lo demás, casi siempre han ido acompadadas -m6s que 
de una voluntad politica de.eficiencia- de venganza o reyertas 
por intereses "reados, que ocultos o soterradamente benefician a 
perscna~ o grupcs ajenos al sector p\tblico en contra de los in­
tereses de la sociedad, lo cual recuerda los viejos estancos del 
Héxic.; 11.:ivchispano e Ir.dependiente. 

vi) Vigorizar la certid\lllbre de que la utilización del Gasto 
P\tblico mantiene una fiel correspondencia con su Presupuesto 
mediante la implantación de regímenes juridicos diferenciados 
para gasto corriente, de capital y el proveniente de en­
deudamiento público interno y externo. 

zn .e-1 s:::!rr.er t;"dS'~, la dispcn¡!:.ilidad C.e recursos públicos 
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deterá someterse a aprobación anual y su utilización se-hari de 
acuerdo a las reglas de la racionalidad, austeridad y disciplina 
presupuestal que tan buenos resultados han logrado en la búsqueda 
del superávit presupuestal de ejercicios recientes. 

En cuanto a gaste de capital además de las caracter.latiaaa 
especiales que para su uso contempla el Presupuesto, tales C0110: 
intransferibilidad (art. 3e.), readecuación presupueatal e 
información especifica en cuenta Pllblica (arts. 11 fracción VX y 
14), preferenciabilidad en caso de reducción (arta, 15 y 34), 
precedencia para proyectos de importancia y trascendencia (ert. 
25 fracciones I y VI) o bien de topes m6ximos y minimos para 
contratación direct~ o adjudicación mediante convocatoria y de 
estricta disponibilidad presupuestal (art. 35); es necesario: 

Sujetar su aprobación a periodos conqruentes con la 
realización de las inversiones, las cuales exceden generalmente 
de un ejercicio presupuestal; 

Robustecer las disposiciones jurídicas en aateria de 
planeación y programación de proyectos de obra ptlhliea 
estrechando más las reqlas de previsión-prospección con incen­
tivos que retribuyen la eficiencia, eficacia y economía da b!Yer­
siones devenqadas confot'llle a las fechas planteadas y i:Dn Jlrena 
sujeción a su presupuesto, y; 

Fund1111entalaente se hace necesaria la for11acrl.)50 4e un 
aarco juridico que pel'llita aedir a la contaduria Ma¡or de 
Hacienda el foaento a las actividades econóaicas fundllllentales 
para el desarrollo del país, como el financiamiento y la 
capitalización de empresas pllblicas y los llamados •sroyectos 
sociales• que es indispensable obedezcan a criterios da ren­
tabilidad, salvo en al caso de las tareas de transferen~a de- in­
gresos (como la que presta CONASUPO) o en la prestación de al­
gunos servicios públicos (el STC, por ejemplo). 

Tocanta a los recursos de deuda pública, la distinción entre 
los qastos públicos de aquellos provenientes de financiamiento 
externo, obligará al Gobierno Federal a seleccionar los proyectos 
de inversión con efectiva certeza de su utilización. Cabe la 
posibilidad de penalizar su uso· discrecional por parte de los 
funcionarios involucrados en su aplicación. En cuanto al primer 
st1p11?sto. nuestro pa:(s tiane reqi1lado una marco jurídico para 
esta situación en al Presupuesto de Eqresos de la Federación para 
el aao d~ 1993 (articulo 7 y :s, fracción V); sin embargo, 
soloniente lo prev~ para efectos :ie información a un área central 
dal t:jc-·:utivo, la cual a su vez lo da a conocer a la CAmars de 
01puta:1os. No e;:isten datos que permitan apreciar que su 
utilizac::.én ~sp.a·:::ific:a es materia de una revisién especial, pues 
.;.;¡" 3e uporta '.¡:ara ~fec:t.os de i:eqistro) el destino de los 
racitr~ :s, 

Por -.110 y en virtud del P.levado costo financiero de la 
:i~u:i~ la Contaduría Mayor de Hacienda tiene la obli;aeión de 

137 



vigilar el destino de estos recursos y proaover con ...U.das co­
rrectivas que las inversiones que se realicen, ade116s da contar 
con criterios de rentabilidad a fin de poder recuperare1110nto 
de los 911préstitos otorqadosJ se eval6e plenaaente la e~ci6n y 
viabilidad de los proyectos ~n que se les utilice. En ese sentido 
se podrían integrar diversos elementos adicionales en la Mdic16n 
de ·1euda pública, que eviten caer en "eficientismos", lllaj_ados 
:!el C·>11tenido social a :¡ue deben obedecer las inversiones. guber­
namentales, por ello seria plausible medir el otorg&11iento de 
recursos externos, conforme a: 

La recuperación de los recursos invertidos, no sólo •ediante 
un criterio financiero, sino a través de un potencial de 
recuperaci6n fiscal. Es de destacar que para observar las reglas 
prec1zas de ese potencial, se debe ccntinuar con la reforma. fis­
~"~ · .:¡ue garantiza mediante el incremente de la recaudación, las 
ex¡:e.:tñüVas de crédito, por lo que el aumento responsaba y par­
ticipativo de la aplicación de recursos externos se fincaría en 
una ~aEe gravable s6lida. Esto quiere decir que para.asequrar la 
an1ortizaci6n de la deuda externa no basta el análisis financiero 
relativo a su rentabilidad, sino que tambián se debe pi:iveer el 
incre=ento de contribuyentes (beneficiarios de prol[eCtos efe 
inversi6n con recursos foráneos) o bien en el aumento dor las can­
tidades recaudadas, especialmente cuando se beneficien en par­
ticular a una empresa, rama industrial o. grupo social. 

Evaluar la contratación de dábito externo para collbatir. l"as 
extremas condiciones de pobreza y 111arginaci611, vinculando su uso 
a aquellos aspectos de beneficio de la población, y prev•nir que 
los recursos invertidos en dichos proyectos no s• logren 
recuperar, por lo que precautoriwnente, para lbqrar la 
am.,rtizac16n de est;;s financiuientos con caracteristicu plenas 
de ·subsidios a la poblaci6n de bajos ingresos, el Podar Legis­
lativo debe limitarlos (en la Ley de Ingresos) conforme al nivel 
de creci•iento anual del Producto Interno Bruto. 

Además ñS indispensable medir las repercusiones 
111icroecon6111icas .;n particular, ·al revisar en los proyectos de 
invér~i.5n 1 que tengan su oriq.:-n en racursos de cauda Pdblica las 
'ondi:ierar.~o:>es .;n a:pectos de .;coloqía, impacto social y 
ragicnai 'i·, esi-ncialmente, el impulso a proyectos vinculados con 
las posibilidades reales de desarrollo de las áreas qeoqr6f icaa a 
lag que se beneficie. 

•111 J En cuanto al control de entidades paraestatalea·, es in­
dispensable diferenciar las tareas que cumplen, con base en dos 
e ;.:e-nar:ics: 

organismo• y ~mpresas :¡ue desarrollen tareas de trans­
fH<!llcias de in¡¡rascs a grupos soclales marginados, co•o la 
~cmpallia Nacional 1~ subsisten.::bs Populares. 

138 



Las que se encargan de la prestación de servicios 
públicos, como las instituciones de Sequridad Social, Ulliver­
sidades, Ferrocarriles Nacionales de H6xico, etc6tera. 

A excepción de las que se encuentran en el primer c:a110, no 
deberían de ser carga, sino fuente de ingreso para el Blltlldo. ,In 
ese sentido la búsqueda por· el incre•ento de productividilll!•• una 
constante que se· repite en los últimos aftos; sin ~' la 
Contaduría Mayor de Hacienda, para estar en condJ.cione• de 
verificar la eficiencia y econoeia de los servicios sz:et1tadoa, 
debiera conte•plar dentro de sus programas de revia:üSn, ra 
lllllllada Auditoria Operativa, que no es otra cosa sino la medición 
congruente de los' productos obtenidos, conforme a reqlas com­
petitivas, por ello, la inminente reforma legal a los principales 
ordenamientos vinculados con la producción, obra pública 
contratación d~ bienes y servicios, debiera responder: 

viii) A la reducción de dJ.spositivos legaleaconceCld:entes.a 
los actos y contratos que celebrata las dependencias y iiDtidades 
de la Administración Pública Federal, buacando con ello ~iminar 
requisitos y trámites para los proveedores, prestadores; ~e ser­
vicios Y. empresas constructoras o particulares. Rn este 11enl:ii!n 
al facilitarse las reglas en la contratación de bien&tJ y we. 
vicios se lograría incrementar la competitividad y ef:td.eucia, 
con sujeción al articulo 134 Constitucional, es dea.QJ ~aran­
tiz~ndo las mejores condiciones para el Kstado eii. 111&11tó a 
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 'C11i:úílstan­
cias pertinentes. 

ix) A· lo establecido en la cuarta. Parte del . Tratado U· Libre 
Comercio de All~rica del Norte (TLC), relativo a compras 1laJ.. sec­
tor público, procurando la liberalización de las medidas 
relativas a las adquisiciones y prestación de servicios que ep 
este segmento considera la Ley de Adquisiciones, Arrendaaientos y 
Prestación de servicios relacionados con Bienes Muebles• ir; la t;ey 
de obras Públicas, de manera que se otorgue trato no dis­
criminatorio a los proveedores de los tres paises firmantes, así 
como oportunidades equilibradas,.. transparentes y predecibles, 

x) Finalmente, es necesario dar un nuevo enfoque al Control 
Político que realiza la cámara de Diputados, alejándola de 
criterios obtusos que descansan ,;n conceptos de persecución, 
¿scándalo o politiqu.;ria estéril. como el revanchismo, la ven­
ganza ; el "ajuste da cuentas 11 y rivalidades entre "factores 
r¿ól~s de poder", puesto que esa problemática subsiste 
dol»rosamente en el tejido social, y <>11 los últimos sexenios ha 
'>ntorp'>cido la ;¡P.stión financiera ¿st11tal o peor aún ha hecho 
tabla rasa de importaut~s logres alc.anL.adcs en administraciones 
ant¿rioL'P.S, ocasionando un juicio miope, limitado y con una 
fur-rt¿. .;arqa f!mi:Jtiva de nuestro pasado reci.:.nte. 
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;fcrtunadarn;mte la solución d aste nudo gordiano está dada 
en función de la capacidad de resolución, negociación y 
transa•:ción que nuestro sistema político lleva implicito en cada 
uno de sus actos de gobierno, Efectivamente, la nat.uraleza con­
fliotual ha sido la constante a lo largo de nuestra historia, 
p~ro tambián, junto a ella, el i:jercicio de la rol!tica (sin 
adjetivo•) que igualmente ha acompadado toda controversia, que 
por complicada que sea encuentra siempre convenio a través de la 
con'-iliación de intereses, lo que permite vislumbrar con aliento 
y optimismo el horizonte de los asuntos públicos. 

D~sde esa perspectiva, la utilidad política que ofrece el 
análisis y la revisión de la cuenta Pública, ha sido, basta la 
fecha, desaprovechado. Especialmente por quienes en una oposición 
voluntariosa o acomodaticia cuestionan la aplicación de recursos 
públicos atendiendo a la espectacularidad de los hallazgos o a la 
descalificación -casi siempre interesada- de los funcionarios. 

!lo resulta aventurado predecir, que en el futuro mediato la 
función primordial de la contaduría Mayor de Hacienda, se 
encauzará, en mayor medida, al examen de cuestiones prácticas, 
administrativas y de desempedo del Gobierno Federal, pudiendo, 
con base en el análisis practicado, controvertir la efectividad 
de las decisiones políticas adoptadas. 

Vale por ello decir, que si lo que sostienen estas palabras 
lograra levemente inquietar la conciencia política del paciente 
lector de esta tesis, el objetivo propuesto estará satisfecho. 
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